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Las operaciones de inteligencia clandestina implican romper constantemente todas las reglas.

Dicho lisa y llanamente, tales operaciones son necesariamente extralegales y, a veces, ilegales.

 

Gral. JOHN MAGRUDER (1807-1871)








Introducción

 

La detención de Augusto Pinochet en Londres, en 1998, implicó —entre muchas otras cosas— que el gobierno de Bill Clinton, en Estados Unidos, se allanara a desclasificar la documentación que poseía respecto de la intervención de dicho país en Chile a contar de 1968, aproximadamente, en el contexto de la Ley de Libertad de Información (Freedom Of Information Act, o FOIA), que permite a cualquier persona acceder a toda la información que genera el gobierno federal, salvo en nueve excepciones, la primera y más importante de ellas referida a lo confidencial sobre defensa nacional y política exterior de Estados Unidos, en función de lo cual la mayoría de los desclasificados están repletos de borrones, bajo los cuales había antecedentes (como nombres de informantes) que los encargados consideraron que no podían ser divulgados.

Pese a esas restricciones, a partir de 1999 los Archivos Nacionales de Estados Unidos comenzaron a difundir vía web miles de documentos relativos a Chile, los que a la fecha suman más de 25 mil. La mayor parte de estos (unos 20 mil) pertenecen a los archivos del Departamento de Estado y principalmente comprenden informes y correspondencia de la Embajada y Consulado de Estados Unidos en Chile.

La segunda mayor colección, en cuanto a volumen, es la perteneciente a la Central Intelligence Agency (CIA), la Agencia Central de Inteligencia, que con mucha resistencia accedió a publicar cerca de dos mil documentos que se encuentran en el sitio web del Departamento de Estado[1], específicamente en la sección de «Colecciones desclasificadas», a los cuales se deben sumar unos 100 documentos más que se han ido desclasificando en los últimos años a través del sitio web de la CIA[2] y que, de un modo u otro, aluden a Chile, como la entrevista realizada por un historiador de la CIA al ex director de dicho organismo, Richard Helms, en la cual habla sobre su papel en la época de Allende, y que fue publicada recién en 2008.

Además de lo anterior, Estados Unidos ha difundido cientos de documentos del FBI (básicamente vinculados al homicidio de Orlando Letelier), del Departamento de Defensa (DOD, por su sigla en inglés), del propio Archivo Nacional (NARA) y del Consejo de Seguridad Nacional (NSC).

Este libro, que pretende reconstruir la historia de la CIA en Chile a partir de la creación de dicha agencia en 1947 hasta el 11 de septiembre de 1973 (y que cuenta con un apéndice que abarca un aspecto específico de su actuación, que llega a principios de los años noventa), se basa casi totalmente en cerca de mil documentos desclasificados por dicha entidad, que abarcan las primeras acciones de inteligencia documentadas en Chile, a principios de la Segunda Guerra Mundial, hasta el día del golpe de Estado.

También, como complemento, se ha recurrido a algunos cables, informes y memorandos del Departamento de Estado, FBI, DIA (la agencia de Inteligencia del Departamento de Defensa), NSC y otros organismos, además de bibliografía sobre la materia, todo lo cual permite tener una visión bastante precisa de lo sucedido, aunque, por cierto, es necesario tener en cuenta que implican la pérdida de información muy valiosa (debido a las excepciones de la Ley FOIA) y que, justamente en virtud del mismo cuerpo legal, hay muchos documentos que no han sido desclasificados, lo que es fácil de constatar no solo porque es llamativa la carencia de información sobre algunos hechos de gran relevancia (como la visita de Fidel Castro a Chile en 1971), sino también porque en muchos textos se hace referencia a informes previos o posteriores que simplemente no fueron desclasificados.

También hay varios expedientes utilizados en este libro que se han hecho conocidos por otros textos relativos a 1973, pero la mayoría de los papeles que se emplearon para la construcción de la historia de la CIA en Chile han permanecido sin tocar en los servidores del Departamento de Estado por más de 12 años, en circunstancias que son una fuente de información enorme y riquísima, además de muy difícil de procesar, por su volumen, por lo que siguen arrojando sorpresas de todo tipo.

Por ejemplo, de la lectura de la correspondencia cablegráfica entre la Estación de la CIA en Santiago y los cuarteles centrales de dicha agencia, en Langley, Virginia, resulta evidente que tanto en los momentos previos a la asunción de Allende como durante su gobierno existieron fuertes diferencias de opinión entre quienes estaban en Santiago y quienes los mandaban desde Washington.

En el primer caso, el jefe de la Estación de Santiago hacia octubre de 1970, Henry Hecksher, prácticamente se rebeló ante las instrucciones que le enviaban desde Estados Unidos, y advirtió que —a diferencia de lo que allá creían— en ese momento en Chile no existían las condiciones para el golpe de Estado que, bajo el plan Track II, esperaban que evitara la asunción de Allende al poder, opereta que culminó con el absurdo homicidio del comandante en jefe del Ejército, el general René Schneider.

En el segundo caso, ya purgada de Hecksher la Estación de Santiago e instalado en su puesto un nuevo jefe, Ray Warren, y con Allende gobernando, las diferencias de criterio también resaltaron con fuerza, pero en sentido inverso, pues ante un cable de Warren escrito en un tono muy afiebrado y en el cual hablaba de la necesidad de generar un golpe en contra del gobierno de la UP, desde Washington le llamaron la atención como si fuera un niño, recordándole que no existía autorización para ello.

Dichos detalles y otros permiten «leer» lo que aconteció en Chile desde la óptica de uno de los dos principales contendores en la Guerra Fría, contexto sin el cual es imposible entender la actuación de la CIA en nuestro país y la forma en que operó, marcada por la paranoia que desataba el comunismo.

Por cierto, sería ideal contar también con la documentación que generaban los organismos de inteligencia que, por parte del bloque soviético, operaban en Chile en los años sesenta y setenta: el KGB soviética, el HVA germano oriental y la DGI cubana, pero —ya lo sabemos— de esos países solo existe hoy uno de ellos (Cuba) y no es muy dado a compartir su información, por decirlo suavemente.

Respecto del material que ha publicado Estados Unidos, es necesario tener en cuenta que, al menos desde el punto de vista periodístico, cumple a cabalidad con al menos uno de los dos requisitos que debe poseer cualquier evidencia: la autenticidad. En efecto, no hay duda respecto de quién es el emisor de esta documentación, ya que toda fue obtenida de sitios oficiales del gobierno de Estados Unidos y, por ende, lo que resta es comprobar el segundo requisito: su veracidad, lo que evidentemente es algo más complejo, aunque mucho de lo que contienen los documentos son elementos verídicos en cuanto a sus contenidos, pues se refieren a hechos conocidos públicamente, o bien a aspectos colaterales de estos que pueden ser comprobados.

No obstante, hay muchos datos que no pueden ser chequeados, como por ejemplo la información relativa a que Pablo Neruda habría sido objeto de un intento de captación como agente por parte del KGB soviética, cuando se desempeñaba como cónsul de Chile en México, o los comentarios atribuidos a diversas personas, generalmente por parte de fuentes cuyo nombre no es posible saber, debido a que han sido borrados.

Sin embargo, y entendiendo que la información de la CIA puede contener muchos errores y falacias, quizá lo que más debería sorprendernos es la forma en que dicha agencia veía (y seguramente aún ve) a Chile como un país poseedor de una clase política muy deficiente y que, producto de la inequidad en que vivía, fue empujando paulatinamente a los más desposeídos hacia una votación de izquierda.

Finalmente, y sobre la manera en que estos documentos están citados en este libro, cabe hacer presente que prácticamente todos los mencionados se encuentran a libre disposición de cualquier persona en los sitios FOIA del Departamento de Estado (que viene presentando problemas desde el año pasado) y de la CIA, así como de las demás agencias a las cuales pertenecen. Para identificarlos, en el caso de la CIA, a continuación del tipo (cable, memorándum, informe, etc.) agregué un número de entre uno y cuatro dígitos que es una suerte de identificador único que poseen casi todos los desclasificados, pues fueron escritos a mano, con plumón, sobre la mayoría.

Por cierto, existen otros sistemas numéricos de identificación en los documentos, pero no son uniformes, dependiendo del tipo de texto de que se trate, y no todos los poseen, debido a que muchas veces los números de serie fueron borrados.

De ese modo, unos pocos documentos de la CIA fueron individualizados por los números que quedaron visibles, y los de las demás agencias, en función de sus sistemas de clasificación propios. Ello, con el fin de permitir que si algún lector quiere verificar los informes, leerlos, bajarlos, enojarse o congratularse con ellos, los pueda identificar sin mayor problema.








 

Capítulo 1

 

Los nazis y el KGB en Chile











 

La pregunta es clara y precisa.

—¿Ha trabajado alguna vez con un hombre llamado Luis Posada?

Es el 25 de abril de 1978 y el interpelado es el ex oficial de la Central Intelligence Agency (CIA) David Atlee Phillips, quizás uno de los hombres que mayor incidencia ha tenido en la historia chilena moderna y, seguramente también, en la historia de buena parte del mundo, pero es un desconocido para el gran público.

Phillips está sentado frente a un subcomité de la Cámara de Representantes (diputados) de Estados Unidos, en Washington, que investiga una serie de asesinatos políticos, entre ellos el del presidente John F. Kennedy[3].

A diferencia de la comisión Warren, que se apegó a la historia oficial del tirador solitario (Lee Harvey Oswald), los representantes dan bastante crédito a la tesis indagada por el fiscal de Nueva Orleans James Garrison, según la cual habrían existido vínculos entre Oswald, la CIA, cubanos anticastristas y mafiosos.

Uno de aquellos puntos de unión se creía que podía ser el ex agente David A. Phillips, quien entre otros cargos se había desempeñado entre 1961 y 1965 en la Estación (oficina) de la CIA en Ciudad de México, donde algunos meses antes del magnicidio había aparecido Lee H. Oswald, sosteniendo una reunión con un enigmático personaje conocido por el seudónimo de Maurice Bishop.

Garrison estaba convencido de que Bishop era la chapa de un agente de la CIA, idea que posteriormente refrendó un cubano anticastrista, Antonio Veciana, quien aseguró que Bishop y Phillips eran el mismo hombre.

Y ahí tenían a Phillips esa mañana de 1978, bombardeándolo con preguntas acerca de su estadía en México y los seudónimos que utilizó en su carrera como espía, pero Phillips no se incomodaba con ninguna de aquellas dudas.

Al contrario, respondía firme y sereno. A todo el mundo le había dicho ya que nunca había usado el nombre de Maurice Bishop, y aseguraba que en sus 25 años de carrera había utilizado al menos 100 nombres falsos[4], aunque solo decía acordarse de dos de ellos: Paul D. Langevin y Michael C. Choaden. Del resto, ni hablar[5].

Sin embargo, la pregunta sobre Luis Posada lo desconcierta. Phillips ya ha estado varias veces en comités semejantes —entre ellos, el encabezado por el senador Frank Church, en 1975— y sabe a la perfección cómo defenderse de las acusaciones sobre su supuesta participación en un complot contra JFK. De hecho, se retiró de la CIA a mediados de 1975 para responder con tranquilidad a esas acusaciones y le ha ido bien. Sabe que su versión acerca de no haber conocido a Oswald es judicialmente incomprobable y eso basta, pero aquello de Posada es otro asunto.

La mente de Phillips se mueve rápido y une los puntos: gran parte de su carrera había tenido que ver con Chile y Luis Posada Carriles, integrante de un grupo de cubanos anticastristas con estrechos nexos en la CIA, era un viejo conocido suyo. Tuvieron contacto durante la fracasada invasión de Bahía de Cochinos (Cuba), en 1961, pero Phillips cree intuir que la dirección del asunto apunta a otro lado.

En realidad, no se requería ser un experto en inteligencia para saber en qué pensaba esa mañana de abril de 1978 el experto en operaciones encubiertas, pues a fines de marzo de ese mismo año el gobierno de Augusto Pinochet había extraditado a Estados Unidos a Michael Vernon Townley, el agente de la DINA (Dirección de Inteligencia Nacional de Chile) que había instalado, junto a cubanos anticastristas, la bomba que mató al ex canciller chileno Orlando Letelier, en Washington, el 21 de septiembre de 1976. Quince días después de dicho crimen, el 6 de octubre de 1976, un nuevo ataque explosivo derribó un DC-8 de Cubana de Aviación (con 73 personas a bordo), atentado que fue reivindicado por la CORU, la Coordinadora de Organizaciones Revolucionarias cubana, una suerte de paraguas de diversos grupos terroristas cubanos de derecha, varios de ellos vinculados a la CIA.

Como consecuencia, dos de los líderes de la CORU fueron detenidos en Venezuela acusados del atentado aéreo: Orlando Bosch y Luis Posada Carriles. Ambos, además de sus vínculos con la CIA, habían tenido estrechos contactos con la desaparecida DINA, la policía secreta de Pinochet, marco en el cual Posada estuvo en más de una oportunidad en Chile.

De ese modo, para el FBI fue un ejercicio aritmético muy simple vincularlos a los cubanos con el bombazo que asesinó a Letelier y su secretaria en Sheridan Circle, pleno barrio diplomático de Washington.

Por lo mismo, siempre se había especulado respecto de algún grado de participación de la CIA en el hecho. Manuel Contreras, el hoy encarcelado director de la DINA, no se cansó de culpar a la agencia estadounidense del crimen, y lo mismo hizo en su momento Fidel Castro respecto del estallido en el avión.

Mientras Phillips pensaba en todo esto, la voz del representante Goldsmith, quien interrogaba en ese momento a Phillips, lo sacó de su ensimismamiento.

—¿Y quién es el Sr. Posada? —preguntó acercándose al micrófono, como si quisiera asegurarse de que su voz quedaba grabada en el magnetógrafo.

—Creo que era un cubano que manejaba este complejo en Ciudad de México que le mencioné, el Centro de Refugiados Cubanos. No estoy seguro, pero yo sé que trabajé con… ese nombre es… sí, trabajé con él, y pienso que era el hombre de Ciudad de México —explicó, como tratando de realizar un esfuerzo sobrehumano por acordarse del cubano.

Luego de una pregunta anodina, Goldsmith formuló otra que el ex oficial de inteligencia no esperaba.

—¿Es posible que usted haya trabajado con el Sr. Posada en referencia a alguna operación en Chile?

Phillips pensó por algunos segundos. Incluso, quizás haya considerado acogerse a la Quinta Enmienda, que le permitiría salvar intacto en ese momento, pero lo pondría de inmediato ante la mirada de algún fiscal que seguramente buscaría llevarlo ante un jurado especial y acusarlo de algún delito, pues dicha normativa permite —en la práctica— no responder preguntas que podrían implicar la admisión de un crimen.

—Sí, es bastante posible —se rindió Phillips, preparándose para una andanada de cuestiones que quizá no podría responder, pero el representante prefirió pasar a algo más interesante: averiguar si el ex agente había intentado asesinar alguna vez a Fidel Castro, lo que Phillips —por cierto— negó fervientemente.

Nacido en 1922 en Texas, Phillips era un muchacho que se empinaba hacia los 18 años cuando se fue a probar suerte como actor a Nueva York. Logró algunos papeles menores, pero en ese momento Estados Unidos entró en la Segunda Guerra Mundial y fue enrolado.

Su obituario en el New York Times[6] recuerda que combatió como artillero en la Fuerza Aérea de Estados Unidos, en Alemania, hasta que su avión fue derribado. Estuvo prisionero en Austria durante un año, escapó y regresó en 1944 a su país, donde se casó con Helen Hausman, con la cual viajó en 1948 a Santiago de Chile.

Ese año y el siguiente los pasaría tomando algunos cursos en la Universidad de Chile[7] y editando el South Pacific Mail, un diario escrito en inglés que se había fundado en Valparaíso en 1909. En 1950 aparece como «agente contratado» en el servicio clandestino de la CIA, captado para tal efecto en Santiago[8], aunque él minimizó su carrera ante la comisión de representantes: «Fui reclutado por la CIA como asistente part time en 1950 en Chile, donde era un hombre de prensa. Continué en esa ubicación por unos cuatro años y me convertí en oficial de inteligencia full time en 1954, cuando estuve en Guatemala»[9].

Allí fue donde Phillips comenzó a ganar fama dentro de La Compañía (como se llama informalmente a la CIA), al ser el oficial que gestó la «Operación éxito», el derrocamiento del presidente socialista Jacobo Arbenz, por medio de una serie de acciones sicológicas, basadas principalmente en mensajes radiales y en la cual trabajó en forma estrecha con el núcleo duro de la CIA, entre ellos su líder histórico, Allen Dulles, y otros agentes como Henry Hecksher, con quien forjaría una larga amistad, y el polémico Howard Hunt, que años después se vería implicado en el caso Watergate.

Posteriormente, Phillips se desempeñó en Cuba (1955 y 56), El Líbano (57 y 58), Cuba de nuevo (hasta 1960) y Washington «entre 1960 y 1961, en una fuerza de tareas que trabajó en la operación de Bahía de Cochinos. A fines de 1961 fui asignado a Ciudad de México. A principios de 1965… (dos líneas borradas)… y regresé a Washington en 1967, donde me convertí en jefe de operaciones cubanas de la CIA hasta 1969», contaría ante los congresistas que investigaban el crimen de Kennedy.

Sobre lo que haría en Chile, los encargados de la desclasificación solo dejaron tres palabras iniciales: «en 1970 yo…».

Es lógico presumir que en las cuatro líneas borradas que siguen, algo debe haber dicho respecto de su trabajo como jefe operativo del plan Track II, la vía militar destinada a evitar que Salvador Allende asumiera el gobierno a fines de 1970, y los esfuerzos que se realizaron tras esa fecha para derrocarlo, incluyendo el golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973, fecha que encontró a Phillips convertido en el jefe de la todopoderosa División Hemisferio Occidental de la CIA, a cargo de todo lo que pasaba en las tres Américas y Europa.

Como encargado directo de lo que acontecía en Chile, tenía líneas abiertas hacia la dirección de la agencia (ocupada en ese momento por William Colby) y hacia abajo, a la jefatura de la Estación de la CIA en Santiago, que estaba a cargo de Ray Warren, y que se ubicaba en el octavo piso de la antigua Embajada de EE.UU., situada a una cuadra del Palacio de La Moneda, en calle Agustinas, lejos del actual emplazamiento fortificado que posee la legación diplomática, en la comuna de Vitacura.

Ya sabemos que Track II falló, pese a todo el empeño que se le imprimió. Por cierto, Track I, la operación destinada a conseguir que se cerraran las opciones políticas para Allende, tampoco tenía muchas posibilidades, o al menos así lo pensó siempre Phillips: «Cualquiera que hubiera vivido en Chile, como yo, y que conociera a los chilenos, sabía que podía salirse con la suya sobornando a un senador chileno. Pero ¿a dos? Nunca. ¿Y a tres? Imposible. Darían la voz de alarma. Eran demócratas y llevaban mucho tiempo siéndolo», explicó Phillips al comité Church[10], en su momento. Sin embargo, nada dijo respecto de su actuación posterior a 1970.

Evidentemente, al igual como lo hizo en el mismo comité el ex embajador de EE.UU. en Chile Edward Korry, Phillips quería tomar distancia de lo acontecido, pero en su caso era muy difícil, pues su vida, al igual que la de cualquier agente de la CIA, estaba envuelta en un profundo misterio.

 

UN NIDO DE ESPÍAS

 

Para muchos, quizá para la mayoría, el enterarse de que Chile ha sido durante décadas un epicentro del espionaje mundial moderno puede resultar increíble, pero así ha sido, especialmente a partir de la Segunda Guerra Mundial, durante la cual las diversas potencias en conflicto pusieron sus ojos en un recurso que Chile comparte con Argentina y que es estratégico: el control del único paso —aparte del Canal de Panamá— entre los océanos Atlántico y Pacífico.

Por ello y otras razones que se explican en otros libros[11], la Alemania nazi estuvo especialmente interesada en estas dos naciones, y eso generó que extendiera a lo largo de ellas una eficiente red de espías y saboteadores pertenecientes principalmente al Abwehr, el sistema de espionaje internacional que dirigía el almirante Wilhelm Canaris.

Como consecuencia, la Policía de Investigaciones chilena creó su primera unidad de contrainteligencia, el Departamento 50 (D50), que desbarató las tres principales redes que los nazis habían montado en Chile, ayudando además a desenmascarar al legendario agente del Abwehr en Cuba, Heinz Lüning, y a otros que actuaban en Argentina y Brasil.

En medio de dicho contexto, el FBI (Federal Bureau of Investigations) ideó una subdivisión en su interior, el Special Intelligence Service (SIS), con el fin de indagar las redes de espionaje nazi en América, y para ello envió a Chile a dos agentes suyos, que trabajaron en forma muy estrecha con sus pares del D50. Por esas fechas, la CIA aún no se creaba, pues nació en 1947 sobre la base de la Office of Strategic Services, la OSS, que actuó durante toda la Segunda Guerra Mundial, principalmente en Europa.

No obstante, el espionaje militar norteamericano estuvo muy preocupado de Chile durante la Segunda Guerra Mundial, aunque no solo de los nazis (para ello estaba el SIS).

En febrero de 1943, el Servicio de Inteligencia de Señales del Ejército de Estados Unidos (hoy día, la National Security Agency, NSA) comenzó un programa de espionaje ultrasecreto, incluso más delicado que los llevados en contra de los nazis, pues el objetivo eran las comunicaciones de la Unión Soviética, en aquel momento un aliado de los norteamericanos en una relación antinatura que —como lo prueba la existencia de este plan— todos sabían que no iba a durar.

Al principio se usaban las palabras «Bride» (novia), «Drug» (droga) y «Dinar» (una sigla que nadie sabe qué significa) para referirse al proyecto, pero finalmente y tras varios cambios de denominación terminó pasando a la historia como «Venona» (otra sigla más, cuyo significado quedó en el olvido).

«Venona» consistía básicamente en un trabajo de intercepción de comunicaciones encriptadas soviéticas referidas a su trabajo de penetración en diversos países de América, especialmente en Estados Unidos, México y Colombia, en los cuales se establecieron estaciones del KGB, la legendaria e implacable agencia de espionaje soviética que en sentido estricto en ese momento era conocida como NKGB (siglas de Comisariado del Pueblo para la Seguridad del Estado).

Apenas comenzaron las intercepciones y se fueron refinando los métodos de desencriptado, y tal como lo sospechaban los agentes de la OSS por informaciones obtenidas en Europa, resultó evidente que había una importante actividad soviética en países que hasta dicho momento Washington consideraba de su exclusiva influencia.

Quizá lo más sorprendente fuera constatar lo que sucedía en Chile, donde había varios agentes muy operativos y donde el KGB había penetrado incluso el nivel diplomático, a tal punto que intentaron captar para sí al poeta (y militante del Partido Comunista) Pablo Neruda, quien se desempeñó como cónsul de Chile en México DF durante la guerra.

Pero hay mucho más. Los documentos de «Venona» comenzaron recién a desclasificarse 40 años más tarde (en una suerte de reedición comentada de ellos), y actualmente se encuentran en posesión de los Archivos Nacionales de Estados Unidos, así como de la CIA y la NSA.

En ellos hay al menos una treintena en los cuales se narran las peripecias de los agentes que vivían en «MI», la clave para referirse a Chile. El más relevante de todos era «Carlos» o «Karlos», el diplomático Christián Casanova Subercaseaux. Junto a él destacaban «Alexandr», Antonio Aparicio Herrera; «Grisha», Carlos Robles Galdames, y «Bob», Robert Owen Menaker, quien si bien era norteamericano, residió en forma permanente en Santiago, enviado por el KGB.

El primer criptograma interceptado al KGB sobre Chile[12] fue enviado desde la Estación clandestina que el servicio secreto ruso poseía en Nueva York, en mayo de 1943, y relataba que «Karlos»; es decir, Casanova, «sugirió utilizar como buzón para correspondencia —en dicha ciudad— a Isabel Gallardo, chilena de nacimiento, 28 años de edad, casada con un americano HAY, un capitán de los marines que está en Casablanca».

Ella, según el documento, se encontraba trabajando para una línea chilena (puede haber sido alguna naviera) y se agregaba que vivía en «Tyre», el nombre clave con el cual designaban Nueva York, en calle 15 Oeste, número 12. Más abajo, en los comentarios, se precisaba que el nombre del capitán era Lorren Hay.

Un mensaje interceptado el 2 de julio de ese mismo año[13] ponía al descubierto las actividades de «Bob». El cable decía que «Robert Owen Menaker, (era) representante en Chile de la compañía norteamericana Midland Export Corporation», cargo que desempeñó hasta 1945. Junto a él trabajaba «Karlos» (Casanova), quien había sido agregado comercial en la Embajada de Chile en Madrid, en 1943, y la célula de ambos se conformaba además por otro empleado de la Midland, en Estados Unidos, pero además por dos soviéticos de alto nivel: «Luka», Pavel Klarin, vicecónsul de la URSS en Nueva York, y por «Viktor», el teniente general Pavel Fitin, nada menos que el jefe de inteligencia exterior del KGB.

Casanova, de acuerdo a lo que traslucen los criptogramas, se encontraba en EE.UU. en ese momento. Un documento interceptado cinco días después[14] da cuenta de su salida desde Filadelfia a Portugal, a bordo del barco Serpa Pinto. Llevaba dos mil dólares, que le habían sido entregados por «Tenor», Michael Burd, el otro empleado de Midland implicado en la red de agentes.

En noviembre de ese año, «Luka» informó a «Viktor» que «Karlos» había olvidado decirle que para viajar a España «debía llevar skies y ropa de invierno». Por cierto, parece que se trataba de elementos muy especiales, pues pedía que se los enviaran por valija diplomática[15]. En los comentarios añadidos años después a este criptograma, los analistas del Ejército de EE.UU. explicaban un poco más acerca de lo que estaba haciendo Casanova en dicho momento: «agregado en la sección comercial de la legación chilena en Madrid, desde julio de 1943 a diciembre de 1944, estudiando el desarrollo del mercado de los nitratos».

El 11 de mayo del año siguiente, el KGB emitió un cable sobre «Luka» y una cuenta de 127 dólares respecto de la cual no pudieron descifrar lo que seguía y luego, como elemento secundario, se añade que «Pablo Neruda is being developed». En una traducción literal, sería algo así como «Pablo Neruda está siendo desarrollado». En el pie de página, no obstante, los analistas de inteligencia norteamericanos explicaban que la expresión que traducían como «desarrollado» era «razbabotka» y que esta también podría entenderse como «estudiado/cultivado».

No hay que olvidar que lo que estaban interpretando eran mensajes en cirílico, enviados las más de las veces cablegráficamente (es decir, con pulsos) y además cifrados en función de un código específico. Por ello se agregaba una explicación adicional: «El desarrollo (razbabotka) es una de las etapas en el reclutamiento e incluye la evaluación del candidato y el desarrollo de la confianza en su oficial de caso». Al final se reseña que el literato era, a esa fecha, el cónsul general de Chile en Ciudad de México.

Es justo decir en todo caso que, además de que no existe ninguna otra referencia a Pablo Neruda en «Venona», es probable que el poeta ni siquiera se hubiera percatado de que estaba siendo evaluado por alguien que pertenecía al KGB, y la falta de menciones posteriores a su persona en esta serie de documentos, así como en otras, hace suponer que —haya sabido o no las intenciones de los espías de la URSS— el intento de reclutamiento nunca fue más allá de aquello. De hecho, el poeta tenía una fuerte aversión hacia el clandestinaje, como lo expresa en su autobiografía, Confieso que he vivido, donde señala que «algo mil veces peor que los extremistas son los espías».

Casi por las mismas fechas, «Grisha» (Robles Galdames) viajó a Estados Unidos, y algo sucedió[16] que puso nerviosos a los rusos, pues se informó al respecto que «su estadía posterior en Tyre (Nueva York) quizá levante las sospechas del Departamento de Estado».

No obstante, parecía que los objetivos del viaje se estaban cumpliendo: «Durante su estadía en Tyre consiguió el cargo de agente de varias firmas y será capaz, después de regresar a Chile, de organizar su propia empresa de negocios sin nuestro soporte pecuniario. Después de ello será capaz de viajar a Europa y organizar un enlace con nosotros. Pensamos que este plan para la futura utilización de Grisha es el más práctico. Detalles después».

Unos días más tarde, los norteamericanos identificaron a «Alexandr» como Antonio Aparicio Herrera[17], de quien decían que era dueño de una librería en Chile (sin especificar la ciudad).

Probablemente nunca se conocerá al detalle qué planes tenía el KGB para Chile, pero todo indica que buscaban instalar agentes con fachadas respetables y permanentes, como lo ilustra un criptograma relativo a «Bob» (Menaker), en el cual se discutía la forma de dejarlo en Chile[18], para lo cual una de las posibilidades era que se quedara solo como representante de la compañía para la cual trabajaba (Midland), y la otra opción era emplearlo, además, en una empresa llamada Fuller, que estaba «tratando de llegar a un acuerdo para proveer equipamiento para una fábrica de cemento en Chile».

Por cierto, no todo era miel sobre hojuelas. Un poco después, «Bass», Michael Burd, el empleado de Midland en Estados Unidos, denunció a «Bob» (Menaker) de manejar en forma «despreciable» las empresas a que estaba representando, y la queja se la hizo llegar al mismísimo «Viktor», el general a cargo de la operación[19].

De todos modos, Chile era un objetivo importante para algo que solo ellos sabían. Otro de los documentos interceptados[20] llevaba como título «Conexiones con MI» (Chile), pero es imposible de entender, debido a que fue poco lo que se recuperó, salvo una discusión relativa al sueldo que «Bob» debería percibir por parte del KGB y por su trabajo en Chile, donde se hacía presente que debería recibir al menos 30 mil dólares de las empresas a las que representaría.

«Karlos» recién reaparecería[21] en los criptogramas a fines de 1944, cuando sale mencionado en una red con varios agentes nuevos, como «Julio», «Envoy» y «Filipp», además de algunos viejos conocidos, como «Viktor» y «Alexandr».

Así como lo harían muchos años después los norteamericanos, famosos por sus perfiles analíticos de distintos personajes, el KGB también confeccionaba detalladas biografías de quienes le interesaban.

En particular, a fines de noviembre de 1944 fue interceptada una comunicación desde la Estación del KGB en México, con destino a Moscú, en la cual se decía textualmente que «con referencia a la aproximación del gobierno chileno a nosotros acerca del establecimiento de relaciones diplomáticas»[22], el candidato más probable para ocupar el puesto de embajador de Chile en la URSS era Héctor Arancibia Laso (que en el criptograma traducido del cirílico aparecía como Gektor Aransibiya Laso), de 58 años, «prominente miembro del Partido Radical, ala izquierda. Más de alguna vez ha dirigido campañas para la elección de presidentes en el Partido Radical. Varias veces diputado, senador y ministro. Actualmente es director de Caminos y Telégrafos. Su esposa es una activa funcionaria de una organización de mujeres. Por dos años, ambos han estado aprendiendo ruso. Arancibia mantiene muy buenas relaciones con los líderes del Partido Comunista, quienes apoyan su candidatura. Al mismo tiempo (tiene) conexión con el presidente Ríos».

La información consignaba además que la fuente de todo ello era un agente de chapa «Freg» o «Fregato», de identidad desconocida.

Otro detalle sorprendente es, ya en 1945, el que señala en forma muy vaga una conversación entre un representante de la compañía Coca-Cola (cuyo nombre en clave era «RO») y «Bob», Menaker, el agente de Midland y probablemente Fuller en Chile, luego de lo cual se explicita que una de estas lo mandaría de viaje a las «provincias», como llamaban en clave a los demás países de América Latina[23].

Los últimos mensajes que aparecen en la serie son uno de marzo de 1945[24], donde urgen a Casanova («Karlos») a encontrar un trabajo en Madrid, y otros dos de una fecha en que la guerra ya había terminado en el frente europeo. En uno de ellos se indica que «decidimos llevar a cabo la alternativa chilena. Indique si Luiza viajará a Chile con Arthur o no».

Ni «Luiza» ni «Arthur» fueron identificados en dicho momento, pero sí quedó registro de que en julio de 1945 se había llegado a un acuerdo para que este «entrara a Chile para obtener sus papeles en regla», y luego se mencionaba algo relativo a un viaje desde allí a Río.

Es altamente probable que todo fuera una maniobra para triangular una salida de «Arthur» de América Latina, eliminando los rastros de su origen. De hecho, el penúltimo punto del documento señala que «prohibimos categóricamente a Arthur el uso de escritura secreta como medio de comunicación».

Mucho después se sabría que «Arthur» era Iosif Romualdovich Grigulevich, que entre otras cosas había participado en el primer intento de homicidio en contra de León Trotsky en México[25].

«Arthur» tenía su base de operaciones en Buenos Aires y se estima que dirigió decenas de operaciones de inteligencia y sabotaje en todo el cono sur de América Latina, atacando en especial barcos que se sabía tenían Alemania como destino. Por cierto, el objetivo final de todos los esfuerzos del KGB estaba en definitiva dirigido a Estados Unidos, y Chile era un lugar que les parecía lo suficientemente alejado y tranquilo como para usarlo para dichos fines.

Curiosamente, muchos años después el SVR, sucesor del KGB, haría lo mismo. A fines de 2008 ingresó por Pudahuel un sujeto que portaba un pasaporte a nombre de «Andrei Semenev»[26], quien se reunió en Santiago con una mujer conocida como «Sandra», chapa de Olga Ivanova, quien se trasladaba a Chile desde 2003.

El sujeto, cuyo nombre real se cree que es Alexey Ivanov, consiguió documentación chilena, arrendó un departamento en Providencia y comenzó a vivir como chileno, lo que era parte de las instrucciones que poseía, pues tanto él como «Sandra» formaban parte de una red de espionaje que ya tenía a lo menos 10 agentes asentados en Estados Unidos, donde ellos también debían dirigirse luego de pasar algunos años en Chile, pues se estimaba que serían menos sospechosos de ese modo.

No obstante, a fines de 2010 el FBI detuvo a 10 integrantes de la red de espionaje, lo que le dio tiempo a Ivanov para huir de Chile, sin que se le volviera a encontrar el rastro, lo mismo que a «Sandra».

 

COBRE, AZÚCAR Y LA MADRE DEL CORDERO

 

Si Chile era un simple lugar de paso para los agentes del KGB, una Estación clandestina de la misma (como efectivamente se estableció en 1969), si fue simple casualidad que varios chilenos se integraran a dicha agencia, si captaron o no a Pablo Neruda y muchas otras cosas son interrogantes que probablemente nunca podrán ser respondidas, pero lo que quedaba claro para los norteamericanos, cuando pusieron en funcionamiento su Agencia Central de Inteligencia, que comenzó a trabajar oficialmente el 18 de septiembre de 1947[27], era que pese a su distancia, su escasa población y su esmirriada geografía, Chile era de algún modo importante para los soviéticos, y ese solo hecho —sumado, por cierto, a los intereses económicos norteamericanos, especialmente en la minería del cobre— justificaba la instalación de una Estación de la nueva agencia en Santiago.

Una prueba de ello es el hecho de que, aparte de los trabajos encubiertos clásicos, una de las principales misiones de la CIA es la prospectiva; es decir, el estudio de situaciones y la proyección de estas, para lo cual hoy en día incluso cuenta con una importante rama llamada Oficina Nacional de Estimaciones (O/NE, por sus siglas en inglés, de Office of National Estimates), que provee análisis periódicos sobre asuntos de importancia.

Por ello, no deja de ser llamativo que en plena Guerra Fría, muy poco después de la creación de la CIA, uno de los primeros estudios que hubiera realizado lo que más tarde sería la O/NE se titulara «Objetivos soviéticos en América Latina»[28], el cual fue confeccionado en conjunto con especialistas de inteligencia militar y del Departamento de Estado, y distribuido internamente el 1 de noviembre de 1947.

El reporte decía que «se ha estimado que las organizaciones comunistas no políticas en América Latina han procedido tan lejos y tan extensamente, que en el evento de una guerra con Estados Unidos, la URSS puede, solamente dando las órdenes necesarias, paralizar las economías de Chile y Cuba y así negar a Estados Unidos, al menos temporalmente, el cobre y azúcar».

También creían que bajo el mismo esquema, de nada más dar algunas instrucciones, la Unión Soviética podía evitar el flujo de otros materiales importantes desde América Latina a Estados Unidos y, además, precipitar crisis económicas en diversos países del continente, lo que demuestra el nivel de gravedad que creían tenían los partidos comunistas en el área, máxime porque —como se consigna en el mismo documento— el gobierno de Moscú «anticipa un conflicto inevitable con el mundo capitalista», contexto en el cual los países de América Latina no eran vistos por el Kremlin como aliados o fuentes de apoyo, sino que «el énfasis de la actividad soviética actual en el área reside en medidas calculadas para minar la fortaleza del que asumen será su futuro antagonista: Estados Unidos».

También es interesante que el primer documento operativo de la CIA propiamente tal y despachado sobre Chile, date ya de mediados de 1950[29]. Se trata de un reporte emanado desde Santiago, en el cual se relata una huelga en la antigua salitrera María Elena, actividad en la cual la CIA, de fuente desconocida, decía que la Policía de Investigaciones pensaba que existía una fuerte actividad comunista.

El documento, muy detallado, contenía los nombres completos de todos los líderes sindicales (Rigoberto Echeverría, Mario Mena, Enrique Salfate y Antonio Lagos) y los sindicaba como integrantes de las Juventudes Comunistas.

Un segundo documento sobre Chile es de febrero de 1953, y se refiere a una manifestación realizada por el Partido Comunista el 21 de diciembre de 1952. El texto decía que «todos los frentes-grupos comunistas en Chile que están organizados para promover relaciones con los países de la Cortina de Hierro, han sido instruidos para solicitar apoyo financiero o político para respaldar las actividades del comunista Frente del Pueblo»[30].

El informe detallaba todas las organizaciones que estaban detrás de ello y señalaba que quien encabezaba todo era Adelina Quezada. Además, daba cuenta de una manifestación realizada frente a la sede de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH), para protestar por la sentencia impuesta a los llamados «espías atómicos», el matrimonio estadounidense formado por Julius y Ethel Rosenberg, quienes fueron condenados a muerte por haber entregado secretos nucleares a la Unión Soviética.

De acuerdo a la información recopilada por la CIA, la manifestación había sido organizada por El Movimiento por la Libertad y los Derechos Humanos (MPLDH), al que calificaba de frente comunista. Además, se mencionaba que había sido distribuido un panfleto «titulado Programa del Frente del Pueblo, que fue publicado como material de apoyo a la campaña eleccionaria del candidato Salvador Allende» (refiriéndose a su primera candidatura presidencial, en 1952), además de otro titulado Luis Emilio Recabarren, que fue preparado por el comité de Educación de la Confederación de Trabajadores de Chile (CTCH)». También fueron repartidas copias del folleto «La vida y el trabajo en la Checoslovaquia Democrática Popular», junto a la revista Checoslovaquia de Hoy, que fueron enviados desde la Embajada checa en México y que fueron distribuidos afuera de la FECH por miembros de la CTCH. Junto a este material, la CIA dejó constancia de que se vendió un folleto llamado «La vida de un obrero en Hungría».

En los documentos desclasificados por la CIA aparece ese mismo 1953 un primer estudio prospectivo enteramente dedicado a Chile, un «NIE»(sigla de National Intelligence Estimate) que data de la época en que David Atlee Phillips se desempeñaba en la Estación de Santiago y que, al igual que el anterior, había sido redactado por la CIA, junto a la inteligencia del Ejército, la Marina, la Fuerza Aérea y el Departamento de Estado. El «problema» que abordaba el estudio, como enunciaba el primer subtítulo del NIE, era saber qué tan estable resultaría el segundo gobierno de Carlos Ibáñez del Campo, que había comenzado su presidencia el año anterior.

El texto aseveraba que la «situación presente y la tendencia en Chile son adversas a la moderación política y estabilidad», recordando el mal momento económico que se vivía y la inestabilidad ministerial, lo cual podía desembocar en una situación que a Estados Unidos le resultaba especialmente inconfortable: «En las circunstancias actuales, Ibáñez es capaz de controlar las actividades comunistas en Chile y probablemente continuará así. Sin embargo, un deterioro severo de la situación económica ayudará de gran modo a las capacidades comunistas de fomentar disturbios sindicales y desorden civil»[31].

El NIE recordaba además que «normalmente, Chile envía cerca de la mitad de sus exportaciones de cobre a Estados Unidos, o cerca del 20% del consumo de cobre de Estados Unidos». Allí residía lo que a juicio de la CIA era un gran problema, que explicita la mención en el texto anterior a las organizaciones comunistas no políticas: los sindicatos. «Los comunistas virtualmente controlan los sindicatos de trabajadores de los nitratos y minas de carbón. La mayor federación de trabajadores del cobre es anticomunista, pero de todos modos los comunistas controlan una minoría entre los trabajadores del cobre. Como el cobre está entrando ahora a una fase de pozos profundos, crecen las oportunidades para el sabotaje comunista. Los comunistas tienen alguna influencia en las federaciones de trabajadores marítimos y portuarios, pero actualmente no son fuertes en la federación de ferroviarios o en telecomunicaciones».

En el punto 33 quedaba asimismo en evidencia la preocupación más íntima de EE.UU., lo que ocurriría con dos de las grandes compañías que operaban en el mercado del cobre: Anaconda Copper Company (dueña de Chuquicamata y otros yacimientos) y Kennecott Corporation (en ese momento dueña de El Teniente y varios más), entre las cuales había surgido cierta «fricción» con el gobierno chileno, pues «las compañías sostienen que el gobierno les paga un precio injustamente bajo».

Además, se quejaban de que —a juicio de ellos— los impuestos que les cobraban eran «exorbitantes y discriminatorios». El informe también retrataba la posición chilena, según la cual Anaconda y Kennecott tenían solo gerentes norteamericanos, que eran «ofensivos» en sus tratos con el gobierno chileno, que no se había entrenado a ejecutivos nacionales para dichas posiciones y que había problemas sindicales no resueltos.

Se especulaba que «Ibañez preferirá maximizar las ganancias del gobierno de las empresas norteamericanas en Chile, sin proceder al extremo de la nacionalización», seguramente en referencia a la creación ese año —1953— del Ministerio de Minería.

El NIE, además, especulaba con la posibilidad de que Ibáñez muriera durante su mandato (asumió con 75 años y tendría 81 al finalizar, en 1958), caso en el cual, «según la Constitución chilena, es el ministro del Interior quien debe asumir las funciones del presidente, mientras se realiza una elección especial dentro de 60 días. El ministro del Interior es Osvaldo Koch, yerno de Ibáñez. Koch fue un activo nazi chileno antes y durante la Segunda Guerra Mundial».

En 1954, y tras el golpe en Guatemala orquestado por Phillips y compañía, la CIA envió un cable desde Santiago en el cual se relataban las reacciones políticas a ello, siendo ese el segundo documento de La Compañía donde se menciona a Salvador Allende, que en su calidad de senador había exigido una investigación sobre algunos ataques que se atribuían al Movimiento Anticomunista chileno[32].

 

EL ENEMIGO DE MI ENEMIGO

 

En las postrimerías de la Segunda Guerra Mundial, una de las actividades más criticadas de todas las emprendidas por Estados Unidos fue la contratación de ex oficiales nazis como agentes de inteligencia. En justicia, la CIA aún no existía cuando en 1945 estas actividades comenzaron a ser realizadas por la OSS, los CIC (los Cuerpos de Contrainteligencia del Ejército de Estados Unidos) y luego por el BND, el organismo de inteligencia de la Alemania Federal, a cargo del cual estaba el ex general nazi Reinhard Gehlen.

Uno de los casos de reclutamiento más famoso fue el ejecutado por los CIC en el caso del ex capitán de la Gestapo Klaus Barbie, quien quedó al mando de un grupo de inteligencia en Alemania, siendo protegido oficialmente por los CIC, pese a los requerimientos franceses en orden a arrestarlo por varios crímenes de guerra, luego de lo cual sus protectores lograron sacarlo de Europa con destino a Bolivia.

La OSS, por su parte, protegió la vida del también oficial de la Gestapo Walter Rauff (el creador de los «camiones de la muerte», que años más tarde se radicaría en Chile), a tal punto que cuando una turba estaba a punto de lincharlo, en medio de la derrota alemana, un equipo especial de la OSS y la inteligencia británica, «la Fuerza S» lo rescató a tiros desde el Hotel Regina, en Milán, donde funcionaba el cuartel de la Gestapo en Italia. «La Fuerza S» era dirigida por James Jesus Angleton, un legendario espía que, al crearse la CIA, pasaría a ser su director de Contrainteligencia.

El jefe de Angleton en «La Fuerza S» era otro espía cinematográfico, el aristócrata Allen Dulles, cabeza de la OSS en Berna (Suiza) y quien más tarde dirigiría la CIA. Dulles fue, durante la guerra, el oficial norteamericano a cargo de la «Operación Sunrise», por medio de la cual Walter Rauff y el general Karl Wolff rindieron las tropas alemanas en Italia (lo que explica la preocupación por protegerlos). Años más tarde, ya en la década de los sesenta y viviendo en Chile, Rauff sería reclutado por el BND, por recomendación de Allen Dulles[33].

No obstante todo lo anterior, uno de los pocos casos documentados donde la CIA fue quien contrató a un nazi como agente ocurrió en Chile, cuando se produjo un encuentro entre un agente de La Compañía y un ex nazi proveniente de otro ignoto rincón del mundo: Riga, la capital de Letonia. El ex seguidor de Hitler era Edgar Laipenieks, integrante de la Policía Política letona, quien, de acuerdo a un informe de la Oficina de Investigaciones Especiales (OSI, por su sigla en inglés) del Departamento de Justicia de EE.UU., filtrado el 2010 por el diario The New York Times[34], admitió haber «capturado cerca de 200 espías comunistas que posteriormente fueron muertos por otros o por él mismo».

Según el informe de la OSI, tras la guerra, Laipenieks fue detenido en Austria y condenado por un tribunal militar francés por contrabando de armas, luego de lo cual reapareció en 1947 en Santiago, donde comenzó a llevar una existencia bastante holgada, pues entre otras cosas matriculó a su hijo mayor, Juris, en el exclusivo colegio alemán de la capital. Al inicio de la década de los cincuenta, ya nacionalizado chileno, fue contratado por el Comité Olímpico de Chile (había sido un destacado atleta en su juventud, y en dicha calidad participó en los Juegos Olímpicos de Berlín, en 1936) y se convirtió en el entrenador de los equipos de atletas que representaron a Chile en las Olimpiadas de Helsinki, en 1952, y Melbourne, en 1956.

Dos años después fue captado por la CIA en Santiago, como agente de un programa específico llamado AEBALCONY, diseñado para utilizar deportistas de países bálticos como fachada para enviarlos a encuentros deportivos y lograr la captación de espías de esas nacionalidades o incluso conseguir la deserción de algunos de ellos hacia Estados Unidos.

La OSI señalaría al respecto que «entre 1958 y 1967, Laipeniks actuó ocasionalmente como observador para la CIA, ayudando a la agencia a identificar y desarrollar objetivos de interés en países del bloque comunista»[35].

Claro, la paranoia respecto de todo lo que oliera a marxismo era incontable. De 1958 data un extenso informe de la CIA, de más de 100 páginas, titulado «principales aspectos del socialismo en América Latina», de las cuales cerca de 30 estaban dedicadas a Chile, pero solo conocemos 2/3 de ellas, pues las páginas finales fueron tachadas por completo.

Lo que quedó es un recuento exhaustivo del Partido Socialista chileno[36], desde la fusión en 1957 entre el Partido Socialista Popular (PSP) y el Partido Socialista de Chile, hasta la cantidad de representantes que poseía en el Parlamento hacia, su rol en el Frente Amplio Popular (FRAP), la designación de Allende como candidato presidencial por esa coalición, los disidentes e incluso breves biografías de los principales líderes de aquel entonces, como Salomón Corvalán (el medio hermano del comunista Luis Corvalán), Tomás Chadwick (de quien los analistas decían que «posee una fortuna personal y pertenece a una de las familias aristocráticas chilenas»), Raúl Ampuero, Víctor Mena, Eduardo Ossorio, Julio César Jobet, José Tohá y Clodomiro Almeyda.

El reporte especifica asimismo que el PS «clama ser un partido marxista-leninista», cuyos líderes aceptaban la teoría de la lucha de clases y la dictadura del proletariado, y alegaban que Chile era apoyado por el imperialismo de Estados Unidos y que debía desaparecer la Organización de Estados Americanos (OEA)[37]. Asimismo, según la CIA, «su ideología y objetivos básicos son virtualmente indistinguibles de los de los comunistas».

 

CABEZA DE PLAYA

 

Si en 1947 la CIA ya observaba con preocupación el despliegue del comunismo en América Latina, a principios de 1960 —luego de que a inicios de 1959 Fidel Castro y sus barbudos derrocaran a Fulgencio Batista— lo anterior se transformó en obsesión, no sin algún grado de razón desde el punto de vista de EE.UU., pues a partir de lo obrado por el M-26, el grupo liderado por Castro, se generó una verdadera cabeza de playa marxista a 90 kilómetros de Miami.

Ciertamente, los esfuerzos estadounidenses por evitar gobiernos marxistas en América venían ya de un buen tiempo antes, y el mejor ejemplo era Guatemala. No obstante, lo que ocurría en Cuba era de otro calado. Ya lo decía el NIE-16, de 1947: el azúcar que EE.UU. consumía venía de allí, de un lugar ubicado a 30 minutos de vuelo en avión. Eso sin olvidar, además, que la mafia había instalado la mayoría de sus casinos y prostíbulos allí.

Las cosas estuvieron a punto de irse a las manos en octubre de 1962, mes en el cual Estados Unidos y la URSS quedaron al borde de la guerra nuclear a consecuencia de la crisis de los misiles en Cuba, el descubrimiento por parte de aviones espías U-2 de la CIA, de nidos de armas nucleares en diversos emplazamientos de la isla.

Un reporte Top Secret del 26 de octubre mostraba un mapa de Cuba con los complejos en los cuales —según la CIA— estaban levantándose los silos: en San Cristóbal, en Guanajay, en Sagua La Grande y en Remedios. El mismo informe precisaba que los dos silos de San Cristóbal deberían estar operativos ese mismo día y estimaba que el costo de la inversión soviética en las armas en Cuba rondaba entre 750 millones y el billón de dólares.

El texto también relataba el viaje de los barcos que llevaban piezas (y que fueron objeto de un bloqueo naval por parte de EE.UU., eufemísticamente llamado «cuarentena») y además incluía una suerte de briefing de lo que estaba sucediendo en el mundo al respecto: «El aspirante presidencial socialista de Chile, Salvador Allende, está muy poco feliz sobre los efectos del bloqueo en la política chilena, porque cree que la firme posición de Estados Unidos ha cambiado el ánimo contra su coalición izquierdista, FRAP. Las opciones de Allende para ser electo en 1964 han sido consideradas buenas, pero su actitud pro Castro quizá le juegue en contra ahora», relataba el paper[38].

Y ciertamente, las posibilidades de Allende en 1964 comenzaban a empañarse no solo por su amistad con Castro, sino por el trabajo de la CIA. El Informe Hinchey[39] detalla que en abril de 1962 el Grupo Especial del Panel 5412, el organismo encargado de las operaciones encubiertas al interior del Comité de Seguridad Nacional (National Security Council, en inglés) de la Casa Blanca, por aquel entonces regentada por el demócrata John F. Kennedy, «aprobó una propuesta para llevar a cabo un programa de ayuda encubierta al Partido Demócrata Cristiano (PDC), en sustento de la candidatura presidencial de Eduardo Frei, en 1964».

Luego comenzaron las acciones de propaganda, las ayudas económicas directas y otras acciones que prácticamente no se conocen, debido a que Estados Unidos nunca las ha desclasificado. Pese a ello, se conocen los nombres de algunos de los agentes de la CIA que estuvieron en Santiago a principios de los años sesenta: Nicolás Lenderis, Arthur Raymond Day, Rudolph Gómez, Harry Miller y Richard Wheeler, entre otros[40].

Junto a esos datos sobrevivió a los censores un NIE del 3 de octubre de 1963; es decir, emitido 50 días antes del homicidio de John Kennedy[41]. El documento, mucho más extenso que los anteriores (posee 33 páginas) se aboca al «problema» de las elecciones presidenciales de septiembre de 1964, donde se enfrentarían el DC Eduardo Frei Montalva, el derechista Julio Durán y el socialista Salvador Allende, candidato del FRAP.

El texto era lapidario. Decía que existía un declive económico debido al cual la mitad de la población chilena estaba mal vestida, mal alimentada y en malas condiciones de vivienda y «consecuentemente, el incremento del descontento popular ha llevado a una sostenida tendencia de izquierda. En la elección de 1958, Salvador Allende, el nominado del FRAP, perdió la elección porque un candidato menor le restó una pequeña parte del voto de izquierda» decía el documento, haciendo referencia al «cura de Catapilco», el sacerdote Antonio Zamorano, que se llevó el 3,3% de los votos de dicha contienda, sufragios de izquierda con los cuales Allende le habría ganado a Alessandri.

Aun así, los norteamericanos estimaban que «la candidatura de Allende parece menos peligrosa que en 1958», principalmente porque muchos votos de izquierda serían captados por la DC. En su retrato del país señalaban que «la clase alta —grandes terratenientes, magnates industriales y comerciales— conforma el patrón de consumo más conspicuo de América Latina. Son capaces de mantener su estilo de vida, en parte, debido a la evasión de impuestos. Estos magnates tienen que compartir su poder político con una clase media rápidamente creciente, una de las más grandes de América Latina, cerca del 40% de la población».

Sobre la elección de 1964 destacaban que si bien Julio Durán era el candidato de la derecha, el que alguna vez hubiera sido masón sacaba de quicio a los conservadores. De Allende decían que «había adoptado una línea fuertemente pro Castro y prosoviética. Algunos de sus seguidores socialistas son más vehementemente revolucionarios que los comunistas». Asimismo, reconocían que «Allende es una figura política establecida, con un prestigio personal considerable». En cuanto a Frei, lo calificaban como «una bien conocida y atractiva personalidad».

En las consideraciones económicas, el NIE explicaba que además de la creciente inflación, el principal problema era la agricultura: «Una gran proporción de las mejores tierras agrícolas en Chile está organizada en grandes propiedades; mucha de ella está subutilizada».

Igualmente, se precisaba el nivel de injerencia económica que tenía Estados Unidos: «Las inversiones privadas de EE. UU. (estimadas en 800 millones de dólares) suman el 70% de todas las inversiones extranjeras en Chile. La inversión de Estados Unidos se localiza principalmente en minería y bienes públicos, actividades en las cuales el capital extranjero es particularmente vulnerable al ataque en América Latina», agregando que las compañías mineras se encontraban «amenazadas por propuestas de nacionalización y sujetas a un tratamiento discriminatorio» y que «hay acuerdo en todo el espectro político, desde comunistas a conservadores, de que debe hacerse que las compañías cupríferas contribuyan más a Chile».

Sobre el futuro político, especulaban que si Allende perdía, quizás abandonaría la vía pacífica «y buscaría fomentar la revolución proletaria en Chile», y por primera vez se preocupaban en forma abierta de la Iglesia católica chilena, a la cual tildaban de extremadamente conservadora, salvo por un hecho que había ocurrido en septiembre de 1962, cuando se produjo «un revolucionario cambio de actitud en la Iglesia en Chile, marcado por la emisión de una carta pastoral en la cual la jerarquía, liderada por el cardenal Silva Henríquez, citaba la pobreza y angustia de las clases bajas, acusando a las clases adineradas con una gran responsabilidad en estas condiciones, y llamando a una reforma genuina de la estructura social»[42].

Cabe mencionar que el Informe Church[43] también intentó penetrar en las acciones ejecutadas entre 1963 y 1968 por la CIA en Chile, y si bien estableció, por ejemplo, que la DC recibió más de 2,6 millones de dólares para apoyar a Eduardo Frei Montalva (sin su conocimiento, según el reporte) antes de las elecciones de 1964, se enfoca con mayor fuerza en los eventos ocurridos entre 1970 y 1973, lo que parece lógico a la luz del desenlace que estos tuvieron, por lo cual existen pocos antecedentes de lo acaecido anteriormente.

Sin embargo, arroja algunos datos interesantes, por ejemplo, que desde 1953 la CIA subsidió (no se detalla si en forma personal o mediante transferencias bancarias, vales vista u otros mecanismos) «agencias cablegráficas, revistas escritas para círculos intelectuales y un semanario de derecha». De hecho, el mismo informe detalla que «de un total de treinta y tantos proyectos de acción clandestina implementados por la CIA en Chile entre 1961 y 1974, aproximadamente media docena tuvo como ingrediente principal la propaganda».

A mayor abundamiento, existe un recuadro en el mismo informe, que precisa los montos totales invertidos por EE.UU. en Chile, en operaciones encubiertas, entre 1963 y 1973. Solo en propaganda «para elecciones y otros apoyos a partidos políticos», el total fue de 8 millones de dólares. En «elaboración y distribución de propaganda y apoyo de medios de comunicación» fueron 4,3 millones. En «campañas de influencia en instituciones chilenas», el apoyo fue de 900 mil dólares, y «en promoción del golpe militar», 200 mil.

Otro de los pocos documentos de esa época que han sido desclasificados es un cable de la CIA sobre la elección complementaria en Curicó, en 1964 («el naranjazo») y los dichos al respecto de Manuel Cantero Prado, secretario del Partido Comunista, quien arengó a varios líderes del PC diciendo que luego de lo ocurrido en esa ciudad, la campaña de Allende «ha crecido por sobre las fuerzas reaccionarias», indicando también que «el imperialismo está haciendo ahora todo lo que puede para evitar que Allende gane las elecciones». Cantero también aseveró que «hay derechistas chilenos, así como personas de la Embajada americana, que creen que si no es posible derrotar a Allende por medios electorales… entonces se debe proponer un golpe de Estado»[44].

También pervive, como último documento desclasificado de esta serie, un informe de 315 páginas sobre los partidos comunistas en América Latina, de 1965, en el cual, al igual que en el relativo al de los socialistas, se cuenta la historia completa del PC chileno desde su fundación por Luis Emilio Recabarren hasta su alianza con Gabriel González Videla, la ruptura con este y la «Ley maldita», hasta su posterior integración al FRAP. El texto citaba declaraciones del secretario general del PC, Luis Corvalán, al diario Pravda de Moscú, y consignaba la simpatía de los comunistas chilenos por Fidel Castro. También quedaba constancia allí de las divisiones internas: por un lado, estaban los espartaquistas (que apoyaban a los chinos en su disputa con la URSS) y, por otro, la Vanguardia Revolucionaria Marxista (VRM), que sería uno de los grupos que justo por esas fechas daban nacimiento al MIR.

Había también una detalladísima lista de todos los parlamentarios y dirigentes del comité central, del secretariado, de la comisión política, de la comisión de trabajo, etc., pero, al igual como ocurría con el texto del PS, hay una gran cantidad de páginas borradas en su totalidad, que impiden saber qué más había averiguado la CIA al respecto[45].

En síntesis, para nadie es un misterio la intervención norteamericana en Chile, cuya cúspide fue el golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973. Allí están los informes Church y Hinchey, las cintas de audio de las conversaciones registradas en el interior de la Oficina Oval, cuando el inquilino de turno era Richard Milhous Nixon, y los múltiples libros y reportajes que dan cuenta del pánico que vivían Nixon y Henry Kissinger ante la posibilidad de que Chile se convirtiera en el primer país del mundo en contar con un gobierno de signo marxista democráticamente electo, algo que no permitirían porque en el esquema de Guerra Fría que se vivía en aquellos años, en 1967 había ocurrido un evento importantísimo para Estados Unidos, dentro de dicha lógica.

Ya a fines de 1966, la CIA estaba enterada[46] de que el ex ministro del gobierno cubano, el argentino Ernesto «Che» Guevara, se encontraba levantando una guerrilla (el Ejército de Liberación Nacional, ELN) en Bolivia, país que Estados Unidos siempre sospechó que podía convertirse en un escenario de algo semejante, razón por la cual desde dos años antes entrenaban en la selva de ese país a al menos 30 miembros del Ejército de EE.UU., lo que según un telegrama de la Embajada de dicho país en Santiago[47], ponía muy nerviosos a los chilenos, pues «son muy sensibles al tema de la preparación militar de los países vecinos».

En octubre de 1967, lo que ocurrió es historia conocida: los rangers (fuerzas especiales del Ejército boliviano) finalmente dieron con Guevara y, asistidos por un oficial de la CIA, Félix Rodríguez, asesinaron al guerrillero y le cortaron las manos. Los primeros detalles acerca de todo ello los reportó desde Ñancahuzú el periodista chileno del diario El Siglo (propiedad del Partido Comunista) Eduardo Labarca Goddard, quien dio a conocer la identidad de Rodríguez y luego incluso entrevistó a los boinas verdes norteamericanos que habían entrenado a los rangers.

Lo ocurrido fue un durísimo golpe a la teoría del foquismo guerrillero en América Latina, a Fidel Castro, a Cuba y a la revolución en general, pues además los sobrevivientes debieron huir con los rangers pisándoles los talones. Varios de ellos lograron llegar a Iquique, en febrero de 1968, y ahí los tomó bajo su protección Salvador Allende, quien logró que los embarcaran a Tahití, con el fin de ser enviados a Francia.

Más allá de las celebraciones en Langley tras el homicidio de Guevara, lo que quedaba era algo mucho más profundo, lo que fue sintetizado en un extenso informe confeccionado por la Estación de La Compañía en Caracas a fines de 1967, en la cual se argumentaba[48] que «la interferencia cubana en América Latina se está autoderrotando, porque no toma en consideración las diferentes circunstancias de cada país», aludiendo al desinterés generalizado del PC boliviano y de los bolivianos en general por hacer la revolución que —creía Guevara— todos ansiaban en extremo. Lo anterior, decía el informe, «refleja que la experiencia revolucionaria cubana no es aplicable al resto de América Latina» y que «la política de Fidel Castro de exportar la revolución violenta a América Latina se basa en fantasía no en la realidad».

Por si alguno de los destinatarios del reporte no lo había entendido bien, el redactor del mismo lo dejaba aún más claro: «Hoy, la revolución no es posible en parte alguna de América Latina, porque no existen las condiciones necesarias».

En otras palabras, la CIA podía estar tranquila respecto de la implantación violenta del marxismo en el continente. Lo de Bolivia había sido su éxito más rotundo, pero —como apuntaba el paper emitido desde Venezuela— en diferentes países, especialmente en Perú, amén de algunos intentos en Argentina y México, no habían tenido éxito los intentos por reeditar lo logrado por Castro y su pequeño ejército de barbudos.

Por ende, la preocupación, el foco principal de los desvelos de Langley, dejaría de ser la guerrilla (lo que nunca descuidaron, por cierto), para dirigirse hacia la única otra posibilidad de toma del poder que el marxismo podía intentar en el continente: conseguirlo legítimamente.
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Por la razón o la fuerza











 

Los analistas de la CIA sabían desde muy temprano, en 1970, que el eventual triunfo de Salvador Allende estaba a la vuelta de la esquina. Como ya está relatado, lo mismo temieron seis años antes, cuando realizaron la operación por medio de la cual la Democracia Cristiana percibió casi la mitad del dinero que requirió para llevar a la presidencia a Eduardo Frei Montalva, en la cual tuvo una importante actuación el agente de la CIA conocido solo por su seudónimo de «general Walker», quien «había actuado en este país (Chile) como jefe de operaciones de la CIA durante los últimos meses de la campaña electoral que dio el triunfo a Frei en septiembre de 1964. Antes de eso estuvo en Brasil, donde su diligente desempeño contribuyó al derrocamiento del presidente João Goulart»[49].

Sin embargo, a inicios de 1968, y a dos años de las elecciones donde se decidiría la sucesión de Frei, los especialistas en guerra política de Langley veían como un hecho casi irreversible el que Chile cayera democráticamente en manos del marxismo, y para evitarlo contaban con una eficiente cadena de propaganda anticomunista que alcanzaba ya a 126 radioemisoras en Chile, que diseminaban noticias y editoriales en «los principales centros urbanos y provincias de Chile»[50].

Del mismo modo, el avisaje buscaba «frenar las crecientes tendencias radicales entre la población chilena y, más específicamente, crear tensiones entre el gobierno y la representación del bloque soviético en Chile», el cual, aseguraba la CIA, se corporizaba en el 29% de votación que poseía el FRAP, que para la agencia de inteligencia era «la mayor amenaza para la seguridad interna» de Chile.

La propaganda, por cierto, no era solamente radial. Un informe confeccionado en Washington[51] detallaba que la idea era «influenciar a la opinión pública, especialmente a la clase dirigente y a los líderes de opinión, a través de la diseminación de propaganda anticomunista/prodemocrática, a ser diseminada a través de todos los instrumentos de medios masivos: radio, televisión, revistas y diarios».

El dinero comenzó a fluir hacia otros lados también. El 20 de marzo de 1968 quedaba en evidencia que «la agencia ha estado proveyendo apoyo financiero que promedia (borrado) anualmente, a elementos moderados dentro del Partido Radical, por los últimos cinco años»[52].

Henry Kissinger era el hombre que estaba detrás de dicha maniobra. Recién nombrado como asesor de asuntos de seguridad nacional (hacia fines de 1968), era parte también del llamado Comité 303, el equipo sucesor del Grupo Especial del Panel 5412, que luego cambió su denominación, hacia 1970, a Comité de los 40. ¿Su rol? Las operaciones encubiertas, que implicaban dinero y la acción de la CIA, a la vez que una decisión política respecto de dónde actuar, cuándo, cómo y con qué fondos, los que en su mayoría provenían del National Security Council, el Consejo de Seguridad Nacional de EE.UU., y al cual pertenecía de algún modo el Comité de los 40.

Una de las primeras acciones de Kissinger en su nuevo cargo[53] fue pedirle al director de la CIA que le enviara un resumen privado, a principios de enero (de 1969), «de las actividades sensibles del Comité 303, que posean un potencial de agitación» respecto de Chile.

En otras palabras, estaba buscando identificar brechas a través de las cuales intervenir, y por ello se le enviaban religiosamente todos los reportes de hechos que causaban conmoción en Chile, como sucedió con los disturbios ocurridos el 8 y el 9 de marzo de 1969, que terminaron pasando a la historia como la matanza de la Pampa Irigoin (Puerto Montt) debido a la muerte de 10 pobladores a manos del entonces Grupo Móvil de Carabineros de Concepción[54], que había sido enviado a desalojar una toma de terrenos.

Una fuente de los estadounidenses, cuyo nombre fue borrado, dijo a la CIA[55] que la responsabilidad primaria de lo ocurrido era del entonces presidente Frei, entre otras cosas porque «ha sido renuente a relevar al intendente Bartolomé Palacios, que ha sido objeto de una serie de quejas».

No obstante, para los redactores del texto había alguien más importante en el cuadro: «Antes de los hechos del 8-9 hubo siete invasiones de propiedad privada y con la ayuda del senador socialista Salvador Allende se había forzado al gobierno a comprometerse con todas ellas», indica el documento, cuya última parte no se entiende bien, aunque es claro que atribuían algún grado de responsabilidad al entonces senador.

Según la CIA, los cerca de 400 pobladores habían planificado las tomas «en una forma militar, usando mapas y bocetos de planes tácticos». De acuerdo a ese reporte, «cuando los pobladores invadieron la tierra en el incidente del 8-9 de marzo (borrado) les ordenó que dejaran despejada una depresión en el plano y el acceso desde el camino público. Cuando los carabineros llegaron el 9 de marzo a expulsar a los invasores, entraron al hoyo y se vieron rodeados por camorristas armados y entrenados, ubicados en el suelo elevado. Los carabineros debieron luchar para salir de allí»[56].

 

«ES DIFÍCIL IMAGINARSE UN CANDIDATO MÁS ANTIPÁTICO»

 

En 1969, la O/NE emitió dos análisis sobre Chile que están desclasificados. El primero de ellos data del 28 de enero y se refiere a la elección parlamentaria de marzo de ese año. Comenzaba alabando a la administración Frei, por su estabilidad política, pero argumentaba que no había podido controlar la inflación. Decía que las parlamentarias serían un adelanto de las presidenciales del año siguiente y acertaba al señalar que «incluso si un candidato apoyado por los comunistas gana en 1970, no creemos que las Fuerzas Armadas chilenas podrían intervenir»[57], agregando que solo lo harían si las instituciones chilenas, «particularmente ellas mismas», se vieran amenazadas.

Calculaban además que cualquiera que sucediera a Frei «sería menos cooperador con Estados Unidos». Por cierto, tenían claro que sí o sí serían nacionalizadas definitivamente las grandes compañías norteamericanas y se mostraban totalmente de acuerdo con la chilenización del cobre puesta en marcha por Frei, gracias a la cual se garantizaban nuevas inversiones y se establecía un programa de indemnizaciones por parte del gobierno de Estados Unidos, en el caso de expropiaciones sin compensación.

Respecto de las presidenciales, los analistas de la CIA mostraban su nivel de información vaticinando que «lo de 1970 será una carrera de tres hombres, en la cual no habrá una mayoría nítida, y la decisión final será tomada por el Congreso chileno».

El segundo informe predictivo está fechado el 23 de julio de 1969, y se trata de un reporte de 18 páginas, que analiza de lleno las posibilidades para las presidenciales de 1970 y que lleva un título casi periodístico: «Políticas presidenciales en Chile: ¿Esperando a don Jorge?»[58].

El reporte comenzaba analizando esos dos Chile que se enfrentaban en lo ideológico, aquel que «incluyendo a un significativo grupo de partidarios de Frei, quiere más velocidad y énfasis en la revolución», y el otro que «gravita en torno a (Jorge) Alessandri y quiere apuntar a la libertad».

Luego, quien lo escribió apuntaba que «Chile ha representado siempre una especie de paradoja. Es famoso por sus instituciones democráticas, su estabilidad política y sus militares apolíticos. Sus partidos están ideológicamente basados en aquellos similares que existen en Europa, más que en los personalismos que abundan en la mayoría de los países de América Latina».

Pese a los adjetivos, ponía el acento en males evidentes, entre ellos la distribución de la tierra: «Los ingresos per cápita que permanecen inequitativos, la productividad agrícola que permanece baja y la inflación aún crónica».

Todo ello, aseveraba la O/NE, llevaba a que «los chilenos se hayan puesto cada vez más impacientes con estas condiciones y a que el electorado haya girado en forma estable hacia la izquierda».

Sobre Alessandri, los hombres de la CIA recalcaban los éxitos económicos de su primer gobierno, pero sabían a la perfección que era muy difícil que ganara de nuevo, no solo por su elevada edad (73 años), sino porque «es difícil imaginarse también un candidato más antipático»[59].

Citando a un apócrifo biógrafo de Alessandri, decían que «su testadurez y engreimiento se compensan con su sobriedad y austeridad», pero tenían claro que ello no lo ayudaría a ganar una elección, ni tampoco su eslogan de «cosismo», que los norteamericanos explicaban como «la habilidad de conseguir algo».

De todos modos, los autores del reporte tenían una visión menos catastrófica del futuro de Chile que la gente del Comité 303, pues creían que era difícil que la izquierda llegara al poder, básicamente por las divisiones internas.

Estas tenían que ver con las diferencias ideológicas entre los Partidos Comunista y Socialista, además del MAPU (Movimiento de Acción Popular Unitaria), así como con «un pequeño y lejano grupo terrorista de izquierda, el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) y la ligazón de los socialistas a este».

Lo anterior, en todo caso, no significaba que no estuvieran vigilantes de ello, así como estaban preocupados en forma permanente de todo lo que tuviera que ver con las tres principales empresas de EE.UU. en Chile: Anaconda, Kennecott y la International Telephone & Telegraph Company, ITT.

Es por ello que parte importante del trabajo de los agentes de la CIA en Santiago era cubrir operativamente cualquier hecho vinculado a esos temas, lo que se refleja en un cable relativo a una multitudinaria marcha realizada en Santiago (en el paseo Bulnes) el 12 de septiembre de 1969, cuyo objetivo era pedir la nacionalización del cobre.

En el texto, enviado directamente al director de la CIA[60], se detallaba que gracias a los carteles de los manifestantes era posible detectar militantes del Partido Comunista (los que constituían la mayoría), del MAPU y del Partido Socialista, así como una mínima cantidad de personas afiliadas a la CUT y unos pocos integrantes de las juventudes radicales, juventudes demócrata cristianas, del movimiento Iglesia Joven, así como «elementos del MIR en la marcha, que no hicieron pública su presencia en la marcha ni intentaron provocar incidentes».

»Los manifestantes, mayormente estudiantes y elementos jóvenes, fueron obviamente capturados por el fervor revolucionario del momento», decía el texto, que describía la presencia de cientos de banderas norvietnamitas y cubanas, imágenes de Ho Chi Minh, del Che Guevara e Inti Peredo[61] y cánticos «antiimperialistas y antigubernamentales».

 

PINOCHET Y PRATS EN EL OJO DE LA CIA

 

Otro de los frentes de preocupación de la CIA eran los movimientos militares. Aquello de la apoliticidad a que se hacía referencia en las estimaciones de la O/NE quedaba prácticamente anulado con un documento del 23 de septiembre de 1969, que se refería a la sublevación militar que comandaría casi un mes después el general Roberto Viaux, comandante en jefe de la Primera División del Ejército (con asiento en Antofagasta), solicitando mejoras salariales y de condiciones para el personal y los oficiales.

Obviamente, los agentes de la CIA en Chile estaban al tanto de que dicho movimiento se produciría y, en este caso, resulta lógico suponer que existieron documentos de la CIA previos y posteriores al de septiembre del 69, pero también es evidente que no fueron liberados. Por fortuna, el que sí se consideró que no vulneraba ninguna de las estipulaciones de la Ley FOIA[62], contiene la primera mención que se puede encontrar en los documentos desclasificados, respecto de Augusto Pinochet y Carlos Prats.

En el cable[63] se menciona que alguien había dicho a la CIA que «el general Augusto Pinochet Ugarte, nacido el 15 de noviembre de 1915, comandante en jefe de la VI División, con base en Iquique, (está) involucrado con el general Roberto Viaux Marambio».

También aparecen allí los generales José Larraín Cuevas y «el general Carlos Prats González, con base en Concepción, probablemente el comandante de campo más altamente respetado de Chile, también ha sido contactado, pero aún no se ha comprometido a unirse».

Asimismo, se relataba que el coronel Eduardo Esquivel Padilla, del regimiento Cazadores de Valdivia, «en numerosas ocasiones, en presencia de testigos americanos, ha vociferado su fuerte disgusto con el régimen».

El reporte indicaba también que el gobierno chileno y los líderes militares «se asustarían» con el movimiento encabezado por Viaux y que alguien, cuyo nombre fue borrado, consideraba que el entonces coronel Herman Brady sería «un oficial clave a observar. Graduado número uno en la Academia de Guerra, recientemente regresó del Colegio Interamericano de Defensa, donde sirvió como instructor. Mantiene posición de jefe de inteligencia».

El informe terminaba diciendo que «sorprendentemente, un gran número de oficiales clave están preparados para asumir un movimiento extraconstitucional».

Y no fue así. El 21 de octubre de 1969, el general Viaux se tomaba el control del regimiento Tacna (ubicado en las inmediaciones del Parque O’Higgins), luego que 19 días antes enviara una larga carta al presidente Frei, en la cual denunciaba la falta de medios que aquejaba al Ejército.

Según Viaux relataría en 1972, todo lo acontecido en el llamado «Tacnazo» ocurrió debido a su pase a retiro, el día anterior y en forma «totalmente espontánea, sin preparación alguna y fruto de la situación angustiosa que se vivía y que, con una ceguera suicida, el alto mando se negaba a ver»[64], todo lo que se desmiente rotundamente por el documento de la CIA, que demuestra que la asonada se venía preparando con anticipación.

Incluso, parece que alguien de la misma agencia se jactó de ello, pues otro documento de La Compañía[65] señalaba que en una radio de La Habana se había captado a un comentarista que, hablando acerca del «Tacnazo», «citaba un reporte de un vocero de la Agencia Central de Inteligencia diciendo que esta sabía acerca del motín con seis semanas de adelanto».

De acuerdo a la CIA, un total de 180 oficiales terminaron arrestados, incluyendo a Viaux (aunque rápidamente quedó en libertad bajo fianza). Además, hubo dos importantes consecuencias: renunciaron a su cargo el ministro de Defensa, Tulio Marambio, y el comandante en jefe del Ejército, el general Sergio Castillo. En su reemplazo, asumió René Schneider.

Frei no dejaría pasar un nuevo movimiento de este tipo. El 25 de marzo de 1970, la Estación Santiago de la CIA informaba a Washington que un importante número de militares había sido detenido[66], «en conexión con un posible intento de golpe».

«El presidente Eduardo Frei, el general Vicente Huerta (cabeza de los Carabineros), el ministro del Interior, Patricio Rojas, y Luis Jaspard (director general de Investigaciones) saben desde hace un mes que un golpe militar se estaba preparando. Ellos poseen evidencia firme de que el general (r) Horacio Gamboa, anterior jefe de la Guarnición de Santiago, estaba encabezando esta conspiración y estaba en contacto con el general (r) Roberto Viaux, cabecilla del «Tacnazo» de octubre. Viaux estaba dando apoyo moral al movimiento y esperando que lo llamaran a comandar las Fuerzas Armadas chilenas», fue parte de lo que se informó a Washington.

De acuerdo a la información recopilada por la CIA, junto a Gamboa estaba implicado el también general retirado Héctor Martínez. El 23 o 24 de marzo ambos habían emitido una proclama en la cual nombraban a Viaux como comandante en jefe, producto de lo cual de 12 a 14 militares del regimiento Yungay de San Felipe fueron arrestados.

Según detallaban los norteamericanos, Viaux estaba en cama, producto de un accidente automovilístico reciente, y al momento de redactar su informe, la casa del ex militar se encontraba rodeada por cincuenta efectivos del Grupo Móvil de Carabineros e igual número de detectives de la Policía de Investigaciones.

Cabe hacer presente que los agentes de la Defense Intelligence Agency (DIA) en Santiago habían despachado el 5 de marzo un cable[67] titulado «Rumores de golpe al máximo», en el cual relataban el pensamiento del general Carlos Guerraty Villalobos, entonces comandante en jefe de la FACH, del cual contaban —a través de los dichos de un tercero— que este había señalado enfáticamente y agitando las manos que «la situación entre los militares y los políticos había llegado a un punto en el cual podía producirse un golpe militar en cualquier momento».

En otra parte de la conversación, según la DIA, «declaró que el descontento era tan amplio que casi cualquiera podría hacer estallar un levantamiento. Declaró que él mismo podía decir la palabra que pondría inmediatamente a la Fuerza Aérea en una gran revuelta». El RO (Reporting Officer; es decir, el oficial que reporta) comentaba en el paper que le causaban incredulidad los dichos que se atribuían a Guerraty, debido a la fama de apolítico que tenía el aviador, y agregaba que «es sabido que el gobierno de Chile planta historias que pueden llevar a creer que un golpe se está gestando entre los militares».

Pese a ello, lo que quedó en claro luego de las dos asonadas fue que en ninguna de ellas se había visto implicado objetivamente personal de Carabineros, la Marina o la Fuerza Aérea, pero era evidente que el ambiente, que ya estaba caldeado, subía a cada minuto su temperatura en las demás ramas de las Fuerzas Armadas.

 

OPERACIONES «DE RUINA»

 

En Washington ya estaban tomando las medidas del caso para capitalizar aquello. Del 25 de marzo de 1970 data la reunión del Comité de los 40 en la cual, según el Informe Church, se aprobaron las operaciones de «ruina» en contra de Chile, con el fin de impedir un eventual triunfo de Salvador Allende en las elecciones presidenciales que se realizarían el 4 de septiembre.

De ello, lo único que queda en los anales públicos de la CIA es un extracto[68] de un memorándum de dicha reunión, que detalla que además de Henry Kissinger, también estaba presente Thomas Karamessines, que unos meses más tarde asumiría como director de operaciones de la CIA, así como William Broe, un ex agente del FBI que se había unido en 1948 a la CIA y en ese momento era director de la División Hemisferio Occidental (WHD) y, por ende, contacto directo con el jefe de la Estación de la CIA en Santiago, Henry Hecksher.

Broe explicó a los presentes las diferencias entre Jorge Alessandri, Radomiro Tomic, candidato de la DC, y el recientemente anunciado candidato de la izquierda, el senador Salvador Allende. Según Broe, Estados Unidos no debía dar soporte directo a ninguno de ellos, por lo cual «el esfuerzo clandestino debe confirmarse a operaciones de ruina contra el frente electoral de la Unidad Popular (UP), una coalición de comunistas, socialistas e izquierdistas que apoya a Allende».

Pese a ello, también quedó constancia de que el embajador en Chile, Edward Korry, junto con Hecksher, «quizá recomienden acciones adicionales, posiblemente incluso apoyo directo a un candidato».

Menos de un mes después, alguien de la CIA tuvo una conversación con un integrante del Partido Comunista, en la cual este dijo que «el Partido planea doblar el número de individuos que sirven en sus unidades de autodefensa»[69]. Según el informante, había entre 800 a mil individuos en estos grupos y la determinación se había tomado debido a los ataques que habían sufrido diversas instalaciones del PC por parte de una organización anticomunista llamada GRACO (Grupo Anticomunista), respecto de la cual la CIA mencionaba que «no existe una confirmación independiente de que exista». Asimismo, se dejaba constancia que los integrantes de las autodefensas no solo iban a proteger las propiedades del PC, sino que también «van a servir como guardaespaldas para ciertos líderes del PC. Serán armados con pistolas y otras armas de puño».

Korry ya estaba trabajando directamente en su propio cronograma. El 23 de abril se reunió con el dirigente DC Gabriel Valdés, canciller en ese momento, quien le dijo que veía «una conspicua falta de preocupación» de Estados Unidos frente a un posible triunfo de Allende. Según la CIA, «el embajador lo negó y le preguntó a Valdés si su apreciación implicaba que Estados Unidos debía intervenir para asegurar una derrota de Allende ahora. Valdés no hizo comentarios»[70].

Y Estados Unidos tenía motivos para creer en un posible triunfo, pues uno de los principales problemas que se achacaba al PS, su cercanía con el MIR, parecía quedar resuelto con un acuerdo que —de acuerdo a alguna de las fuentes de la CIA— se había realizado dos semanas antes[71], «destinado a asegurar que el MIR no ejecutará acciones terroristas durante el resto de la campaña presidencial que termina con la elección el 4 de septiembre de 1970. A su vez, se aseguró al MIR que si el candidato presidencial socialista de la Unidad Popular (UP), Salvador Allende, gana la elección, se le permitirá operar y realizar sus actividades revolucionarias bajo un gobierno encabezado por Allende. Si Allende pierde ante el candidato independiente, Jorge Alessandri, una facción del PS (borrado) dejará el partido, se unirá al MIR y comenzará una campaña de acción armada contra el gobierno de Alessandri».

De acuerdo al cable secreto, Allende estaba al tanto del entendimiento MIR-PS y había dado su visto bueno al mismo, pero no quería tener nada que ver con este. Al mismo tiempo, la CIA veía la situación con escepticismo, aseverando que la extrema izquierda «ha dicho públicamente que apoya la revolución violenta y se opone a las elecciones».

Más allá de las evaluaciones personales, la CIA tenía claridad absoluta —o eso creía— de que la Guerra Fría había llegado a los talones del cerro Huelén. En otro texto, enviado desde la Estación de Santiago al director de la CIA, se recordaba la queja del entonces ministro Valdés, en términos de una «apertura perfecta»[72], que permitiría explicar a los chilenos la búsqueda del poder por Allende, como una gran estratagema soviética de Allende.

 

«CHILE NO ES UNA REPÚBLICA BANANERA»

 

De regreso en la capital norteamericana, Broe trabajaba también, pero atacando otro frente: el dinero. El 17 de julio de 1970 dejó registro de los detalles de una reunión que sostuvo a las 23.30 horas del día anterior en la habitación 400 del Hotel Sheraton Carlton, con Harold Geneen, presidente de la ITT.

Este le dijo que «habían llegado a la decisión de que Alessandri necesitaba apoyo financiero»[73], preguntándole si la CIA podría absorber los fondos y canalizarlos hacia el candidato, y, en caso de ser negativa la respuesta, si podía aconsejarlo entonces sobre la mejor forma de hacer llegar el dinero.

Broe asegura en su memo que dijo que la CIA no podía derivar los dólares y Geneen le insistió varias veces en que debía haber un «involucramiento directo» de parte del gobierno, en orden a impedir el triunfo de Allende. «Finalmente, preguntó si los 75 millones de dólares de garantía a las inversiones en Chile por parte del gobierno de EE.UU., que debían ser pagados si Allende ganaba, no eran razón suficiente para meter a la agencia en este cuadro».

Broe escribió que él mismo se ofreció a explorar «todas las posibilidades de enviar fondos a Chile, incluyendo una conversación con el jefe de la Estación en Santiago».

A fines de ese mes, la O/NE emitió un nuevo análisis de inteligencia, titulado «La perspectiva para Chile», en el cual analizaba lo que ocurriría de ser electos Jorge Alessandri, el DC Radomiro Tomic o el socialista Salvador Allende. Recordando el motín de Viaux, los autores del documento apuntaron a un elemento clave: «Es claro, sin embargo, que las Fuerzas Armadas chilenas, y quizá los Carabineros también, tienen una renovada conciencia de su potencial poder político y una gran inclinación a usarlo»[74].

Junto con ello, aunque no daban por perdido a Alessandri, tenían claro que sus posibilidades eran escasas: «Durante la campaña para la presente elección, el deterioro de la condición física de Alessandri se ha hecho visible para un público que lo ha visto relativamente poco desde 1964. Alessandri ha sido incapaz de competir con sus rivales más jóvenes en el vigor de una campaña».

Sin embargo, creían que había algo que lo podía beneficiar: «Los serios disturbios de fines de junio, involucrando terrorismo urbano por la extrema izquierda y choques entre carabineros y estudiantes, es más probable que redunde en beneficio de Alessandri como el candidato de ‘‘la ley y el orden’’, que en beneficio de sus dos oponentes izquierdistas».

Sobre Allende, a la CIA le preocupaba el que mantuviera «alto en sus prioridades» la nacionalización de los remanentes de las empresas cupríferas que aún estaban en manos estadounidenses y advertían que «un Estado socialista de Allende será una versión chilena del estilo soviético de los Estados del este de la Europa comunista, apoyados por la ‘‘unidad popular’’ de las masas y gobernando —al menos, teóricamente— en función de sus intereses».

De hecho, estimaban que socializaría toda la economía, «con el objetivo de destruir las bases económicas de sus oponentes políticos y establecer un estrecho control de la prensa, radio y televisión».

El escenario dantesco no culminaba allí: «Expropiará rápidamente no solo las minas de cobre y otras propiedades de intereses extranjeros, sino también los bancos privados y otros importantes elementos del sector privado con poca compensación, si es que alguna. Allende eventualmente expandirá los actuales servicios sociales de bienestar, en parte para cumplir con sus promesas de campaña, pero también con la expectativa de atraer una gran masa popular de seguidores».

La CIA terminaba diciendo que «en suma, Chile no es una república bananera, sino un país con sólidas raíces y tradiciones democráticas», frente al cual «la mayor amenaza a su estabilidad y orden constitucional provendría desde las políticas de la administración de Allende».

Después de que fuera distribuido el análisis, Karamessines recibió un memo de parte de William Broe[75], en el cual este le replicaba que además de estar completamente de acuerdo en el contenido, «los militares chilenos tradicionalmente han respetado la Constitución. No tenemos información ahora que indique que los militares no aceptarán una victoria de Allende. En efecto, tenemos la palabra del general René Schneider, comandante en jefe del Ejército, de que él aceptará la decisión de los votantes o del Congreso. La formación de un bloque unificado de oficiales dedicados a evitar un Estado marxista revolucionario no es un proyecto realista».

Según Broe, muchos de los oficiales más jóvenes —tenientes y capitanes— probablemente apoyaban a Allende y aseveraba también que Carabineros estaba obligado por ley a defender el sistema constitucional.

Asimismo, razonaba correctamente que «obstáculos» como la oposición de derecha y las preferencias de la Iglesia católica (puestas en Tomic) tampoco tendrían algún efecto en orden a evitar la elección, sobre todo porque «en marzo de 1970 el cardenal arzobispo de Santiago, Raúl Silva Henríquez, pidió a los políticos no implicar a la Iglesia en sus disputas».

También recordaba algo que ya se advertía en la carta pastoral de 1962: «En los años recientes, la Iglesia en Chile ha jugado un rol de liderazgo en el progresivo movimiento de acción social dentro del catolicismo latinoamericano».

Es indudable que la información acerca de Schneider causó inquietud en Washington y en dicho contexto se entiende un cable enviado por Hecksher a Richard Helms, el director de la CIA, en el cual decía que «el general René Schneider y el resto del alto comando están con Tomic»[76].

Las cosas se estaban calentando. Unos pocos días después se informó a Helms que la ITT estaba dispuesta a entregar 50 mil dólares al Partido Nacional y 150 mil a la campaña de Alessandri[77] y, luego, la CIA de Santiago mandó otro antecedente a Helms, según el cual[78] el comando de Alessandri contaba con una suerte de milicia compuesta por 975 hombres armados, los que —según el o los informantes de Hecksher— estaban encabezados por los ex coroneles Gustavo Dupuy, Víctor Gálvez y Aldo Stagno.

 

EL ESTRÉS DEL EMBAJADOR KORRY

 

En la Embajada de Santiago, y especialmente en la oficina del embajador Korry, el ambiente tampoco era de los mejores.

A fines de agosto, Hecksher, un hombre habitualmente parco, mandó a Washington un largo cable con un evidente tono de queja y molestia, en el cual reproducía una carta que le había enviado Korry (cosa curiosa, estando en el mismo edificio), en la que este le instruía una serie de medidas, algo que sacó ronchas en el jefe de la Estación de la CIA, dado que si bien siempre existe una relación muy estrecha en las legaciones diplomáticas entre la inteligencia y los embajadores, las dependencias —administrativamente— son distintas.

Amén de ello, el contenido de la misiva era extraño, por decir lo menos, y evidenciaba que Korry se había enterado de algún modo de las averiguaciones que Hecksher realizaba en el mundo militar: «No habrá contactos de ningún tipo, social o profesional, por parte de usted o cualquier miembro de su equipo, con algún miembro activo de las Fuerzas Armadas chilenas, sin mi aprobación previa»[79], decía uno de los primeros párrafos.

Asimismo, Korry prohibía a la CIA tener contacto con ministros o subsecretarios, líder de partido político alguno, «titular o de facto», y con alguien más que nunca podremos saber quién era o a qué pertenecía, pues está borrado. Como padre de familia riguroso, el embajador también dejaba en claro la escasa confianza que tenía en los agentes de inteligencia, pues les prohibía realizar operaciones de cualquier tipo.

El antecedente sobre lo que pasaba allí residía en otro cable enviado en paralelo[80] por Hecksher, en el cual decía que «tengo la impresión, al igual que mi segundo al mando[81], de que el embajador trabaja bajo una enorme tensión».

Conciliador, el ex oficial de la OSS sugería que Washington solo interviniera en el conflicto si él y su segundo no lo podían solucionar amigablemente, pero acusaba a Korry de «intentar usurpar el control de las operaciones (lo que vanamente ha tratado en varias ocasiones)».

Del mismo modo, señalaba desconocer qué habría dicho el diplomático ante el Departamento de Estado sobre el conflicto, pero «presumo que habrá hecho lisonjeros comentarios sobre la Estación y el personal de esta. El tenor de sus comentarios debe haber sido del tipo ‘‘es triste antes que enojoso’’. Esto, sin embargo, es engañoso».

El fondo del asunto, según el oficial de inteligencia, era que el embajador quería tomar el control de una fuente de información de la CIA (cuyo nombre por supuesto está tachado), lo que Hecksher argumentaba no ocurriría porque dicha fuente no aceptaría bajo ninguna condición hablar con alguien que no fuese de la CIA, algo de lo que Korry «no se da cuenta», criticaba.

Korry era ciertamente un personaje peculiar. Ex periodista e hijo de una familia acaudalada, dedicó los últimos años de su vida (falleció en 2003) a limpiar su imagen respecto del golpe y, de hecho, lo consiguió, pues muchos medios dijeron a su muerte que había sido sospechoso «erróneamente» de precipitar el golpe militar, en circunstancias que los papeles liberados por Estados Unidos muestran que sí jugó un rol preponderante, pero no frente al golpe de 1973, sino en los intentos previos —Track I y II— por evitar que Allende asumiera en 1970, ya fuere por la razón o por la fuerza.

Uno de los larguísimos textos enviados por Korry a Henry Kissinger, por ejemplo (que lleva el rótulo de Eyes only), a cuatro días de la elección presidencial del 4 de septiembre de 1970, dice[82] que «mientras esperamos lo mejor, nos continuamos preparando para lo peor. Hemos buscado establecer una posición compatible con la opción dos en el papel de contingencia preparado por el NSC». La opción dos, hay que recordarlo, era Track II; es decir, el golpe.

Cinco días más tarde, y ya con un Allende victorioso con la primera mayoría, el escenario que se veía en Washington era ciertamente distinto y, por ende, Broe mandó un cable con una serie de preguntas a Hecksher, gracias a las cuales es posible advertir que la fuente de información que había originado el problema entre el veterano de la CIA y Korry era alguien con una llegada privilegiada al todavía presidente, pues le pedían al agente de inteligencia precisar si dicha persona «aún tiene influencia en Frei como para impulsarlo a cambiar los votos del PDC hacia Alessandri. Si es así, ¿tendrá éxito por su cuenta o debería actuar en nombre del gobierno de Estados Unidos?»[83].

Otra de las interrogantes era: «¿Qué influencia tiene Frei ahora con los militares, si él decidiera que un golpe es la única forma de prevenir que Allende asuma? ¿Estaría dispuesto a considerar esta salida?».

Finalmente, se pedía al jefe de la Estación, sin mayores comentarios, pero dejando claro que al parecer el gallito lo había ganado Korry, que «por favor, discuta lo anterior con el embajador, pero queremos enfatizar que, repetimos, no queremos que usted discuta estos puntos con nadie, repetimos, fuera de la embajada».

Una asonada militar era lo que estaba en el ambiente y nadie parecía esconderlo: «El único prospecto con cierta posibilidad de éxito como sea es un golpe militar antes o inmediatamente después de la asunción del poder de Allende»[84], rezaba un cable del 9 de septiembre, el cual además recordaba un hecho fundamental, la inversión estadounidense en Estados Unidos: «Hay 800 millones de dólares en juego»[85].

 

LAS ANOTACIONES DE RICHARD HELMS

 

Había llegado el momento de comenzar a trabajar en serio y ello tendría, al final, un solo objetivo: Schneider, pero para ello se estaba tejiendo una trama previa, que tenía lugar en Washington.

Allá, en uno de los salones reservados del aristocrático Hotel Madison (al parecer), ubicado a escasas 10 cuadras de donde seis años más tarde sería asesinado Orlando Letelier, se produjo una reservada reunión la noche del 14 de septiembre.

En ese momento, el director de la CIA era Richard Helms, otro ex oficial de la OSS que había trabajado estrechamente con el jefe de esta en Suiza, Allen Dulles. Luego de la guerra, Helms laboró en diversas organizaciones de inteligencia en Berlín, donde fue parte del equipo que fundó el BND, el nuevo sistema de espionaje germano occidental con el ex nazi Reinhard Gehlen a la cabeza. Luego regresó a Washington, donde trabajó como subdirector de operaciones por varios años, hasta que en 1966 fue designado director de la CIA, cargo al cual renunció en 1973 en medio del escándalo de Watergate.

La reunión de esa jornada la había pedido Donald Kendall, veterano también de la Segunda Guerra Mundial y en ese momento vicepresidente de la compañía PepsiCo, quien le solicitó a Helms que se reuniera con un influyente hombre de negocios chileno en el Madison.

El propio Helms recuerda así el encuentro, en la transcripción textual de una entrevista que le realizó un historiador de la CIA y que fue desclasificada recién el 2008: «Edwards explicó lo que estaba sucediendo en Chile, que los problemas habían ido muy lejos»[86].

Según su versión, «yo en realidad estaba allí para oír lo que Edwards tenía que decir, y estaba claro que Kendall estaba respaldándolo, y que él había sido la fuerza que había arreglado el encuentro. El problema es que han pasado tantos años, se han dado tantos testimonios y el ambiente ha estado lleno de acusaciones y cargos de un tipo u otro, que no recuerdo todo».

Helms relataría después que «luego de esa reunión fue que el presidente Nixon llamó a un encuentro al que asistieron el fiscal general Mitchell y Henry Kissinger, donde el presidente Nixon decidió que debíamos desarrollar lo que resultó ser el programa Track II, reunión en la cual yo tomé algunas notas en una libreta amarilla cuando estábamos con el presidente. Esas notas después fueron sacadas de mis archivos personales y presentadas no solo a la Comisión Rockefeller[87], creo, sino también a la Comisión Church. Eso nunca me gustó. Nadie me pidió permiso para hacer eso, y estaban entre un montón, no un montón, sino un lote de notas que habían sido de mi propiedad personal, y que cuando dejé la agencia quedaron en custodia de esta, pero con mi nombre, porque algunas de ellas eran clasificadas».

Los motivos del enojo de Helms, en todo caso, eran menos pedestres que los por él expuestos. La nota a que hace mención es el único rastro de la reunión efectuada el 15 de septiembre de 1970 en la Oficina Oval de la Casa Blanca, horas después de su encuentro con Edwards.

Según relató, Nixon les dijo al inicio de la reunión que «Kendall fue mi primer cliente cuando puse un estudio jurídico en Nueva York. Es un horrible gran tipo, y creo que debemos hacer por él todo lo que podamos. Está muy interesado en este asunto de Chile y los negocios allá abajo y Agustín Edwards y así sucesivamente, y realmente deberíamos tratar de ayudar».

Después, lo único que quedó fueron las trazas del lápiz de Helms, que fue garabateando las expresiones de Nixon, en un documento que efectivamente en 1975 fue incorporado como la «Evidencia 96» a las audiencias del Comité Church, y que lleva como encabezamiento el título «Encuentro con el presidente». Más abajo va detallando las instrucciones que en el mismo acto fue entregando Nixon, a medida que hablaba con Edwards y con Kendall:

—Aunque sea una oportunidad entre diez, salvar a Chile.

—Gastar duro.

—No importan los riesgos que haya que correr.

—No meter a la embajada en esto.

—Diez millones de dólares, más si es necesario.

—Trabajar a tiempo completo, los mejores hombres disponibles.

—Elaborar un plan estratégico de supuestos y variables.

—Hacer aullar de dolor a la economía.

—48 horas para el plan de acción.

En la entrevista que le fuera realizada en 1983, Helms tampoco se había olvidado de John McCone, el director de la ITT en ese tiempo, quien —admitió— seguía como «consultor de la agencia» (la CIA), a la cual había renunciado en 1965, luego de haberse convertido en su director en 1961.

Respecto de este, Helms afirmó que McCone «habituaba ir de cuando en cuando y hablar sobre el hecho de que debíamos estar sobre la pelota en Chile y que debíamos empujar para que Allende no fuera electo y así sucesivamente. En otras palabras, McCone, como director de la ITT, estaba completamente inmerso en los problemas de Chile», entre otras cosas porque «estaba al tanto de lo que sucedió durante la administración de Kennedy, cuando tuvimos, en realidad, un programa de acción encubierta muy exitoso funcionando en Chile, el cual se encargó de convertir a Frei en presidente».

El ex director de la CIA, espoloneado por su entrevistador, argumentó que su agencia informó a tiempo y correctamente que Allende ganaría las elecciones, y que si bien todos estaban enojados en la Casa Blanca con el triunfo del socialista, «es culpa del presidente Nixon y de Henry Kissinger que no nos hubiéramos involucrado a tiempo en la elección chilena para haber causado algún efecto en ella». Incluso, fue más lejos. Después del triunfo del candidato socialista en las urnas, «estuvieron buscando chivos expiatorios, no había duda acerca de ello»[88].

Sobre Allende y las versiones que publicaron algunos libros acerca de que lo ocurrido con él había sido una venganza de la CIA, indicó que «trabajé contra Allende desde principios de los sesenta, en el tiempo de Kennedy. Tratamos de derrotarlo esta vez, pero no hay nada personal sobre la vendetta. Eso es una niñería, una novelización».

 

«UN BAÑO DE SANGRE»

 

Helms diría posteriormente que luego de salir de la reunión de la tarde del 15 de septiembre, «si alguna vez tuve un bastón de guaripola en mi mochila, fuera de la Oficina Oval, fue ese día»[89].

Ya en su despacho, Helms se enfrentó con un problema nada menor: el tiempo, pues tenía muy pocos días antes de que el Congreso fuera a ratificar en una sesión especial, el 24 de octubre, a Allende. Y había otro inconveniente adicional: «No debíamos informarle a Estado, Defensa ni al embajador».

En otras palabras, además de que Korry teóricamente salía de la ecuación, también lo hacían —hipotéticamente— los agentes de la Defense Intelligence Agency, la DIA, con quienes la CIA trabajaba en forma frecuente y estrecha, al punto de que en Santiago los hombres de la DIA estaban a un piso de distancia de los agentes de la agencia central.

Por ende, era muy difícil esconderles lo que estaban haciendo, y el panorama se tornaba aún más confuso dada la fuerte personalidad de Korry, su afán por entrometerse en la acción de la CIA y su reciente disputa con Hecksher.

La orden de no involucrar diplomáticos ni militares, sin embargo, quizá duró sólo algunas horas, pues Hecksher logró integrar a sus labores al jefe de la DIA en Santiago, el coronel Paul Wimert, quien oficialmente ejercía labores de agregado militar y con el cual tenía excelentes relaciones.

Korry, por su parte, fue informado esa misma noche de lo que estaba ocurriendo, quizá no con una exactitud total, pero sí al menos en términos genéricos, como lo revelaría dos años después el periodista Jack Anderson, al publicar en el diario The New York Times los famosos «Papeles de la ITT», un set de documentos enviados entre las oficinas de dicha compañía en Santiago y Estados Unidos, en uno de los cuales, el segundo, se dice textualmente que «tarde la noche del martes (15 de septiembre), el embajador Edward Korry finalmente recibió un mensaje del Departamento de Estado dándole luz verde para moverse en nombre del presidente Nixon. El mensaje le dio máxima autoridad para hacer lo posible —una acción corta tipo República Dominicana— para evitar que Allende asuma el poder»[90].

El cable aseveraba además que «El Mercurio es otro factor clave», pues se argumentaba que dicho diario era la única voz anticomunista que quedaba en Chile. Un par de días después, el número dos de Kissinger, Alexis Johnson, envió un breve memo a Korry, rotulado como «Top secret/Eyes only», en el cual le decía que respecto de un posible golpe, «usted está autorizado a indicarle claramente a Frei, a través de los canales que usted estime más apropiados y confiables, que aunque la decisión de tomar ese curso es enteramente chilena, si se toma este concepto de acción, Frei puede contar con nuestro apoyo financiero».

Fue en ese contexto que Helms decidió brindar el mando operativo de la misión a Phillips, «porque él había vivido en Chile alguna vez, me parece, y conocía su forma de ser. Había sido periodista o algo parecido. Nosotros estábamos buscando gente que conociera el país y que conociera a la gente, que pudiera hablar español y Phillips fue uno de los candidatos principales».

Lo definió además como «un oficial sensato». En retrospectiva, Helms agregaría un poco más adelante: «¿Por qué toda esta atención hacia Chile? Porque, y yo puedo responder mi pregunta, creo, se ha hecho de esto un gran asunto moral, por parte de un montón de gente a la que no le gustó el hecho de que Allende perdiera su trabajo».

En medio de todo ello, dos invitados especiales arribaron a Langley, provenientes de Buenos Aires, según averiguó Weiner en su historia de la CIA: el jefe de la Estación de La Compañía en dicha capital, Tom Polgar, y el general Alejandro Lanusse, presidente de la Junta Militar que gobernaba Argentina, y que había sido invitado por Polgar, viejo amigo y ex colega de la época de Berlín de Richard Helms. Sin mayores miramientos, este saludó al militar trasandino y le preguntó qué querría a cambio de derrocar a Allende, ante lo cual Lanusse le respondió: «Señor Helms, usted ya tiene su Vietnam. No me haga a mí tener el mío»[91].

Más allá de sus opiniones, el hecho es que flanqueada por Broe, Karamessines y Phillips, la CIA inició un trabajo implacable en Chile, tanto en lo operativo como en el plano de la inteligencia, y de ello quedó constancia en un memorándum acerca del proyecto FU/BELT, como bautizaron a la operación que, en otros registros, se conoce como Track II.

Broe escribió allí que el director de la CIA les dijo que «el presidente Nixon ha decidido que un régimen de Allende en Chile no es aceptable para Estados Unidos. El presidente pidió a la agencia evitar que Allende asuma el poder o derrocarlo. El presidente autorizó 10 millones de dólares para este propósito, si es necesario»[92].

Dicha reunión, efectuada el 17 de septiembre y en la cual participaron además varios otros funcionarios de alto nivel, fue trascendental en muchos aspectos, pues, por ejemplo, allí se decidió que Karamessines tendría la responsabilidad total del proyecto, asistido por una fuerza de tareas especial, «creada para este propósito en la División Hemisferio Occidental. El jefe de esta fuerza de tareas será el Sr. David Phillips».

Esa misma jornada salió el primer reporte de situación, una suerte de parte de novedades acerca de «la misión», que detallaba cómo se iba a operar[93].

En los cuarteles de Langley se instalaron ese día dos unidades especiales de agentes y se llamó de inmediato de regreso a Washington a David Atlee Phillips (quien debía estar allí el 18) y varias personas más, cuyos nombres están borrados. Se adjudicó a la fuerza de tareas un oficial ejecutivo, con experiencia en «intentos de crash de este tipo», pero eso no era todo.

También se planeaba mandar un grupo de agentes que realizaría «reclutamientos especiales», presumiblemente de informantes e infiltrados, así como «aproximaciones directas», todos los cuales poseían experiencia en operaciones de bandera falsa; es decir, en hacerse pasar por alguien perteneciente a otro país, otra agencia de inteligencia, o incluso al enemigo[94].

Además de todo esto, se asignó una oficina especial para la fuerza de tareas, al frente de la oficina de la División Occidental, y se distribuyeron diversas tareas. Una de ellas era hablar con alguien cuyo nombre está borrado, pero que debía ser contactado regularmente debido a sus vinculaciones con el mundo de los negocios en Chile, sobre lo cual debería pronunciarse respecto de sus puntos débiles. También se ordenaba contactar al general Viaux, con el fin de ver si él o alguien más (a juzgar por el borrón que figura al lado de su nombre) podía forzar un golpe, generando una «reacción» de los comunistas que pudiera justificar a los militares.

Al final del informe figuraba un organigrama de la fuerza de tareas, donde quedaba claro que las decisiones relativas a una salida política las tomaría el Comité de los 40 y que Phillips estaba dedicado exclusivamente al aspecto militar, lo que también desmiente su testimonio de 1975 ante la Comisión Church, donde dijo que lo suyo eran solo operaciones de propaganda.

El reporte de situación número 2, del 18 de septiembre de 1970, especificaba que un oficial de alto rango de la CIA ya se había contactado con alguien que «nos proveyó con una apreciación de las vulnerabilidades chilenas y los posibles medios para atacarlas». En Chile, en tanto, ya se había tomado contacto con «líderes militares clave» y se creía que «existe una posibilidad de golpe», que implicaba la renuncia del gabinete, la creación de un gabinete de militares y el nombramiento de Frei como presidente por otro periodo, tras lo cual Frei debía abandonar Chile»[95].

Quizás uno de los documentos más cruentos revelados por la agencia en ese periodo es una de las primeras evaluaciones confeccionadas por Hecksher, titulada «Prospectos de acción política para negar la presidencia a Salvador Allende», texto seguramente preparado con el concurso de Wimert (por el conocimiento del mundo militar chileno que allí se expone) y que señala que desde que Allende había sido electo, los militares habían cambiado «de humor»[96].

Según este paper, los oficiales estaban muy «perturbados, más combativos en espíritu» y, asimismo, más involucrados en política, especialmente a través del general Camilo Valenzuela, jefe de la guarnición militar de Santiago, según el cual, en una especie de variante del plan anterior, la DC y el Partido Nacional llegarían a un acuerdo a fin de proclamar como presidente a Alessandri (pese a su 24% de votación), acto que se realizaría el 24 de octubre con las Fuerzas Armadas «en posición» (es decir, listas para el combate) en Santiago. Después de ello, siempre según lo que Valenzuela relató a Hecksher o Wimert, Alessandri formaría un gabinete militar y renunciaría a la presidencia el 4 de noviembre, para convocar a unas nuevas elecciones dentro de 60 días, en las cuales debería ganar Frei.

Obviamente, la CIA no era tan ingenua como para creer que algo así resultaría. De hecho, calificaban la vía política como una posibilidad muy remota y sabían que fuere cual fuere la forma en que se evitara que Allende llegara al poder, política o militarmente, el resultado sería el mismo, pues todo terminaría en «serias confrontaciones entre los adherentes a Allende y las Fuerzas Armadas, que pueden conducir a un baño de sangre».

Korry, por su parte, miraba los acontecimientos con alarma. En un extenso cable enviado a Kissinger ese mismo 18 de septiembre, decía que la crisis era culpa de Frei y que quien realmente controlaba a las tropas era Viaux, no Schneider.

El 21 de septiembre, en un cable enviado por Broe y Phillips a Santiago, quedaba claro que la instrucción de no implicar a la embajada no se cumpliría, pues aunque el nombre del destinatario está borrado, es evidente que se trata de Korry. Allí le informan que se había creado la fuerza de tareas y que se había descartado la posibilidad parlamentaria, por lo cual «la solución militar es objetiva»[97].

En el texto se discutía la idea de la creación de un gabinete militar, la asunción y exilio de Frei y, luego de ello, la toma del poder por parte de «una Junta Militar que supervisa nuevas elecciones», a las cuales se presentaría Frei.

Broe y Phillips formulaban allí varias preguntas al embajador, acerca de cuán dispuesto estaría Frei en orden a sumarse a la maniobra, y le dejaban claro al embajador que «el propósito de este cable no es poner a prueba sus cansados nervios», pero le recordaban que «tenemos 33 días en los cuales debemos alcanzar un crescendo de actividades».

En medio de todo ello, uno de los focos principales de la CIA era la propaganda y, por ende, todo lo que ocurriera con la prensa. En algunas comunicaciones previas a Washington, los hombres de La Compañía en Santiago habían acusado al prestigioso periodista Luis Hernández Parker de estar a sueldo del Partido Comunista. También relataban que muchos periodistas de El Mercurio estaban «perdiendo el coraje»[98] y, por ende, pensando en huir a Brasil y Argentina, al tiempo que los ejecutivos se estaban yendo a Estados Unidos.

En este aspecto, la CIA también informaba que la prensa estaba siendo —supuestamente— intimidada por el comunista Jorge Inzunza y por la periodista Ligia Balladares, ambos del PC. Sin culparlos a ellos de lo que venía a continuación, Hecksher aseguraba a Washington que «los dueños de los mayores diarios no izquierdistas, Agustín Edwards, propietario de El Mercurio, y Germán Picó Cañas, dueño de La Tercera, han sido amenazados con ser asesinados»[99].

Al mismo tiempo, en las oficinas de la División Hemisferio Occidental recopilaban información sobre todos los grupos guerrilleros de extrema izquierda del continente, destacando que en Chile se había formado un comité de apoyo al ELN boliviano, el cual era encabezado por el senador Carlos Altamirano, a quien calificaban de «líder extremista en el Partido Socialista»[100].

Todos los planes, toda la información, todo lo que se estaba fraguando desde la oficina de la fuerza de tareas, sin embargo, se derrumbó en gran medida la mañana del 22 de septiembre cuando Hecksher envió un cable directo a Helms, del cual, tras la desclasificación, solo pervive cerca del 50% de su contenido. En dicho paper se detallaba que la tarde anterior el comandante en jefe del Ejército, René Schneider, había realizado una reunión con los generales que estaban en Santiago.

Allí, dijo a los altos oficiales que la situación «no era tan mala» y, según la CIA, «en fuertes términos, reiteró su posición sobre el rol del Ejército en materias de carácter político o constitucional, dejando en claro que su planteamiento sobre la conveniencia de la abstención de las Fuerzas Armadas de toda participación en asuntos constitucionales no había cambiado ni una jota. El país estaba hecho un desastre no por las Fuerzas Armadas, sino por los malos cálculos de ciertos políticos. A esos políticos les convenía sacar a Chile del desastre».

Según el texto, uno de los generales preguntó qué pasaría si Allende era ratificado el 24 de octubre, y la respuesta de Schneider fue categórica: «Nos aseguraremos de que llegue al poder, agregando que no creía que algo malo fuera a pasar bajo un gobierno de Allende», y que si Frei no entendía su planteamiento, renunciaría.

Ciertamente, Schneider no tenía cómo saber que, con toda seguridad, ese debe haber sido el momento en el cual se tomó la determinación de sacarlo definitivamente del camino y que, trágicamente, solo le quedaban algunos días de vida[101].








 

Capítulo 3

 

«La clave es la guerra sicológica»











 

«Una posibilidad de golpe». Así comenzaba el cable enviado el 23 de septiembre por Henry Hecksher a Richard Helms, quien además aseguraba que «Edmundo Pérez Zujovic está interesado en promover uno», refiriéndose al aún ministro del Interior de Eduardo Frei, que sería asesinado menos de un año más tarde.

Evidentemente, lo mismo sabían Ancla-2, la inteligencia naval; la DINE, Dirección de Inteligencia del Ejército; el SIFA, Inteligencia Aérea; la Dicar, de Carabineros, y la famosa PP, la «Policía Política», como se conocía al Servicio de Informaciones de la Policía de Investigaciones, pero además de todos ellos y de la CIA, también estaban al tanto de la fragilidad del momento los servicios de inteligencia de los países vecinos (Argentina, Perú, Bolivia, Ecuador y Brasil, principalmente), instalados no solo en Santiago, sino en ciudades como Valparaíso, Concepción, Iquique y Punta Arenas, además de las agencias de inteligencia del bloque soviético.

De acuerdo a los antecedentes recopilados por el programa «Venona» de la CIA, el KGB recién puso una Estación (es decir, una oficina) en Santiago en 1969, y la fecha para ello no parece casual: estaba en el aire la posibilidad de que en las elecciones de 1970, luego de tres intentos fallidos, por primera vez un marxista ganara democráticamente un gobierno. Ello justificaba, como mínimo, una Estación del KGB, pero no eran los únicos vecinos nuevos en el barrio.

Según la CIA, la DGI, Dirección General de Inteligencia de Cuba, pasó de tener cero a 54 agentes en Chile, una vez que se produjo la asunción de Allende, entre ellos el marido de Beatriz Allende, Luis Fernández Oña, oficial de esa repartición. Siempre de acuerdo a la agencia estadounidense, de esos 54 casi un tercio pertenecía al «Directorio de Liberación Nacional» (DNL, por su sigla en inglés), organismo que según La Compañía «reporta directamente a Castro y es responsable, por cuenta de él, de exportar la revolución»[102].

El oficial a cargo de la oficina de Chile era Juan Carretero Ibáñez, un experimentado agente que, entre otras misiones, había participado como controlador de «Tania», la pareja del Che Guevara en Bolivia.

El HVA en tanto, el ala exterior del famoso servicio de inteligencia de Alemania Oriental, la Stasi, llevaba un buen tiempo operando en Chile.

En sus memorias, quien fuera director del HVA durante largos años, Markus Wolf, relata —en una versión de dudosa credibilidad— que poco antes del golpe de 1973 habían reducido su presencia en Chile a solo dos agentes. Uno de ellos era el legendario Paul Ruschin, conocido como «Pablito», quien fue uno de los encargados de sacar —después del 11 de septiembre— a Carlos Altamirano de Chile, escondido en el maletero de un auto.

Según una investigación del periodista Carlos Saldivia, el HVA operaba cuatro oficinas en América Latina (Managua, São Paulo, Buenos Aires y Santiago), además de una base en La Habana, y fue a través de la Estación chilena que, luego que Allende asumiera, se le ofreció entrenar a un servicio de seguridad propio, el posteriormente famoso GAP, acrónimo del «Grupo de Amigos Personales», que cuidaba al mandatario y que, en los hechos, era una milicia ilegal[103].

Los hombres del HVA, en todo caso, no eran los únicos alemanes dedicados al espionaje en estas tierras. Desde su creación, el BND, el servicio de inteligencia germano occidental, mantuvo agentes en Chile y, entre otras pruebas de ello, está el reclutamiento efectuado en Santiago de dos de los más célebres criminales nazis prófugos: Walter Rauff y Klaus Barbie. De acuerdo a documentación desclasificada por el propio BND a partir de 2010, Rauff, ex oficial de la Gestapo y creador de las cámaras de gas, fue captado como agente del BND a mediados de los sesenta, cuando vivía en Punta Arenas. Barbie, en tanto, también ex oficial de la Gestapo y autor, entre otros crímenes, del homicidio del líder de la resistencia francesa Jean Moulin, vivía en Bolivia (donde llegó ayudado por la inteligencia militar norteamericana), pero había enviado a sus dos hijos a educarse a Chile, razón por la cual viajaba constantemente al país, donde también tuvo contacto con el BND.

Así como estas agencias (el KGB, el BND, el HVA, etc.) estaban pendientes de la posibilidad de un golpe, lo que podría alterar los delicados equilibrios de poder en medio de una Guerra Fría cuyo eje podría girar abruptamente hacia acá, también lo estaban los agentes de las inteligencias de otros países que, con menos presencia, también estaban actuando sobre el mismo escenario, pues países como Sudáfrica, Israel y Venezuela siempre han poseído intereses estratégicos en el cono sur de América Latina.

Todos ellos, en suma, se encontraban pendientes de lo que ocurría minuto a minuto en Chile y muy especialmente en ese radio de no más de 500 metros que se proyecta alrededor del palacio de La Moneda, en el cual se adopta la mayoría de las decisiones del país.

De hecho, según el mismo cable de la CIA a que se hacía referencia al inicio, en los bancos reinaba el pánico frente al futuro y, así, el redactor argumentaba que el dinero estaba «volando»[104] de Chile, refiriéndose a los capitales que estaban siendo trasladados a bancos extranjeros. El mismo documento contenía un dato que no resultaba novedad para nadie, pero que es necesario recordar: el cabecilla del posible golpe era el ubicuo general Viaux, quien estaba en contacto con oficiales en servicio activo para tratar de sumarlos a su causa, los cuales Hecksher estimaba eran «necesarios para el éxito».

En las oficinas de la fuerza de tareas de la CIA, al interior del edificio de Langley, todos eran presa de una gran excitación, pues sabían que el golpe (o intento de tal) era inminente, pero también estaban conscientes de que era muy probable que todo se fuera al carajo, entre otras cosas porque ya se habían dado cuenta de que la compartimentación de la información (es decir, que cada uno de los implicados supiera solo aquello que era esencial que conociera) era imposible, debido a la «iniciativa de acción política» de Korry. En otras palabras, tenían claro que Korry era muy difícil, por no decir imposible, de controlar.

Todo ello ocurría en momentos en que «las posibilidades de golpe están siendo activamente discutidas por Frei y varios generales, y se incrementa el ritmo de la actividad en esta área. El incremento de ritmo no es de un solo lado, sin embargo, y las fuerzas de Allende están realizado un gran esfuerzo por establecer alianzas entre los miembros de los comandos militares. Mientras, esperamos los reportes del resultado de la reunión entre Frei y el general Schneider, que iba a realizarse la tarde del 22 de septiembre. El general Schneider ha indicado que renunciará si Frei intenta persuadirlo o involucrarlo en una solución militar del problema actual».

Más allá de la valía de ese gesto[105], el cable razonaba que si se iba o aceptaba ser transferido (lo que habría sido imposible, dado el sistema de antigüedades de las Fuerzas Armadas chilenas), «ello podría abrir la puerta para una acción militar inmediata».

La reunión finalmente se efectuó y en ella, según la CIA, a Schneider «se le informó que eran los militares o nada»[106]. Un borrón en el inicio del párrafo donde está la frase anterior impide saber quién dijo eso al general, pero a juzgar por lo siguiente no habría sido el aún presidente, pues «Schneider interpretó que Frei estaba apoyando su doctrina constitucionalista. Él convocó a una junta de generales para explicar la situación hoy».

Eran horas clave en la historia de Chile. La Compañía dejó constancia de que la jornada anterior se había realizado la primera ronda de negociaciones entre la Democracia Cristiana y Allende, sobre la cual Hecksher anotó que «una fuente excelente me dice que Allende rogó y recibió el compromiso de que el PDC no incluiría en su declaración pública algunas de las peticiones» que en forma reservada había efectuado en torno a garantías constitucionales, entre otros motivos porque Allende les habría dicho que debía «masajear» a sus aliados para aceptar el pacto con la DC.

El jefe de la Estación en Santiago insistía, ante lo que parecía una salida política, que el factor económico podía causar problemas, y para ello sugirió, entre otras cosas, «conseguir que los bancos de Estados Unidos dejen de renovar créditos a Chile u organizaciones chilenas y (que no den) más crédito». Asimismo, proponía «lograr que las compañías norteamericanas arrastren los pies lo más posible».

Quedaba menos de un mes para la sesión del Congreso en que seguramente se ratificaría a Allende y la CIA nada había logrado en términos concretos. En ello estaban cuando se informó a la Estación de Santiago que se estaba enviando más personal de bandera falsa[107] y se comenzó a sistematizar en términos mucho más concretos el plan Track II, que consta en una síntesis de ocho páginas encabezada por la palabra «filosofía».

Lejos de las definiciones clásicas de esta, el texto, firmado por Broe y Phillips, argumentaba que «nuestra tarea es crear un clímax con un pretexto sólido, que fuerce a los militares y al presidente a tomar alguna acción en la dirección deseada»[108].

Otros objetivos allí declarados, en concordancia con lo sugerido por Hecksher, eran crear un clima de golpe por medio de «guerra económica» y «guerra política», con el fin de que Allende recibiera la menor cantidad posible de votos el 24 de octubre, pero también estimaban necesaria una «guerra sicológica».

Broe y Phillips advertían que «aquí debemos hacer una pausa por un momento para un recuento. Hace tan poco como 10 días parecía no haber sensación fuera de Chile y muy poca dentro de Chile, de que la elección de Allende era necesariamente diabólica», por lo cual estimaban que se veía difícil llegar al golpe.

Para ello, pensaban que, entre otras cosas, era necesario convencer a la opinión pública, dentro y fuera de Chile, de que la elección de Allende era un avance «vil» para el mundo y que la solución militar era la única vía para evitarlo.

Para todo ello, «la clave es la guerra sicológica dentro de Chile. No podemos tratar de incendiar el mundo si Chile es un plácido lago. El combustible para el fuego debe provenir de Chile. En consecuencia, la Estación debe emplear todas las estratagemas, todas las tácticas, por más bizarras que sean, para crear esta resistencia interna». Dentro de este esquema, proponían aumentar la presión sobre Frei, en contra del cual Broe y Phillips razonaban que debían ocuparse «todos los recursos en términos de contactos humanos, propaganda o denigración».

Sin embargo, mirando La Moneda desde su oficina en Agustinas, Hecksher estimaba que el plan era fantasioso, pues alejado de la presión que seguramente llegaba a Broe y Phillips desde Helms (y a este desde la Casa Blanca), la impresión que él tenía de Chile un día más tarde era totalmente distinta: «No hay pretexto para un movimiento militar en vista de la completa calma que prevalece en todo el país. La excusa se perdió la noche del 4 de septiembre, cuando las tropas en el centro de Santiago se pudieron haber usado para detener la manifestación por la victoria de Allende, pero es agua bajo el puente»[109].

Hecksher escribía esto pocos días después de una serie de incidentes bastante violentos, ocurridos el 26 y 27, que incluyeron la detonación de bombas en dos supermercados Almac del barrio alto.

En Concepción, Allende culpó de estos hechos a «provocadores de derecha» y salió a la luz, por primera vez, «un nuevo movimiento antimarxista, Patria y Libertad»[110]. Desde la derecha, en tanto, se culpaba de las bombas a un supuesto nuevo grupo de ultraizquierda, la Brigada Obrera Campesina (BOC), y el Partido Comunista, a través del diario El Siglo, decía que el agente de la CIA en Santiago Joseph Vasile era el cerebro detrás de una «campaña del terror».

Pese a que, según el Departamento de Estado, Vasile era un simple especialista en telecomunicaciones del servicio de información pública, El Siglo lo acusaba además de estar detrás de un plan para asesinar a Allende.

El 29 de septiembre, la CIA diseminaba internamente un largo análisis sobre la situación chilena[111], que daba vueltas sobre lo ya conocido y afirmaba que los comunistas ya estaban intentando tomar el control de Carabineros y la inteligencia civil. Frei, por su lado, se quejaba de que Chile sería pronto «otra Cuba» y pensaba que Allende ganaría indefectiblemente en el Congreso, de lo cual culpaba a Radomiro Tomic y Bernardo Leighton.

«También es cierto —afirmaba este análisis— que sin duda, dentro de pocos meses Chile habrá perdido su libertad de prensa, el Congreso será cerrado y los comunistas (que proveen el 80% de la organización electoral de Allende) estarán manejando Chile. Las implicancias para Chile, para el Mercado Común de los Andes y América Latina, son claras. El líder intelectual terrorista Carlos Altamirano, por ejemplo, ha entregado instrucciones a sus activistas del MIR (el MOIR y MOEC de Chile) para prepararse para moverse a otros países de América Latina porque su trabajo está hecho en Chile»[112].

Sería interesante saber a cuántos líderes llegó ese documento y a cuántos un memorándum sobre Chile preparado el mismo día por James Flannery, el subjefe de la División Hemisferio Occidental, para su jefe, el inefable Bill Broe, que iba en una dirección completamente contraria del análisis oficial de la CIA, pues comparaba las diferencias entre la situación chilena y los países de Cuba y Europa del Este.

Flannery decía que «Santiago no se puede comparar a Praga o Budapest hace 25 años. No hay un ejército rojo en Chile ni en sus fronteras»[113].

El segundo de Broe argumentaba, del mismo modo, que Chile no había estado sometido a una dictadura como la de Batista, ni había vivido una guerra civil. Además, argumentaba que había importantes indicaciones «de que Allende será difícil de controlar para el Partido Comunista y Moscú» y que este también tenía presente el ejemplo de González Videla, «electo con apoyo comunista en 1946, y menos de dos años después se había vuelto contra ese partido para preservar la integridad de su propio régimen».

El informe culminaba con una advertencia importante: «Temo que estaremos repitiendo los errores que cometimos en 1959 y 1960, cuando condujimos a Fidel Castro al campo soviético».

A juzgar por la transcripción que quedó de una reunión del Comité de los 40 efectuada esa misma jornada (sesión que fue encabezada por Alexis Johnson), prácticamente nadie leyó el texto de Flannery o, si lo hicieron, no causó efecto alguno.

Tom Karamessines, por ejemplo, de algún modo concordó con Hecksher en orden a que «las únicas cartas que nos quedan en la mano son las acciones de presión económica»[114]. Johnson dijo que jugaría el papel del abogado del diablo, y se preguntó cómo sería visto que, en función de intereses económicos, se frustrara el proceso constitucional chileno. Karamessines respondió que no hacerlo sería entendido como que EE.UU. «había tirado la toalla».

Al día siguiente, sin embargo, las cosas habían cambiado. David A. Phillips escribió que era necesario contactar a tres oficiales «clave» en Chile. Los censores solo dejaron el nombre de Valenzuela (Camilo), la quinta antigüedad del Ejército. De acuerdo al investigador Peter Kornbluh[115], los otros dos eran el general de la FACH Joaquín Valenzuela y, probablemente, el general de Carabineros Vicente Huerta. No obstante, un texto semejante, redactado algunos días después, deja ver el nombre de Viaux. Y también es probable que al menos en ese segundo documento, a la luz de la forma en que se desarrollaron los acontecimientos, haya figurado el almirante Hugo Tirado, en ese momento segundo hombre de la Armada, de la cual se convertiría en su comandante en jefe el 15 de octubre[116].

Los días avanzaban inexorables y la CIA aún no terminaba de decidir qué haría. Pese a ello, el 2 de octubre uno de los informes de la fuerza de tareas identificaba al general Schneider como «la mayor piedra en el camino», acusando a Frei de no haber tenido suficiente coraje para «neutralizarlo o mandarlo fuera del país»[117]. Es de imaginar que Korry habló con el aún presidente, quien culpó del posible acuerdo entre la DC y Allende a su ex ministro del Interior, Bernardo Leighton, y al ex candidato presidencial Radomiro Tomic.

En un cable al respecto, se menciona que además del estatuto de garantías que la Democracia Cristiana había exigido públicamente a la Unidad Popular para apoyar con sus votos a Allende el 24 de octubre, existía también un pacto secreto[118], que implicaba —por parte de Allende— el cumplimiento de varios puntos, entre ellos que el general Vicente Huerta, director de Carabineros, se mantendría en su cargo hasta abril de 1971 y que la DC sería «consultada» para los nombramientos de los ministros de Defensa e Interior.

Según los norteamericanos, Frei se había lamentado de que Chile sería «otra Cuba».

 

HECKSHER, EL AGITADOR

 

Hacia el 5 de octubre, tanto Broe como Phillips parecían ya estar convenciéndose de que el asunto no era tan simple como lo había supuesto Nixon, y escribían que «solo el caos económico o un desorden civil serio» podría llevar a un golpe militar[119].

Por lo mismo, retomaron el plan Track I; es decir, la vía no violenta. A eso se circunscribe el que, por ejemplo «la revista Time accedió a escribir una historia sobre Chile en su portada para el 12 de octubre. El corresponsal en Washington fue aleccionado por (tachado)». La nota de portada finalmente se publicó el 19 de octubre y mostraba en ella dos imágenes de Salvador Allende y una línea en diagonal que rezaba «Amenaza marxista en las Américas». Abajo, otro título decía «El Chile de Salvador Allende»[120].

Al mismo tiempo, la CIA aseguraba que se estaban diseminando «artículos, editoriales y noticias específicas tanto en radios como televisoras de América Latina y Europa. Entre los diarios que han publicado textos de la agencia están: (tachado)»[121]. Otro documento de la agencia menciona que el cuartel central había aprobado el envío de un periodista a Santiago para desarrollar material de propaganda adicional[122].

De todos modos, paralelamente exploraban la posibilidad de reactivar la alternativa golpista. Alguien de la CIA se entrevistó esa jornada con un alto oficial chileno (seguramente Valenzuela), al cual se le aseguró lo ya repetido hasta el cansancio: que Estados Unidos apoyaría cualquier asonada militar. El interlocutor se mostró asombrado de que la CIA se hubiera aproximado a él, pero el agente le replicó que era porque «tenía bolas y cerebro»[123].

El militar escuchó con atención la promesa de ayuda de todo tipo y luego replicó que él tenía «una pequeña organización compuesta de individuos muy descontentos con la situación» y que «haría su movida una vez que sintieran que podían ganar».

Un día más tarde, la CIA se frotaba las manos con una información que decía «exclusiva» (el subrayado es del documento) en su parte superior, y se refería a consejos que supuestamente había dado Fidel Castro a Allende.

Junto con decirle que prefería no ir a su asunción de mando, para evitar un «impacto adverso en la opinión mundial»[124], el cubano recomendaba al candidato, entre otras cosas, «no actuar muy revolucionario». Castro le recordaba que él (Allende) no tenía nada que probar y por ende le señalaba que «no te comportes precipitadamente para que no des a la contrarrevolución un pretexto para atacarte prematuramente y así derriben tu economía sin necesidad. Con el poder en tus manos, tendrás tiempo para realizar la revolución chilena».

También le aconsejaba en otro aspecto: «Trata de mantener buenas relaciones con los militares. No les des razón o pretexto para derribar tu gobierno antes que tengas tiempo de consolidar tu apoyo popular y reducir la resistencia de los grupos de poder contrarrevolucionarios».

El general Viaux reapareció en el radar de la CIA ese mismo día, cuando en Washington se enteraron de que planeaba un «minigolpe», la situación que «nosotros más tememos»[125], en palabras de los jefes de la fuerza de tareas, quienes instruyeron a Santiago de que había que persuadirlo para que no lo hiciera. A medida que pasaba el día, los hombres de Hecksher fueron averiguando más detalles y pronto se enteraron que el «minigolpe» incluso tenía fecha: el 9 o la mañana del 10 de octubre[126].

Alguien que tenía contacto con la CIA (seguramente algún militar) se reunió esa tarde con dos emisarios de Viaux, quienes pidieron armas para iniciar un levantamiento. Además, solicitaron gas paralizante y granadas.

Broe y Phillips ordenaron indagar lo que ocurría realmente. Uno de los oficiales de bandera falsa que ya tenían en Santiago se había reunido con uno de los co-conspiradores de Viaux y estaba «activamente dedicado a establecer contacto con objetivos militares»[127]. De acuerdo a Kornbluh, el primer espía de bandera falsa en llegar a Chile fue Anthony Sforza, quien posteriormente sería reemplazado por Bruce MacMasters[128].

Sforza era el nombre que utilizaba un agente de la CIA que se hacía pasar por un rico argentino adicto al juego, que entre otros logros tenía a su haber el interrogatorio realizado en 1964 a Juanita Castro, la hermana de Fidel, que posteriormente dio lugar a una serie de entrevistas realizadas en México, en las cuales la mujer denunció el régimen castrista. MacMasters, por su parte, se hacía pasar por miembro de distintas ONG y organizaciones benéficas[129].

La CIA averiguó que Viaux[130] ya había tenido contactos con oficiales de todas las FF.AA. y Carabineros, y estaba siendo financiando por partidarios de Alessandri. Para la agencia de inteligencia seguía siendo un problema la posibilidad de su «minigolpe», pues ponía en riesgo los planes mayores, y seguramente en ello reside el que durante la tarde del 7 de octubre, el propio Richard Helms firmara un cable destinado a Henry Hecksher, escrito en tono imperativo: «Lo instruyo a contactar con los militares y hacerles saber que el gobierno de Estados Unidos quiere una solución militar, y que los apoyaremos ahora y después»[131]. Un nuevo mensaje especificaba aún más la idea de la CIA: «No deseamos un golpe del tipo del Tacna (que casi tuvo éxito)».

Por si lo anterior no había quedado suficientemente claro en el despacho de la CIA en calle Agustinas, Broe envió otro mensaje a los pocos minutos, que claramente muestra la diferencia de percepción sobre Chile que existía entre quienes estaban al lado de Helms y aquellos funcionarios de la CIA que se encontraban en Santiago: «Como desaparece una posibilidad de solución política, nos queda un golpe militar, que debiera ocurrir previo al 24 de octubre y ciertamente antes del 5 de noviembre»[132]. Asimismo, especificaba a Hecksher que dependían de que el golpe pudiera ser explicado, no importaba cuán flojamente, en el contexto de un clima de inquietud.

A la luz de la historia, Hecksher podrá ser acusado de muchas cosas, pero de ningún modo de falta de carácter. Pese a que los cables anteriores provenían desde el tope de la dirección de la agencia, mandatados por el presidente de su país, respondió que «la Estación no concuerda con la sensación generalizada en los cuarteles generales», aludiendo a la frase aquella de explicar a como diera lugar un golpe[133].

«Primero —escribió Hecksher— el clima en Chile ha estado considerablemente calmo desde la primera semana después de las elecciones. Hubo algunas corridas bancarias iniciales, pero pronto todo estuvo bajo control. Tanto el gobierno como la Unidad Popular están ahora a favor de evitar un mayor caos económico».

En segundo lugar argumentaba que el clima político estaba tranquilo por muchas razones. Frei no mostraba alarma, su partido estaba negociando con la UP e incluso, decía el jefe de la CIA en Chile, «el Partido Nacional está igualmente preparado para hacer negocios con Allende». También daba como razón de su confianza que «El Mercurio también está silencioso», y que Allende —quizá siguiendo los consejos castristas— estaba siendo muy astuto en su relación con los militares, quienes estaban aceptando en forma «plácida» que sería su nuevo presidente. «Debemos reconocer —esgrimió— que Allende ha estado jugando hábilmente con las Fuerzas Armadas» y que estas, a su vez, no confiaban en Viaux.

El experto en desinformación culminaba señalando que «por las razones dadas arriba, encontramos imposible concordar con el cuartel general de que el clima público está de algún modo aproximándose a una situación de pregolpe».

Probablemente enterado de la reacción de su vecino de piso, el embajador Korry adoptó al día siguiente una posición semejante, que plasmó en un cable muy extenso que envió a Kissinger, donde le decía que, en relación al golpe, «estoy inalterablemente persuadido de que no podemos ni debemos hacer nada para alentar una acción como esa, en las circunstancias que prevalecen hoy»[134].

Korry, un zorro viejo de la política, apuntaba además a un elemento que no podía dejar pasar, y es que por aire y tierra, decía, estaban llegando «entregas militares» desde Estados Unidos al agregado militar de la embajada, y en dicho contexto se entiende a plenitud su comentario de que «pienso que cualquier intento de nuestra parte, de alentar activamente un golpe, nos llevará a un fracaso como el de Bahía de Cochinos».

No obstante, en Washington querían oír otra cosa. Así, el 8 de octubre instruyeron a uno de los oficiales de bandera falsa para ponerse en contacto con Viaux nuevamente, ofreciéndole apoyo a nombre de algún grupo no identificado de EE.UU. y dejando muy en claro que ya sabrían que este pediría subametralladoras y municiones[135].

Y no es todo. Broe y Phillips sugirieron a Santiago que se entregara dinero a Viaux para que él mismo comprara armas, en vez de enviárselas. Si debían mandarlas de todos modos, los oficiales de la fuerza de tareas pedían que se les indicaran datos básicos: cantidad, marca, calibre, tipo y cantidad de municiones[136].

Claro, había razones para creer que quizá la aventura golpista podría tener algún grado de éxito, pues la CIA se había enterado de que varios oficiales de alto rango del Ejército llevaban ya varias reuniones en las cuales estaban planificando cómo evitar el ascenso de Allende, y habían llegado a la conclusión de que debían «eliminar al general Schneider o bien reemplazarlo, mandarlo fuera del país. Ellos incluso han estudiado planes para secuestrarlo. Schneider es la principal barrera de todos los planes de los militares para tomarse el gobierno y evitar un gobierno de Allende»[137].

Dado el estado de ánimo de Hecksher, es probable que el cable anterior lo haya mandado directamente Wimert, pero el jefe de la Estación seguía convencido de que estaban errando el camino.

Así, el 9 de octubre se explicaba, en un documento emitido desde Chile, que la posibilidad de éxito por parte del general en retiro implicaría «la poco placentera perspectiva de una junta (militar) de Viaux que será autocrática, nacionalista, un gobierno militar que no será pro EE.UU. En consecuencia, Viaux solo debe ser considerado una oportunidad de última chance», decía el redactor, que además indicó que «un gobierno de Viaux, aunque preferible al de Allende, sería una tragedia para Chile y el mundo libre».

En un informe posterior se aseguraba que Viaux no poseía fuerzas suficientes y que «Allende será presidente. Nada va a detener a Allende»[138].

Esa misma mañana, Korry citó a Wimert y Hecksher a su oficina, y les pidió evaluar si existía alguna posibilidad de éxito para un golpe, al tiempo que «mostró una fuerte oposición a cualquier implicancia de Estados Unidos en un intento de golpe, porque había un alto grado de posibilidades de que pudiera fallar, empañaría la imagen de Estados Unidos y afirmaría a Allende, como lo hizo Bahía de Cochinos con Castro»[139].

Menos de 24 horas después, Hecksher decidió cambiar de táctica. Según relató en un documento enviado a Washington, él y otras personas cuyo nombre fue borrado pasaron revista a lo que estaba sucediendo a nivel militar, determinando que Schneider no cambiaría su postura y que Prats lo apoyaría, pues este nunca «pasaría sobre su cadáver»[140] para hacerse de la Comandancia en Jefe.

El jefe de la CIA en Santiago decía además que Allende estaba utilizando hábilmente sus contactos con oficiales pertenecientes a la masonería y que el Ejército estaba seriamente infiltrado por la Unidad Popular. Incluso, se citaba a una fuente no identificada que había sido incapaz de decir el nombre de un solo comandante de regimiento en el área metropolitana que se fuera a sumar al golpe.

Y hay más. Hecksher y alguien más, cuyo nombre fue tachado por los desclasificadores de la CIA, analizaron la posibilidad del plagio de Schneider y llegaron a una trágica y profética conclusión: «El intento de secuestro quizá conduzca a un baño de sangre». En otras palabras, repetía lo mismo que ya había dicho previamente: que el «minigolpe», o como se lo quisiera llamar, era una aventura absurda.

Un reporte de situación (sitrep) fechado ese mismo 9 de octubre resumió de forma exacta lo que estaba sucediendo. Según el texto, «pese a nuestros esfuerzos de poner presión a la economía chilena (que se sigue deteriorando) y nuestra campaña intensiva de propaganda a nivel mundial, aún no existe un clima de golpe en Chile». Asimismo, había señales «negativas», pues «intereses franceses y británicos han dado señas —probablemente con la aprobación de sus gobiernos— de su intención de hacer negocios bajo el gobierno de Allende»[141].

El reporte sintetizaba la visión de Hecksher en orden a que pese a los bombazos y una serie de incidentes que habían ocurrido a partir del 4 de septiembre, en general había un clima que tendía a la calma y que «tanto el gobierno como la Unidad Popular están ahora a favor de evitar un caos económico mayor». El informe también dejaba en claro que la prensa de izquierda estaba achacando la mayoría de los actos de violencia a la mano de la CIA.

En otro orden, el sitrep informaba de las reuniones de hombres de La Compañía con Viaux, Valenzuela y el tercer oficial, cuyo nombre siempre se borra. También se informaba que «el director de la DIA aconsejó al agregado militar en Santiago para que trabajara cerca del jefe de la Estación en contactar o asesorar a las principales figuras militares, que quizá jugarán un rol clave en negar la presidencia a Allende». Asimismo, se explicaba que el jefe de la División Hemisferio Occidental (Broe) había tomado contacto con un hombre de la ITT en Nueva York para discutir «aspectos económicos» del trabajo contra Allende, a la vez que su segundo (Cord Meyer) telefoneó a John McCone por lo mismo.

Aparentemente algo de lo que Korry pensaba tuvo algún efecto, pues lo autorizaron para buscar una negociación secreta con Allende, una vez que este ganara en el Congreso y antes de que asumiera el 4 de noviembre, para que el futuro presidente se comprometiera a respetar las inversiones de EE.UU. en Chile, a asegurar compensaciones razonables en caso de expropiación, a demorar el reconocimiento diplomático de Vietnam del Norte, Corea del Norte y Alemania del Este, y a no dar alojamiento a bases militares «a cualquier país extranjero o ser usado para exportar la revolución a través de entrenamiento de guerrillas»[142].

No obstante los esfuerzos diplomáticos (que por cierto, seguramente no dieron fruto), la acción de los conspiradores ya corría por una pista separada. El 13 de octubre, nueve días antes del homicidio del cual finalmente sería víctima Schneider, la CIA en Santiago recibió un llamado en el cual se reportaba que «se hará un intento por remover al general Schneider dentro de las próximas 48 horas»[143].

Luego, un cable mucho más amplio y rotulado como Track II entregaba mayores detalles[144]. Ante ello, la fuerza de tareas de la CIA decidió mandar a MacMasters a contactar a Viaux. Los hombres de la CIA averiguaron, asimismo, que las unidades militares de Concepción y Valdivia estaban supuestamente listas para un golpe.

David Atlee Phillips ordenó también a Hecksher que tomara contacto con dos generales chilenos de su elección y les ofreciera armas. El jefe de la fuerza de tareas culminaba diciendo que este asunto no debía discutirse con nadie y que incluso debía negarse cualquier conocimiento de la maniobra. Al inicio, como en los filmes de espías, el documento rezaba «destruir inmediatamente».

Así, el agente de bandera falsa habló con Viaux y varios sujetos allegados a él, quienes le dijeron que consideraban secuestrar a varias personas importantes y asaltar diversas instalaciones no especificadas, pero necesitaban armas o dinero para sobornos que les permitieran conseguirlas[145].

 

EL PROBLEMA NUCLEAR

 

Además de las diferencias ideológicas con Allende —y su correlato en el plano económico—, Estados Unidos poseía otro gran problema con Chile, que la historia ha dejado de lado: el nuclear. No hay que olvidar que el contexto que se vivía era el del pánico respecto de quién apretaría el botón que desataría la Destrucción Mutua Asegurada (MAD, por su sugestiva sigla en inglés) y, en dicho escenario, Chile había sido para los norteamericanos un aliado de primer nivel, dada su posición en el océano Pacífico, ocupado como lugar de pruebas atómicas francesas (en el atolón de Mururoa) y también por los estadounidenses (en las islas Marshall del Sur).

En 1947, Estados Unidos había creado un organismo que finalmente terminaría siendo una agencia independiente, muy poco conocida: AFTAC, sigla de Air Force Technical Applications Center; es decir, Centro de Aplicaciones Técnicas de la Fuerza Aérea, nombre inocuo que nada dice respecto de la verdadera misión que poseía: la detección de cualquier señal de actividad nuclear en el mundo. Para ello, además de sus bases en suelo de EE.UU., necesitaba otras ubicadas en lugares remotos, y en Chile —no hay constancia desde cuándo— poseía tres: Isla de Pascua, Punta Arenas y Quinteros (es de suponer que en la antigua base de la FACH)[146].

Su labor era ultrasecreta y clasificada. El periodista Eduardo Labarca, en su libro sobre «la intromisión» de EE.UU. en Chile, escrito en 1969[147], intuía que algo extraño ocurría en Isla de Pascua, donde decía que había una base militar norteamericana.

Citando una publicación de El Mercurio de 1967, Labarca recordaba que «a cargo del centro se encuentra el Destacamento N° 517 de la Fuerza Aérea norteamericana. Posee un contingente de 100 personas en conjunto que son dirigidas por el teniente coronel Seatler, norteamericano, y el comandante Benjamín Opazo, jefe de la agrupación Isla de Pascua».

Agregaba que «todo el personal viste de civil, de acuerdo a un convenio suscrito por el gobierno de Chile, cuyo texto no fue dado a conocer por constituir material secreto».

El reportero no desconocía que la ubicación de Pascua era privilegiada, y afirmaba que, según las autoridades chilenas, «la base tiene exclusivos fines de investigación de los fenómenos meteorológicos». De acuerdo al texto, semanalmente los militares eran provistos por aviones provenientes de Panamá.

Para las autoridades de la CIA y los Departamentos de Defensa y Estado, lo que sucediera con sus tres bases de AFTAC era primordial. Chile era una pieza menor en el gran juego que mantenían con la Unión Soviética, pero cualquier eslabón que faltara, estimaban, era un daño irreversible.

Ya en febrero de 1970, en un análisis político de lo que sucedería si ganaba Allende, el Departamento de Estado advertía que «los Cuerpos de Paz, AFTAC y probablemente la NASA, serán rápidamente expulsados del país»[148]. En un largo análisis realizado por el embajador Korry en agosto de 1970, bajo el subtítulo «Aftac», este señalaba que «las actividades de los destacamentos 509, 517 y 519 son un objetivo ideal para la propaganda de la Unidad Popular en orden a construir cargos de espionaje y de mantención ilegal de bases militares. Si estas unidades están aún en Chile cuando Allende llegue al poder, podemos esperar una indignada y altamente publicitada demanda por su retiro»[149].

El diplomático advertía también que en dicho momento Estados Unidos tenía cerca de mil militares en Chile, presencia que «será intolerable para Allende» y que la Estación de rastreo de la NASA (aparentemente localizada en Antofagasta) se enfrentaría seguramente a una campaña de «hostigamiento y actividades impropias».

Cuando ya era inminente el triunfo de Allende en el Congreso, Henry Kissinger aconsejó a Richard Nixon en el mismo sentido, diciéndole que era necesario «autorizar el retiro de la unidad AFTAC ahora»[150]. Como siempre, el entonces presidente hizo caso a su fiel asesor y así se informaba el 14 de noviembre: «AFTAC ha cerrado sus operaciones en Chile y todo el personal y la propiedad removible estarán fuera de Chile antes del 15 de enero de 1971».

Es evidente que les preocupaba la posibilidad de que planos, informaciones o lo que fuera que estuviera relacionado con AFTAC cayera en manos de los soviéticos, pero no era el único desvelo que tenían en este aspecto. En una reunión del Comité de los 40, de fines de septiembre de 1970, se trató un último punto, en el cual se hizo referencia al Dr. Glenn T. Seaborg, Premio Nobel de Física y uno de los principales asesores del gobierno de EE.UU. en materias nucleares.

Según quedó escrito, en la reunión se trató «el asunto del Dr. Seaborg, anunciando la entrega de uranio enriquecido a Chile en apoyo a un reactor experimental (de origen norteamericano)».

De acuerdo al acta, Alexis Johnson dijo que «había estado mucho tiempo envuelto en el problema de las vueltas de mano en ámbitos políticos, en el campo de los usos pacíficos de la energía atómica, y que la experiencia de Sudáfrica lo había convencido de que no era una idea sabia»[151], aludiendo al programa nuclear emprendido por ese país en 1969.

Aunque no hay más referencias, todo indica que se detuvieron las exploraciones en dicho sentido, pues recién en 1974, después del golpe de Estado, existe constancia de viajes de delegaciones militares chilenas al extranjero (específicamente a Inglaterra) buscando generar capacidades nucleares, al menos en lo referido a generación de energía, entendiendo además que en virtud del Tratado de Tlatelolco (1967) ningún país de América Latina produciría armas nucleares.

 

OPERACIÓN ALFA

 

El 18 de octubre de 1970, Henry Kissinger parecía resignarse a lo que ya era evidente, pues en Washington se estimaba que «parece cierto ahora que Allende será electo presidente de Chile en la elección congresional del 24 de octubre»[152]. Pese a ello, la CIA seguía operando junto al grupo de conspiradores encabezado por Viaux y también al de Camilo Valenzuela.

Broe y Phillips enviaron varios cables esa jornada. En el primero de ellos informaban que estaban mandando a Chile subametralladoras y municiones por correo regular, en un paquete que saldría «a las 07.00 horas del 19 de octubre, debiendo arribar a Santiago en la tarde del 20 de octubre o temprano en la mañana del 21 de octubre». La razón de utilizar el correo regular era simple: «Para evitar atención innecesaria sobre la Operación»[153].

Las armas, según la versión oficial recogida años después por el Informe Church, estaban destinadas a Valenzuela y en Santiago, se sabría mucho después, las recogería Wimert, de la DIA. En un segundo cable se hacía referencia a la necesidad de entregar bombas lacrimógenas y máscaras antigás a los conspiradores en Santiago[154], y luego hubo otra comunicación en la cual se describía la forma en que estaba confeccionado el paquete con las subametralladoras, y se indicaba que «desafortunadamente, solo fuimos capaces de adquirir 500 tiros, debido al poco tiempo. Deberían ser suficientes para lo que ellos tienen en mente», escribieron Broe y Phillips[155].

Lo que estaba en la mente de Viaux y sus secuaces se describía con detalles al día siguiente, en un «reporte especial de situación» que decía que varios generales se habían sumado al movimiento, de los cuales el que más interesaba a la CIA era Camilo Valenzuela. Según el sitrep, «el general Schneider será secuestrado esta noche mientras participe de una fiesta para militares VIP y volará (borrado). Entonces, Valenzuela anunciará que Schneider ha desaparecido y que el general Carlos Prats lo sucederá como comandante en jefe»[156].

El plan implicaba que luego de ello, el gabinete debía renunciar, para que sus puestos fueran ocupados por militares. Al día siguiente, el presidente Frei renunciaría y una Junta Militar asumiría, con el almirante Hugo Tirado Barros a la cabeza.

Por supuesto, todo estaba destinado al fracaso, y la CIA debió haberlo sabido desde el momento en que el intento del 19 de octubre en la noche falló, debido a que el comando de secuestradores —que terminaría convertido en un escuadrón de la muerte— decidió abortar la operación, debido a que el auto de Schneider iba muy rápido y se pusieron nerviosos[157].

De acuerdo al alegato presentado posteriormente en la Corte Marcial por el abogado Jorge Mera, representante del gobierno (ya en la época de Allende), durante la vista de la causa de los inculpados por el homicidio del general Schneider, en realidad los intentos fallidos de plagio fueron tres: «La primera vez fue el día 19 de octubre, a la salida de una comida que se le daba al comandante en jefe del Ejército en una casa de calle Presidente Errázuriz, y la segunda oportunidad fue el día 21 de octubre, a la salida del Ministerio de Defensa»[158]. La tercera ocasión fue la fatal.

Al mismo tiempo que en Chile los secuestradores cometían chambonadas por las calles, en las oficinas de la fuerza de tareas se retomaba el Track I, analizándose otras opciones. Una de ellas era la de financiar fuerzas antiallendistas y «personalidades selectas antiallendistas en las Fuerzas Armadas», y otra era comprar a políticos clave dentro de la coalición de Allende[159].

El 22 de octubre quedó definitivamente claro —por si cabía alguna duda— que Valenzuela era quizá la opción más fuerte de la CIA. En un cable emitido esa mañana, seguramente antes del crimen, decían que «la puerta seguirá abierta ahora o en el futuro»[160] y que, dadas las dificultades que había tenido el general, el proyecto de un golpe para el 24 de octubre «ahora aparece remoto».

Sin embargo, seguramente a la misma hora (8.30) en que se estarían despachando los primeros informes desde la Estación de la CIA en Santiago hacia el cuartel general en Langley, seis vehículos habían interceptado ya el automóvil Mercedes Benz en que viajaba el general Schneider, en la intersección de Américo Vespucio con Martín de Zamora. Inclementes, los secuestradores se abalanzaron sobre él, que viajaba sin más escolta que su conductor, un cabo de Ejército, y percutaron varios tiros en su contra.

Era el inicio de la llamada «Operación Alfa», como se había bautizado en clave al secuestro de Schneider. La «Operación Beta» implicaba el secuestro del general Prats, segunda antigüedad, y las operaciones «Gamma» y «Delta» el plagio de los generales que estaban en tercera y cuarta antigüedad, dejando como jefe del Ejército de facto al general Valenzuela.

Mientras la «Operación Alfa» se ejecutaba, el chofer de Schneider, Leopoldo Mauna Morales, chocó a varios de los vehículos que lo habían colisionado, hasta que logró salir a toda velocidad de aquella trampa, trasladando a su jefe hasta el Hospital Militar en grave estado, pues dos de los disparos impactaron en su tórax.

A una hora no determinada, Wimert se enteró de lo que había sucedido por «fuentes» no identificadas, sin agregar muchos detalles. En la tarde de ese mismo día se despachaba a Helms, desde Santiago, un documento en el cual se indicaba que se había autorizado a alguien no identificado a regresar al cuartel general de la CIA.

Un reporte más detallado de la CIA señalaba posteriormente, bajo el rótulo de Track II, que «a las 08.15, pistoleros no identificados dispararon e hirieron seriamente al comandante en jefe del Ejército, general René Schneider». Como si en Washington no entendieran nada de lo que acontecía, el cable indicaba en tono neutro que «el tiroteo se produjo justo 48 horas antes de que el Congreso votara para confirmar a Salvador Allende como presidente»[161].

El general Prats quedó al mando del Ejército y el presidente Frei dictaminó de inmediato estado de emergencia en la Región Metropolitana. Por esas ironías del destino, quien debió asumir como jefe de plaza fue nada menos que el general Valenzuela, el cual incluso tuvo la sangre fría necesaria como para hablar en la prensa y explicar que se había decretado toque de queda en Santiago, advirtiendo además a la prensa que no debía transmitir información que pudiere alarmar al público.

Los eventos se sucedieron rápidamente. Viaux fue detenido junto a varios miembros de Patria y Libertad y todo el mundo expresó su repudio frente a los hechos, pero en el cuartel de la CIA la evaluación era diferente.

El 23 estimaban que «el ataque al general Schneider ha producido avances que se acercan al plan de Valenzuela: Schneider fue removido, se ha declarado el estado de emergencia, el general Prats ha reemplazado al general Schneider, los radicales han sido arrestados y el general Valenzuela asumió el control de la provincia de Santiago».

Todo ello, de acuerdo al análisis de la agencia, «mejora la posición de los complotadores: ahora prevalece un clima de golpe en Chile». Pese a tan optimista y errada apreciación, existía un problema que no obviaban: para que el plan funcionara el presidente Frei debía renunciar, a un día de expirar su mandato, y el mandatario no tenía intenciones de hacerlo[162].

El 24 en la mañana, la CIA ya tenía claro que el asunto no era tan sencillo y, desde Washington, comenzaron a tratar de borrar sus pasos. Una de las primeras medidas fue autorizar a uno de los agentes de bandera falsa a tomar contacto con gente allegada a Viaux, para comunicarles que no harían de voceros de ellos, y que «nuestro compromiso solamente fue asegurar las vidas de los miembros del grupo de Viaux cuya identidad nos fuera comunicada. Esto nunca se hizo».

También estimaban a esas alturas que la situación en Chile no justificaba reasignar a otra misión a los oficiales de bandera falsa y, asimismo, aseguraban que el grupo de Viaux parecía no haber actuado[163].

El intento de la CIA por gestar un golpe de Estado en Chile había fracasado en forma estrepitosa. Semanas después, Richard Nixon descargaría toda su furia contra Henry Hecksher, a quien lo sucedido terminaría costándole no solo el relevo desde la Estación de Santiago, sino también el trabajo, pues pese a todo lo obrado por la CIA y especialmente lo digitado por Broe y Phillips, nada pudo impedir que esa jornada Allende fuera consagrado como presidente constitucional de Chile, al lograr 153 votos en el Congreso, contra 35 para Alessandri y siete abstenciones, a las cuales se sumaron cinco ausencias. Claro, a alguien había que culpar. ¿Y quién mejor que Hecksher, de quien se comenzó a rumorear en los pasillos de Langley que era «socialista»?

Ted Shackley, el veterano de la CIA que asumiría en 1972 como jefe de la División Hemisferio Occidental, relata en su biografía que cuando asumió el cargo se reunió con el asistente del secretario de Estado para América Latina, Charles Meyer, quien «me dijo que debía entender que la victoria de Salvador Allende en las elecciones chilenas de septiembre de 1970 fue considerada por muchos en Washington como una falla política mayor, directamente atribuible a la CIA. Debido a ello, tanto la agencia como sus líderes olían muy mal en la Casa Blanca. Meyer me aconsejó, en consecuencia, que estuviera enfocado en Chile»[164].

A mayor abundamiento, Shackley señalaba que, de acuerdo a lo que le informaron, en resumen, Allende había sido electo «debido a una falla de inteligencia» y en parte atribuye ello a las diferencias entre Hecksher y Korry, y particularmente al primero, con quien trabajó en Berlín en los años cincuenta y luego en los sesenta, en «operaciones cubanas». Según el relato de Shackley, cuando este arribó a Vietnam en 1966, aún había gente que recordaba las «cáusticas» peleas entre el antiguo embajador en Laos y Henry Hecksher (quien fue jefe de la Estación de ese país asiático en 1958), por lo cual concluía que «pienso que la victoria de Allende fue otro caso de EE.UU. poniendo el equipo equivocado en el campo de juego».

El general Schneider dejó de existir el 25 de octubre en la mañana. Hecksher escribiría al respecto que «Chile está tranquilo hoy, a pesar de la muerte del general Schneider y la confirmación en el Congreso de Allende como presidente»[165].

La CIA comenzó a ponerse muy inquieta. Los siguientes cables que aparecen dentro de la desclasificación están referidos en su mayoría a la necesidad imperiosa que tenían en orden a recuperar las armas cedidas a los conspiradores.

Según el reporte Church, finalmente ninguna de las ametralladoras u otros elementos entregados en Chile por Wimert (supuestamente a los acólitos de Valenzuela) fue utilizado en el atentado, pero ello no queda tan claro, en el expediente, donde, por ejemplo, uno de los atacantes relata que otro de ellos llevaba en las manos un spray de pimienta de la policía norteamericana.

Esas serían preocupaciones posteriores, no obstante. El 26 de octubre, Broe y Phillips instruían por cable a Santiago que era necesario «limpiar» diversas áreas, especialmente las referidas a los oficiales de bandera falsa, los contactos directos de alguien cuyo nombre no se menciona, los contactos directos de la Estación de Santiago, los contactos de la embajada y, quizá lo más importante (de lo que se ve, pues hay un último punto tachado por completo), «los materiales entregados a los complotadores»[166].

De acuerdo a este documento, a Valenzuela y su grupo se habían entregado seis granadas de gas e igual número de máscaras la noche del 18 de octubre y otro material (que la censura eliminó del documento) la mañana del mismo 22, junto a tres subametralladoras y munición.

El problema no era menor. Al día siguiente, la CIA reportaba sobre una nota de la agencia cubana Prensa Latina, que informaba que las máscaras antigás incautadas durante la investigación chilena «no eran de las usadas por el Ejército chileno»[167].

Broe insistía incluso varios días después en que «todavía nos gustaría tener de regreso las municiones, armas, máscaras y contenedores de gas lacrimógeno»[168].
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Películas de espías











 

Es el 7 de junio de 1977. Los estertores del golpe del 11 de septiembre de 1973 son cada día más lejanos, pero sus efectos resuenan por todas partes en Chile, especialmente al interior de la Embajada de Italia en Santiago, ubicada en la comuna de Providencia, legación que acogió a cientos de perseguidos y que cuatro años después aún alberga a varios de ellos.

Uno de estos, sin embargo, no es el clásico militante de izquierda, sino un curioso personaje que asegura ser masón, haber sido agente de inteligencia de la Fuerza Aérea chilena, haber trabajado como tal en Estados Unidos, haber sido perseguido por la CIA y ahora estar perseguido por Pinochet. Por añadidura, relata que cuando vivía en Nueva York, la CIA hipnotizaba a su mujer y que existía una suerte de coordinación entre los servicios de inteligencia de diversas dictaduras latinoamericanas. Todo era demasiado increíble para creerse, al menos en dicho momento.

Llevaba casi un año recluido en la embajada junto a su mujer e hijo pequeño y, quizá lo más peculiar de todo, es que nadie entendía por qué se había ido a esconder allí, en circunstancias que —como agente de inteligencia del régimen— no tenía problema alguno para abandonar Chile.

Su nombre también es especial. Se llama Rafael González Berdugo (con «B» larga) y sus historias suenan muy, muy descabelladas ese helado día de junio en Santiago, cuando es entrevistado por dos periodistas norteamericanos, Joanne Omang, del Washington Post, y Frank Manitzas, de CBS, quienes lo interrogan una y otra vez sobre aquello que les interesaba: el caso del periodista estadounidense Charles Horman, asesinado en Chile pocos días después del 11 de septiembre, crimen del cual González era un testigo privilegiado y respecto del que ya había relatado varias veces la misma historia: que Horman fue detenido y llevado hasta el edificio del Ministerio de Defensa, donde fue interrogado por el entonces jefe del Servicio de Inteligencia Militar, el general Augusto Lutz, y su segundo, un coronel de apellido Barría, junto a quienes había un «americano» que según González Berdugo pertenecía a la CIA.

—Charles Horman fue traído desde Valparaíso a Santiago y yo vi a los tipos que lo trajeron aquí, a Santiago. Y él desapareció después— señaló a los periodistas, agregándoles que Horman había sido asesinado «porque sabía demasiado. Y esto fue hecho entre la CIA y las autoridades locales»[169].

Agregó que no eran los únicos implicados: «Había gente de afuera, civiles, civiles chilenos, pero no los identifiqué… no los identifiqué bien porque ellos quizás eran personas que trabajaban para la CIA». Un día más tarde, los reporteros volvieron a seguir con la entrevista, y allí González prácticamente reiteró lo mismo: «La CIA estuvo implicada en esto… sí, fueron los chilenos quienes se deshicieron de él, pero la CIA estuvo detrás», señaló[170].

El 2003, tras ser sometido a proceso por su implicancia en la desaparición de Horman, González aseveró a través de su hijo Sergio que en realidad no había efectivos de la inteligencia estadounidense implicados en el caso, agregando que si había dicho eso a los reporteros fue solamente a modo de estratagema, para evitar ser deportado a Estados Unidos, pero su propio desmentido comenzó a desmoronarse algunos años más tarde, cuando a fines de 2011 el ministro en visita Jorge Zepeda sometió a proceso al coronel Pedro Espinoza, quien estaba a cargo del centro de detención del Estadio Nacional (uno de los lugares por donde pasó Horman) y al capitán Ray E. Davies, comandante de la Inteligencia Naval de Estados Unidos y que formaba parte de la misión militar de la Embajada de EE.UU. en Santiago, en 1973.

En favor de González, en todo caso, habría que precisar que al menos hasta la fecha no se ha comprobado participación de la CIA en los homicidios de Horman y de su compatriota y colega Frank Teruggi (muerto en las mismas fechas, también en Santiago), pero el fallo judicial reveló detalles muy especiales acerca de la connivencia entre algunos militares chilenos, personal de inteligencia de EE.UU. y la tenebrosa Colonia Dignidad, el enclave neonazi localizado en dos fundos de las regiones Séptima y Octava.

La acusación en contra de Espinoza y Davies contiene una de las famosas fichas de inteligencia que el colono alemán Gerd Seewald confeccionaba al interior de Colonia Dignidad para el líder de la secta, Paul Schäfer. Las primeras fichas se encontraron el año 2000 y el grueso de ellas (36 a 40 mil, dependiendo de la fuente) fue ubicado por la PDI el 2005 en los fundos de Parral y Bulnes, junto con un inmenso arsenal. Sin embargo, su contenido es mayormente desconocido, pues el juez Jorge Zepeda les aplicó la Ley de Inteligencia, por lo que solo algunos retazos de estas se han ido conociendo a través de diversos fallos judiciales.

Así, en el expediente por el crimen de Horman, Seewald declaró haber elaborado una ficha acerca del capitán de Inteligencia Naval Raúl Monsalve Poblete, quien era el enlace entre el Ministerio de Defensa chileno y la misión militar norteamericana. Esa ficha se refiere a una visita efectuada el 18 de octubre de 1973 (poco después de los homicidios de Horman y Teruggi) por Monsalve al recinto de Parral, donde llegó acompañado «de dos extranjeros» que, según él, andaban buscando nazis (como comentario al margen, si eso era cierto, claramente aquel era el mejor lugar para encontrarlos).

Riguroso como todos los alemanes de la colonia, en la ficha Seewald incluyó una foto, tomada clandestinamente desde el carné de identidad que presentó en el control de acceso, detalla el fallo[171].

El documento, además, identificaba a la perfección al oficial chileno, señalando sus nombres, apellidos, grado, dirección y teléfonos, relatando además por qué se encontraba allí.

De acuerdo al escrito, Monsalve iba de camino a Talcahuano con dos extranjeros a quienes identificó como un inglés con residencia en EE.UU. y un irlandés, aunque al final se precisa que ambos eran «del servicio secreto norteamericano».

Al arribo de los tres al recinto de los alemanes apareció también el mayor Fernando Gómez Segovia, el oficial encargado de la oficina de la DINA en Parral (donde dicha policía secreta funcionaba en una casa que era propiedad de la colonia)[172].

En el pronunciamiento judicial se citan además otras dos fichas secretas de la colonia, pero escritas por René Muñoz Alarcón, el famoso encapuchado del Estadio Nacional, que en junio de 1977 denunció ante la Vicaría de la Solidaridad el uso de la colonia como centro de detención y tortura, luego de lo cual murió apuñalado, en un acto meramente delincuencial, de acuerdo a las autoridades de la época.

Sin embargo, quizá más extraños aún son cuatro de los cables desclasificados de Estados Unidos que el juez Zepeda citó en el mismo fallo, y que también dan cuenta de un maridaje entre distintos servicios de inteligencia y la colonia.

El primero es un memo[173] enviado por el agregado del FBI en Bonn al director de ese organismo en Washington, el 28 de noviembre de 1972, que bajo el título de «subversivo» narra que hasta el cuartel que poseía en Heidelberg (Alemania) el Destacamento 66 del Cuerpo de Contrainteligencia del Ejército norteamericano (CIC), se acercó un informante que poseía «amplios contactos en Alemania y Estados Unidos».

Luego se menciona algo ininteligible (por los borrones) y después se señala algo relativo a Londres, tras lo cual aparece el nombre de «FRANK TERUGGI», y su dirección [sic]: «Hernan Cortes 2575, Santiago, Chile».

Es síntesis, lo que se logra entender de dicho cable implica que alguien en Alemania, que por cierto tenía envidiables contactos en Chile, había entregado a la inteligencia del Ejército de EE.UU. en una base de Heidelberg (a 160 kilómetros de Siegburg, la matriz de Colonia Dignidad) la identidad de un «subversivo» norteamericano que residía en Santiago.

El informante, sin embargo, no se limitó a ello: «Describió a TERUGGI como un americano entonces en Chile editando un periódico llamado FIN, de información chilena para la izquierda americana. Está estrechamente asociado con el grupo del área de Chicago de Liberación de las Américas (CGLAS)».

Un segundo documento[174], curiosamente de fecha anterior (es probable que el primero haya sido una copia o una ampliación de un original); es decir, del 25 de octubre de 1972, reitera la necesidad de investigar sobre Teruggi. Su último párrafo comienza diciendo «esta información viene de…» y luego hay un borrón de varias líneas, al final del cual se agrega que «la naturaleza de esto, no obstante, nunca debe ser mencionada fuera del FBI».

Ese mismo 25 de octubre figura como la fecha de un nuevo cable[175], que señalaba que «otra agencia del gobierno de Estados Unidos conduce investigaciones de seguridad, del tipo de las advertidas durante el mes de julio de 1972», refiriéndose a quien entregó el nombre y dirección de Teruggi; es decir, otra agencia de inteligencia también lo estaba investigando, presuntamente por sus actividades en Chile. El texto concluye con una advertencia: «Fuentes y métodos sensitivos involucrados».

El FBI estaba definitivamente interesado en la fuente original. Así lo demuestra el último cable, del 14 de diciembre de 1974 y enviado desde la oficina del FBI de Chicago al director de ese organismo[176], que detalla que hubo cuatro intentos negativos por contactar a la fuente, entre el 4 y el 7 de diciembre de 1972.

 

NEXOS VARIOS

 

El caso y sus implicancias, especialmente respecto de quiénes estaban involucrados en él, es quizá la demostración más prístina de la forma en que actuaban los servicios de inteligencia de EE.UU. (incluyendo a la CIA) en Chile y también cómo la inteligencia chilena funcionaba en el exterior, si se tienen por ciertos los dichos de González Berdugo. Este aseguró en la entrevista con los periodistas estadounidenses que en 1969, como funcionario de inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional, fue enviado en calidad de agente encubierto a EE.UU.: «Trabajaba la mitad del día en el Consulado chileno de Nueva York, y el resto del día trabajaba en la misión económica chilena… esto es Corfo, para el servicio de inteligencia chileno»[177].

De acuerdo a su testimonio, existía una clara interconexión entre los militares chilenos y los servicios secretos de EE.UU., al punto que aseveró que estando aún en Estados Unidos, hacia 1971, el entonces agregado militar de Chile en Washington, el general Ernesto Baeza (que tras el 11 de septiembre de 1973 fue designado como director de Investigaciones) le dio a entender que vendría un golpe de Estado.

Las declaraciones de González poseían también un componente de aparente paranoia que muchas veces hizo dudar a sus interrogadores. A los reporteros, por ejemplo, les dijo que «desde 1960 la CIA tiene un grupo en Chile», comandado por un ex policía chileno, el cual, según él, lo perseguía «día y noche». De acuerdo a su historia, en Estados Unidos denunció cómo desde allí se estaba realizando un sabotaje económico en contra del gobierno de Allende a través de la oficina de la Corfo, «así es que la CIA, para saber todo lo que yo estaba haciendo, secuestró… secuestró a mi mujer», luego de lo cual, según él, la habrían hipnotizado para obtener información sobre sus actividades. En una entrevista posterior, con oficiales del Consulado de EE.UU., aseveró que a fines de los años sesenta el supuesto grupo de la CIA en Chile lo seguía e interceptaba su correspondencia[178].

En relación al supuesto secuestro de su esposa afirmó que había ocurrido hacia el 69 o 70, y que luego de ello, en Nueva York, desconocidos habían «dado vuelta» su casa varias veces y «el vehículo también; levantaron hasta las gomas del auto, todo».

Dos oficiales consulares de EE.UU. (Charles Stout y Josiah Brownell) que lo entrevistaron en la Embajada de Italia le preguntaron si no lo parecía demasiado curiosa su historia, y González replicó con toda calma que no había nada de raro en que alguien fuera secuestrado e hipnotizado: «Yo no lo veo tan curioso. Aquí la DINA ha hecho lo mismo con mucha gente», explicó, sin entrar en mayores detalles, aunque ciertamente estaba en conocimiento de la existencia de Osvaldo Pincetti Gac, también conocido como «el doctor tormento», el hipnotizador a través del cual la DINA obtenía confesiones bajo la administración de sicotrópicos o por medio de algún tipo de hipnosis a la cual Pincetti (un ex locutor radial sin estudios formales de ningún tipo) sometía a sus víctimas, tarea que ejercía de preferencia en los subterráneos de Colonia Dignidad, muchas veces haciendo pareja con uno de los más célebres torturadores de la policía secreta de Pinochet, Osvaldo Romo.

Tras el fin de la DINA, Pincetti fue incorporado a su continuadora, la CNI, y allí participó en el montaje a través del cual el carpintero Juan Alegría Mundaca escribió una carta «confesando» ser el asesino del líder sindical Tucapel Jiménez (muerto en 1982 por la CNI), después de lo cual fue asesinado, en un burdo crimen que la CNI intentó hacer pasar por suicidio.

Por cierto, González no solo sabía lo que hacía la DINA respecto de sus experimentos hipnóticos, sino que también es posible que conociera parte del programa MKUltra, referido a los planes de la CIA (a principios de los años cincuenta y en el peak de la paranoia anticomunista) para desarrollar estrategias de control mental, algo que por muchos años se especuló que era una fantasía de los detractores de la agencia de inteligencia, hasta que ella misma desclasificó los documentos que comprobaban que el programa había existido.

Otro dato que González aportó en las entrevistas y que en dicho momento parecía tener un componente de fantasía era algo que dijo a los periodistas: que existía un estrecho contacto entre los ejércitos de América Latina. Casi 20 años después aparecerían en Paraguay los primeros documentos que comprobaban la existencia de la llamada «Operación Cóndor», y años más tarde agencias como la CIA y la DIA harían también su aporte a la reconstrucción histórica de aquellos años, desclasificando documentos que no solo comprobaron la existencia de dicha organización, sino también que Estados Unidos estaba al tanto de ella y que la misma se encontraba detrás del crimen en Washington (en septiembre de 1976) de Orlando Letelier y su secretaria, Ronnie Moffit, lo que implicó el fin de la tolerancia de Estados Unidos hacia el régimen militar.

Y no fue lo único. La mención más directa a la función de la CIA en aquellos años en Chile la efectuó también el ministro Zepeda en el fallo sobre el caso Horman, haciendo referencia a los documentos desclasificados conocidos como «las joyas de la familia», que fueron mantenidos en secreto hasta 2007 y que abarcan en su mayoría información relativa a los esfuerzos anticomunistas de la CIA en América Latina, entre 1953 y 1973.

Entre los programas que se contienen en el legado de documentos de «las joyas de la familia», existía uno que poseía el cinematográfico nombre de «MHCHAOS», también conocido como «la Operación Caos», que erróneamente se menciona en diversos sitios web como un sistema de espionaje doméstico (dentro de EE.UU.), cuando en realidad la misma CIA especifica que se trataba de algo mucho más amplio: «el programa MHCHAOS es un programa mundial para recolectar información en el exterior sobre esfuerzos para apoyar/alentar/explotar/manipular extremistas domésticos de EE.UU., especialmente por Cuba, China comunista, Vietnam del Norte, la Unión Soviética, Corea del Norte y los fedayines árabes»[179].

Dirigido por Helms, el programa Caos trabajaba en directa relación con el FBI, seleccionando «blancos domésticos» (como Teruggi) que viajaban a otros países, donde la CIA asumía su vigilancia. El creador de este programa, uno de los más secretos que ha tenido la CIA, fue nada menos que Thomas Karamessines, siguiendo instrucciones de Helms.

De acuerdo a la misma CIA, en función de lo anterior llegaron a tener cerca de 20 «áreas importantes de interés operacional», pero hacia julio de 1973 estas se habían reducido a 10: París, Estocolmo, Bruselas, Dar es Salaam, Conakry, Argel, Ciudad de México, Ottawa, Hong Kong… y Santiago de Chile.

La información «de particular significancia» se entregaba, por parte del director de la CIA, directamente a Henry Kissinger, así como al fiscal general de EE.UU., el secretario de Estado y el director del FBI.

 

INTELIGENCIA POLÍTICA

 

Pese a lo que se puede atisbar en función de las investigaciones del caso Horman, las declaraciones de González Berdugo y los mismos documentos de la CIA y el FBI, la imagen que arroja la CIA sobre su actuación en Chile entre 1970 y 1973 es muy distinta, y apunta a dibujar una Estación de Santiago más que nada preocupada del proceso político en términos casi teóricos, en vez de operacionales.

Incluso, la que ha sido considerada como una de las fuentes más fiables al respecto, el Informe Church, también es escaso en ello, pues respecto de lo netamente operacional señala que «la CIA suministró a Patria y Libertad 38.000 dólares a través de un tercer partido durante el periodo del plan Track II, en un intento por crear tensión y un posible pretexto para una intervención de los militares chilenos. Después de que Allende tomara el cargo, la CIA ocasionalmente suministró pequeñas sumas a través de terceros partidos para manifestaciones o actividades específicas de propaganda. Estos desembolsos, cerca de siete mil dólares en total, finalizaron en 1971. Es posible que los fondos de la CIA dados a partidos políticos llegaran a Patria y Libertad y a un grupo similar, la Brigada Rolando Matus, dada la estrecha relación entre los partidos y estas organizaciones», señala el reporte, aludiendo en forma muy elegante al Partido Nacional.

Después del 4 de noviembre de 1970, Richard Nixon exigió las cabezas de todos los agentes que no habían logrado evitar el ascenso de Allende y, como ya está relatado, el principal afectado fue Henry Hecksher, quien fue reemplazado a fines de diciembre de 1970 por Ray Warren, un hombre de cuyo pasado se conoce muy poco, salvo que había vivido en Chile en los años cincuenta, al igual que David A. Phillips, que era un veterano de Guatemala, que había trabajado en la Estación de Bolivia y que antes de regresar a Chile se había desempeñado en la División Hemisferio Occidental, como subjefe de la misma. Es decir, era un hombre de una gran importancia jerárquica dentro de la organización. Hecksher, en tanto, sobrevivió un par de meses más en Washington, hasta que pasó a retiro a principios de 1971.

De los demás implicados en la fuerza de tareas anti Allende solo sobrevivieron el segundo hombre de la Estación de la CIA en Santiago, Harry Schlaudeman; el inefable Tom Karamessines, William Broe y David Atlee Phillips, quien fue enviado como jefe de Estación a Caracas, desde donde seguía preocupado del tema chileno.

Los demás funcionarios fueron redestinados o dados de baja. Asimismo, hubo un nombramiento que hace difícil pensar que durante dicho periodo la CIA se haya dedicado en Santiago solo a sacar cuentas de las mesas de votos en Conchalí o Curicó, y fue la destinación de Theodore Shackley como jefe de la División Hemisferio Occidental y, por ende, a cargo de lo que sucediera en Chile. Shackley asumió hacia marzo de 1972 en dicha posición y estuvo en ella hasta junio de 1973, aproximadamente, fecha en la cual fue reemplazado por David A. Phillips.

Shackley también era un veterano de la CIA que había trabajado en Berlín en los primeros años de la Guerra Fría, tras lo cual se desempeñó durante tres años como jefe de la Estación de la CIA en Miami, entre 1962 y 1965, la que llegó a ser una de las bases operativas más grandes de La Compañía, debido a que desde allí dirigían las operaciones en contra de Fidel Castro, incluyendo varios intentos de homicidio, detallados años después en «las joyas de la familia».

Posteriormente, Shackley estuvo a cargo de las operaciones secretas en Laos (donde trabajó, entre otros personajes, con Félix Rodríguez, el agente de la CIA que en 1967 estaría a cargo de la operación que culminó con la muerte de Ernesto Che Guevara) y más tarde fue jefe de operaciones encubiertas en Vietnam. En síntesis, se trataba de un hombre fogueado en operaciones clandestinas, «negras», en la jerga de la agencia, y poco amigo del trabajo de escritorio. Su perfil, además, demuestra qué es lo que estaba buscando Nixon: un anticomunista convencido, que pudiera concretar a como diera lugar las instrucción que la CIA había recibido respecto de Allende.

Del mismo modo, a la Estación de Santiago se agregaron también otros agentes con experiencia, como Frederick Latrash, que había trabajado en Guatemala y Ghana, Jack Devine (quien llegó a ser jefe de operaciones en Afganistán), Jonathan Hanke y James Anderson, que pese a su cargo como oficial consular, es sindicado por diferentes fuentes como agente de la CIA, según relata Prados.

Richard Helms, en tanto, logró sortear la furia de Nixon por un par de años, pero finalmente terminó por salir de la CIA en febrero de 1973, cuando entró en severas disputas con el presidente a consecuencias del caso Watergate. Helms fue enviado como embajador a Irán y su entonces segundo, Tom Karamessines, también debió irse a retiro. La llegada a la cabeza de la CIA de James Schlesinger, que duró solo hasta julio de ese mismo año, y la subsecuente designación de William Colby, significó que se produjeran varios cambios más. A mediados de 1973 y luego de la designación de Phillips como jefe de la División Hemisferio Occidental, Shackley asumió como segundo jefe de operaciones de la agencia, y en 1976, George Bush padre lo designó director de operaciones encubiertas.

Pese al currículo operativo de todos quienes encabezaron las acciones en Chile durante la época de Allende, de lo que se ha desclasificado hasta ahora queda la impresión de que el trabajo de la CIA por esas fechas estuvo prácticamente limitado a la propaganda y la política, especialmente en lo referido a un extenso plan destinado a financiar a los partidos Nacional, Demócrata Cristiano y Radical Democrático, respecto de lo cual confeccionó unos extensos y detallados reportes sobre cada elección que hubo en el Chile de Allende, con minuciosos análisis sobre las alternativas electorales de cada candidato, los escenarios de los partidos, etc.

Lo anterior no cuadra mucho no solo con el perfil de los oficiales a cargo, sino con buena parte de la documentación desclasificada, que muestra una preocupación extrema por lo que ocurría en Chile. Un paper del 3 de noviembre de 1970, redactado en la CIA horas antes de la asunción de Allende, describía que lo que sucedería tras ello es que el nuevo presidente intentaría «establecer en Chile, tan pronto como sea posible, un sistema autoritario, siguiendo principios marxistas»[180].

El asunto era tan grave, creían en la CIA, que el gobierno de Allende «representará un potencial peligro a la seguridad del hemisferio occidental, en la medida que desarrolle lazos militares con los poderes comunistas». Por ende, algo había que hacer, y en el punto III del mismo documento se detallaban varias opciones. Además de que estimaban necesario enviar un saludo rutinario de felicitaciones, a continuación pensaban que una opción para debilitar al nuevo presidente era exacerbar las fricciones entre los elementos moderados y radicales dentro del gobierno de Allende.

Otras posibilidades (eran decenas) se referían a mantener relaciones cercanas con los militares chilenos, «dejándoles saber que queremos cooperar con ellos», desincentivar las inversiones privadas en Chile, mantener «supervigilancia» de los barcos chilenos que pasaran por el canal de Panamá, e incluso aumentar «dramáticamente» la oferta de ayuda militar a otros países del área, lo que incluía vender cazas F-4 a Argentina «en términos favorables» y apoyar a ese país en el diferendo por las islas del canal Beagle, así como aumentar la oferta de ayuda en seguridad interna a Uruguay, Paraguay y «posiblemente» Bolivia, basándose en la amenaza de la exportación de subversión desde Chile.

Quizás en función de ello, se retomó de inmediato el trabajo hacia los militares. El 6 de noviembre de 1970 se despachó un informe desde Santiago a Washington, en el cual se relata la confianza que existía en el Ejército en su nuevo comandante en jefe, Carlos Prats, especialmente entre los mayores y los coroneles, los cuales, aseveraba el texto, «creen que Prats alberga ambiciones de convertirse en presidente»[181].

Dicha opinión parecía compartirla a cabalidad Richard Helms, quien ese mismo día se presentó a una sesión del NSC, donde leyó un borrador que señalaba, entre muchas otras cosas, que algunos oficiales jóvenes consideraban a Prats como el mejor líder en contra de Allende[182].

En la misma oportunidad, y en concordancia con las sugerencias del documento de la CIA sobre las opciones para Chile, aseguró que «una fuente confiable nos reportó que a fines de octubre Allende prometió a representantes de los grupos guerrilleros de América Latina que Chile se convertirá en un centro de apoyo para ellos tan pronto como esté firme en el poder».

Otro documento de noviembre muestra también que se estaban preparando acciones sicológicas que no aparecen mencionadas en ninguna otra parte, a juzgar por un documento en el cual se informa a Warren que se quieren obtener cintas en las cuales Allende hablara sobre libertades democráticas: «Estas cintas serán almacenadas en los cuarteles centrales y así podrán ser posteriormente retransmitidas al público chileno. Las requerimos ahora, cuando son corrientes y están presumiblemente disponibles»[183].

 

LOS FANTASMAS CUBANOS Y LOS PROPIOS

 

La exportación de la guerrilla desde Cuba a Chile era una temática que desvelaba a la CIA, fuera real o no, y a los pocos días de que Allende asumiera el poder ya estaban preocupados de ella.

Un documento sin fecha exacta (pero de noviembre de 1970) señala que ya se habían enviado «expertos cubanos en seguridad» a Chile[184] y además se agregaba que Beatriz Allende, la hija de Allende que trabajaba más estrechamente con él, se había casado con un diplomático cubano: Luis Fernández de Oña (agente de inteligencia cubano, en realidad). El dato parece fuera de contexto, pero «Tati» Allende, como la llamaban, no solo fungía como una suerte de secretaria personal de su padre, sino que nadie desconocía la cercanía que poseía con el MIR.

En otro análisis enviado directamente a Henry Kissinger, titulado «Chilean facilitation of subversive activities in Latin America»[185], se detalla que si bien el gobierno de Allende estaba más que nada preocupado de asumir efectivamente el poder, «el hecho de que Chile posea un gobierno marxista será potencialmente útil tanto para las actividades subversivas soviéticas como cubanas a través de América Latina». De acuerdo a este informe, Fidel Castro necesitaba una base de apoyo para extender la insurgencia por el continente, lo que «quedó de manifiesto en 1968, tras la muerte de Che Guevara en Bolivia, cuando Allende asistió a tres cubanos sobrevivientes de su grupo cuando ellos y guías nativos escaparon desde Bolivia a la frontera chilena. Allende personalmente acompañó a los guerrilleros tan lejos como Tahití, en su vuelo de regreso a Cuba», recordaba el texto, que también proyectaba otro tipo de posibles situaciones: «Las instalaciones, privilegios y protección de embajadas chilenas en diversos países podrían ser muy útiles para aquellos implicados en actividades subversivas, y es improbable que los embajadores nombrados por Allende interfieran».

En este documento aparece una de las pocas menciones realizadas directamente por la CIA al poeta Pablo Neruda. Indicando que acababa de ser nombrado embajador en París, se le caracterizaba como «poeta, activista de la paz y candidato al Premio Nobel» y se aseveraba que dicha capital era «un punto clave en el tránsito, apoyo y contacto para los agentes chilenos».

La CIA creía, asimismo, que la Unión Soviética tenía un especial interés en Chile, debido a que querían convertirlo «en un ejemplo para otros movimientos marxistas latinoamericanos» y porque estaban interesados en utilizar el país como plataforma para expandir las actividades de Aeroflot y de los barcos soviéticos, pero además para establecer «estaciones climatológicas» y «estaciones de exploración antártica» en diversas partes, aunque estimaban que no ingresarían de lleno a proveer de armas a Chile.

La CIA se preguntaba cuántos agentes de los servicios secretos rusos (denominados genéricamente «RIS» en los cables estadounidenses, por Russian Intelligence Services) habría ya en Chile a fines de 1970, los cuales, creía la agencia, se dedicarían principalmente a «desenmascarar» oficiales de la CIA y complots de esta contra el nuevo gobierno.

Sin atreverse con una cifra, el informe decía que «el número total de los oficiales del RIS en Chile crecerá lenta pero firmemente. El RIS buscará todas las formas posibles de ensuciar el nombre de la CIA y Estados Unidos, incluyendo culpar a la CIA por posibles intentos de homicidio contra Allende y otros, y de cualesquiera otros actos violentos que puedan cometerse contra el nuevo gobierno».

Probablemente teniendo en cuenta la misma operatoria que la fuerza de tareas de Langley ejecutó para evitar la asunción del poder del nuevo presidente, se especificaba también que «el principal esfuerzo del RIS en Chile dentro de los próximos años será utilizar varios tipos de contactos, colaboradores, penetraciones y agentes para influenciar al más alto nivel posible a figuras clave dentro del gobierno chileno. Se puede esperar que el RIS planee y ejecute acciones políticas operacionales discretas. El RIS buscará explotar y desarrollar nuevos agentes de influencia y de importancia, para asegurarse de que la victoria marxista de Allende permanezca como una victoria y siente las bases para un desarrollo político similar en América Latina».

Así como la CIA estaba extremadamente preocupada sobre los servicios secretos de la URSS, tampoco desconocía lo que ocurría en Chile al otro extremo del espectro político: «En orden a contrarrestar al grupo chileno izquierdista Movimiento de Independencia Revolucionaria, MIR [sic] se ha establecido una organización terrorista de extrema derecha. Esta es, de hecho, responsable de la mayoría de los recientes bombazos que ocurrieron en Santiago previo a la confirmación de Allende como presidente electo», observaba un cable de la CIA, en referencia a las bombas instaladas por el grupo Patria y Libertad[186].

Además de esas preocupaciones, la Estación de la CIA en Santiago se enfrentaba a sus propios fantasmas. A fines de noviembre, ya sabían positivamente[187] que los oficiales de la Policía de Investigaciones encargados de las pesquisas por el crimen de Schneider habían determinado con bastante exactitud toda la trama que implicaba a miembros del Partido Demócrata Cristiano en los hechos previos a la asunción de Allende, así como habían llegado a la conclusión de que el homicidio «había sido planeado por grupos internacionales, particularmente el gobierno de Estados Unidos, para evitar la asunción de Allende al poder. Este segundo plan, que habría utilizado cubanos exiliados para reclutar individuos a nombre de Viaux para el intento de secuestro, es el que los investigadores del gobierno creen que terminó con el asesinato de Schneider»[188].

Igualmente, la CIA sabía que el MIR estaba detrás de sus pasos: «El Movimiento de Izquierda Revolucionaria ha provisto información a la nueva organización chilena de contraespionaje, sobre la participación de americanos en la conspiración golpista para evitar la asunción de Salvador Allende a la presidencia», decía otro cable, en el cual constaba además que «el presidente Allende se ha convencido, basado en esta información, que la conspiración derechista para negarle la presidencia fue concebida fuera de Chile y que fue apoyada por la Agencia Central de Inteligencia»[189].

 

PRENSA Y PROPAGANDA

 

El trabajo de propaganda realizado por la CIA en Chile para evitar la asunción de Allende fue de una gran extensión y vastedad y sus detalles no se conocen aún del todo, pero es posible tener una idea al respecto debido a la forma en que los mismos agentes se vanagloriaban de ellos en un informe de la fuerza de tareas en Chile, relativo a lo obrado entre el 15 de septiembre y el 3 de noviembre de 1970: «La magnitud de la campaña de propaganda montada durante este periodo de seis semanas en la prensa de América Latina y Europa —fuera de Estados Unidos, las dos áreas «laterales» con gran influencia, por mucho, en Chile— es evidente desde el hecho de que solo recuentos parciales muestran 726 artículos, emisiones, editoriales y artículos similares, como resultado directo de la actividad de la agencia. No se sabe cuántos de estos ítems fueron replicados»[190].

Un hecho especialmente significativo para la CIA fue la ya mencionada nota aparecida en la portada de la revista Time, el 12 de octubre (ver capítulo 3), sobre la cual se señala en el reporte de la fuerza de tareas que había sido confeccionada en gran parte gracias a «material escrito y briefings provistos por la CIA».

Del mismo modo, se dejó constancia que «el corresponsal de Time en Chile, que estaba proveyendo mucho del material de contexto para la historia, aparentemente aceptó las protestas de Allende», pero al final lo que se publicó fue considerado por el entonces presidente electo como un llamado abierto «a una invasión de Chile».

Asimismo, existía una gran satisfacción respecto de lo obrado en cuanto a un «programa de periodistas» que implementó La Compañía durante aquellas seis semanas, el cual estaba integrado por «agentes reales y otros» que viajaron a Chile para reportar desde acá.

Un resumen indicaba que «hacia el 28 de septiembre la CIA había puesto en Chile, o tenía en ruta allá, a 15 periodistas agentes de 10 países diferentes. Este cuadro se suplementaba con 8 periodistas más de 5 países, bajo la dirección de agentes de alto nivel que tenían, en una gran parte, capacidades gerenciales en el campo de los medios»[191].

De acuerdo a la explicación de la agencia, lo anterior obedeció a la necesidad de contrarrestar la campaña realizada por las fuerzas allendistas en contra de El Mercurio, producto de lo cual Allende «decidió ser más circunspecto. Para el 25 de septiembre había virtualmente cesado la intimidación fuerte a la prensa», decía el informe, que sin embargo afirmaba que «Allende mostró su poder» presionando a El Mercurio y que este, luego de aquello, permaneció prácticamente «mudo».

También, la CIA implementó en ese periodo un periódico underground, que se distribuía por correo, financió «un periódico nuevo, aunque pequeño», subsidió a un grupo anti Allende que emitía un programa de radio y envió artículos publicados en el extranjero al presidente Frei, su esposa, líderes militares y periodistas chilenos.

Todo ello, en opinión de la CIA, «mantuvo viva la voz de la oposición dentro de Chile, para los propósitos del golpe, durante las semanas finales de este periodo».

No obstante, a poco de haber asumido Allende, la agencia pintaba un cuadro bastante catastrófico de la prensa en Chile.

Para el 16 de diciembre de 1970, un cable enviado desde Santiago analizaba el escenario de la prensa en el país, estimando que «las fuerzas izquierdistas de la Unidad Popular se han movido rápidamente para consolidar influencia y control sobre el amplio espectro de los medios chilenos»[192], aseverando que lo anterior obedecía a un fenómeno de infiltración planificado con anterioridad y que, en gran parte, a juicio de la CIA, obedecía supuestamente a la Escuela de Periodismo de la Universidad de Chile, pues de allí estimaban que provenía la mayoría de los «marxistas» que controlaban los medios y los principales sindicatos vinculados al sector.

El informe asevera que «los dueños de radios en Chile han sido tradicionalmente insensibles a las quejas de los trabajadores. Pagan salarios bajos y frecuentemente dan poca atención a la administración diaria de las estaciones. Ahora, confrontados por las presiones de sindicatos/empleados, más la amenaza potencial del gobierno, los dueños están cayendo muy rápidamente en la postura del nuevo gobierno».

De las radios chilenas se indicaba que la de mayor audiencia era Portales, «de izquierda pero independiente en postura», financieramente sólida y propiedad de la familia Tarud «y otros intereses árabes». Le seguían Minería («fuertemente anticomunista», gerenciada por Luis Hernán Videla y orientada hacia la DC) y Cooperativa, que «apoyó la campaña de Alessandri, pero ahora parece estar adaptándose a las presiones políticas/económicas para adoptar una línea más blanda». Difiriendo notablemente de lo que sería más tarde Cooperativa, en la época de la dictadura, la CIA la definía como una estación «virtualmente apolítica».

Luego venían Radio Nuevo Mundo, formada por trabajadores y que «responde totalmente a la línea política de la UP», y Magallanes, «considerada virtual portavoz de la UP, su voz semioficial».

Además, se analizaba a las radios Agricultura, Corporación y Balmaceda. De la primera, propiedad de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA), se indicaba que era «el primer ejemplo de la infiltración izquierdista desde abajo. Su actual departamento de prensa es probablemente el más izquierdista de cualquier estación de radio, situación que se desarrolló durante varios años en que la política oficial de la radio era anticomunista».

Sobre Radio Corporación, propiedad de El Mercurio, el juicio también era más que crítico. A juicio de la CIA en Santiago, se había convertido «progresivamente en un producto político blando». Finalmente, en cuanto a Balmaceda, se detallaba que «anteriormente (era) de orientación política de extrema derecha, que refleja los intereses de los propietarios, los magnates industriales Yarur. Tiene un buen departamento de prensa, pero ahora se ha convertido en apolítica. Hay insistentes rumores de que la UP está interesada en tomar la estación».

En cuanto a los diarios, la CIA estimaba que Clarín, el principal medio de izquierda, tenía una circulación de entre 120 y 200 mil ejemplares, los domingos. «Actualmente se encuentra mucho material de Prensa Latina (la agencia cubana de noticias) en el Clarín. Su equipo incluye a varios simpatizantes del MIR», se precisaba. Entre la otra prensa pro UP se identifica a diarios mucho menores en circulación, entre ellos Última hora, El Siglo, Puro Chile y, al final, con 15 mil ejemplares, La Nación.

Entre los diarios no gobiernistas, El Mercurio seguía siendo el más importante, con una circulación de 140 mil diarios «debido en parte a su actual postura apolítica hacia el régimen de Allende», seguido por La Tercera, con 90 mil, del cual los agentes de la CIA estimaban que estaba adoptando una actitud favorable hacia el régimen de Allende. En otro informe de la CIA, de 1972, se calificaba al entonces propietario de La Tercera, el radical y ex ministro de Hacienda Germán Picó Cañas, como «el pro Allende» dueño de dicho medio comunicación[193]. Los otros diarios no allendistas eran el demócrata cristiano La Prensa, con 30 mil ejemplares, y Las Últimas Noticias, con 40 mil.

En el campo de la televisión, Canal 7 era, obviamente, controlado por el gobierno, pero con una fuerte presencia de militantes de la DC en su interior. El periodista Augusto Olivares, amigo de Allende, había sido nombrado director interino (pues el Congreso debía ratificarlo).

El Canal 9, hoy día Chilevisión (propiedad de Turner TV), pertenecía en ese momento a la Universidad de Chile y según la CIA estaba «dominado por simpatizantes de la UP, incluyendo una fuerte influencia del MIR. El canal está en una mala condición financiera, sin embargo, tienen la certeza de que el gobierno de la UP lo mantendrá solvente».

En cuanto a Canal 13, el único de abierta oposición a Allende, se creía que «está dominado por elementos del MAPU, con muy poca influencia del PDC. La mayoría del personal es simpatizante de la UP, pero es posible que algunos elementos de la DC puedan mantener una modesta oposición a la UP».

De acuerdo a alguien que conversó con la gente de la CIA en calle Agustinas, debido a la influencia del gobierno, muchos medios estaban cayendo en la autocensura, siendo «timoratos» e intentando «no ofender» al gobierno, lo que, a juicio de la fuente, era especialmente notorio en los dueños de pequeñas estaciones de radio. Quizá lo más irónico de todo esto es que la misma fuente opinaba derechamente que el gobierno de Allende no poseía una estrategia de comunicaciones definida.

Para la CIA, el nudo de la prensa marxista en Chile era la oficina local de la agencia cubana Prensa Latina, a la que pronto se sumó TASS, la agencia soviética de noticias, que comenzó a dar cobertura internacional al gobierno de Allende a fines de 1970. Una nota del 7 de diciembre, emitida por la oficina de TASS en Chile, acusó a la Sociedad Interamericana de la Prensa (SIP) de apoyar «la propaganda reaccionaria internacional»[194] dirigida contra Allende. Una semana antes, el diario ruso Pravda entrevistó a Luis Corvalán, quien hablaba allí de la importancia del ejemplo chileno para otros países.

En función de todo lo anterior, Estados Unidos aprobó posteriormente al menos dos «apoyos» económicos para El Mercurio. De acuerdo a un memo de William Broe, el 14 de septiembre de 1971, el presidente Nixon informó a Henry Kissinger que había aprobado la entrega de 700 mil dólares para dicho diario.

«El presidente —decía Broe— desea ver que el diario siga funcionando y el monto estipulado podría excederse si fuera útil para servir a ese propósito»[195]. Según Broe, las estimaciones de Richard Helms indicaban que el dinero necesario para garantizar que el periódico pudiera seguir funcionando era cercano al millón de dólares.

Poco más de medio año después, en abril de 1972, Theodore Shackley, que ya ocupaba el cargo de jefe de la División Hemisferio Occidental de la CIA, enviaba otro memo a Richard Helms, en el cual le pedía otros 965 mil dólares para el matutino, «cuya existencia se considera esencial durante el periodo previo a las elecciones parlamentarias de marzo de 1973»[196].

Según Shackley, «El Mercurio seguirá siendo vulnerable a varias formas de hostigamiento gubernamental, incluyendo ataques físicos. Si Allende está determinado a silenciar El Mercurio, probablemente encontrará los medios (para hacerlo) con alguna semblanza de legalidad, independiente del monto de apoyo financiero que el gobierno de Estados Unidos pueda proveer».








 

Capítulo 5

 

Dinero y poder











 

A fines de diciembre de 1970, la CIA comenzó a debatir internamente sobre el apoyo económico para los partidos de la oposición. Un cable enviado desde la Estación de Santiago a Washington destacaba la necesidad de apoyar a la Democracia Cristiana y al Partido Nacional en vistas de las elecciones de municipales de 1971 y de implementar programas de acción encubierta «diseñados para debilitar al gobierno de la Unidad Popular»[197].

También estimaban en Agustinas que era necesario «exacerbar sospechas mutuas y fricciones» entre los partidos Comunista y Socialista, y entre el Comunista y el MIR, teniendo en cuenta el incidente que se había producido a principios de diciembre en Concepción, donde militantes comunistas asesinaron al estudiante Arnoldo Ríos, del MIR, en un conflicto que causó conmoción nacional y en el cual medió el propio Allende, con el fin de calmar un poco los ánimos.

Con todo ello en cuenta, en Washington se aprobó un programa de acción encubierta en cuya confección participó activamente el embajador Edward Korry, que se basaba en el apoyo financiero a los dos partidos mencionados, más la Democracia Radical, y —tal como se había propuesto— en «explotar las tensiones y rivalidades entre los partidos al interior de la Unidad Popular»[198].

La CIA, sin aún entender muy bien de qué se trataba, estaba ya al tanto de que «Allende está usando en Chile expertos cubanos en inteligencia y seguridad para crear una nueva organización de contraespionaje», en referencia a lo que después se conocería como el GAP, el Grupo de Amigos Personales. En función de ello, la fuerza de tareas opinaba que «los cubanos ahora tienen carta blanca para entrar a Chile sin visas u otra documentación».

De acuerdo a los antecedentes que manejaba la Estación de Santiago, tras su elección Allende supuestamente se había acercado secretamente al Partido Nacional «para pedir apoyo para su revolución nacionalista y en sus esfuerzos contra la dominación en su gobierno del Partido Comunista». También acusaban a Allende de «haber fomentado la disensión dentro del Partido Demócrata Cristiano, al apelar al ala izquierda de dicho partido por cooperación y entendimiento, lanzando al mismo tiempo una campaña de calumnias contra el ex presidente Frei y otros del espectro centro del partido».

Pese a ello, en el análisis de la CIA quedaba claro que la UP estaba unida y que «el PCCH es el mayor, mejor organizado y disciplinado grupo dentro de la UP y es irrespetuoso de los planes de Allende y sus intenciones para Chile». En este contexto, la inteligencia norteamericana creía que Allende estaba claro respecto del peligro que supuestamente representaban los comunistas para él, y por ello se había aliado de algún modo con el MIR, en lo que calificaban como «un noviazgo post elecciones». Igualmente, pensaban que en el caso de las Fuerzas Armadas, estas solo planearían el derrocamiento si había un respaldo político «con fuerte apoyo ciudadano».

Un cable del 19 de enero, dirigido al director de la CIA y enviado por William Broe, daba cuenta de que ya se había informado de la propuesta de acción política al Comité de los 40. Posteriormente, casi un mes más tarde, se aprobaron 1.240.000 dólares para financiar a los partidos en miras a las municipales de abril[199].

La CIA sabía bastante bien que sería muy difícil derrotar a la UP en el plano de los votos, especialmente por las medidas que esta comenzaba a implementar. Una encuesta del Partido Nacional mostraba que para las elecciones de abril el gobierno tenía un 52% de apoyo y que «las razones dadas por las personas que favorecerían al presente gobierno fueron: el medio litro de leche provisto a los niños, el hecho de que este gobierno es para la gente pobre, y porque el gobierno ha mantenido los precios bajos. Las razones dadas por quienes se oponen son el desempleo y la falta de seguridad personal»[200].

En un análisis del escenario electoral, la CIA destacaba que, tal como lo había sugerido el embajador Korry en enero (quien sería reemplazado unos días después por Nathaniel Davis), había que entregar más dinero a la Democracia Cristiana, pues «el 5 de marzo la Estación de la CIA recibió un desglose de los gastos del PDC a través de febrero, junto con estimaciones proyectadas de los gastos de campaña de marzo y abril. El partido cree que los gastos totales de la campaña serán cercanos a (borrado)»[201].

La DC, a juicio de la CIA, estaba en un mal momento, debido a «las contradicciones internas entre el ala izquierda del partido, liderada por Tomic, y la facción moderada, liderada por Frei, que han debilitado al PDC y lo han hecho vulnerable a los ataques tanto desde la izquierda como desde la derecha». La CIA argumentaba que, pese a ello, el eslogan de la campaña, «Chileno, no estás solo», era «considerado particularmente efectivo por la mayoría de los observadores y una obvia apelación a los votantes indecisos y los miedos latentes sobre el régimen de Allende».

Del mismo modo, Warren y su gente pensaban que era muy bueno también el eslogan de campaña del Partido Nacional: «Póngase firme junto a un partido firme: el Partido Nacional», pues, a juicio de los estadounidenses, transmitía lo que buscaba el PN: apelar especialmente a las mujeres, enfatizando el poco prometedor futuro que tendrían los niños bajo un régimen totalitario, y porque permitía «crear una imagen de un partido fortalecido, determinado y con voluntad para batallar con la UP, especialmente los comunistas».

Eran estos, como ya ha quedado claro, la principal preocupación de los hombres de Helms en Chile. Del PC, decían que «ahora con acceso al botín del gobierno, han gastado sumas de dinero sin precedentes en reclutar y pagar organizadores de fiestas, grupos itinerantes de entretención y pintores de propaganda». En cuanto a la UP, también tenían muy claro que «ha sido exitosa en registrar a los de entre 18 y 21 años que votarán en abril por primera vez».

Tal como lo preveían, la UP triunfó en las elecciones de abril, «mostrando una sustancial ganancia sobre los porcentajes obtenidos en la elección presidencial y llegando muy cerca, aunque sin alcanzarla, a la mayoría absoluta de votos. La oposición se las arregló para aferrarse a un poco más de un 48% de los votos del total y, así, notificó que seguirá jugando un rol en el drama de los políticos chilenos»[202], explicaba un documento de 32 páginas enviado a principios de mayo desde Santiago a Helms, solicitando más fondos para apoyar a los partidos de la oposición.

De acuerdo a lo que veían desde las ventanas de la Estación de la CIA, el triunfo de la UP causaría una serie de efectos dramáticos, entre ellos el incremento de las expropiaciones ilegales de fundos, las cuales estaban causando «un clima de temor entre los dueños de granjas» y llevando a un virtual quiebre entre Allende y el MIR, pues mientras el presidente condenaba las tomas ilegales, los miristas «han emitido una declaración pública oponiéndose a cualquier acción gubernamental para desalojar a los campesinos en toma».

Como corolario de todo ello, Warren creía que «los extremistas han comenzado y seguirán incrementando su presión hacia el presidente, para que adopte una postura más revolucionaria».

Por ello, razonaba, «a través de nuestro soporte, las fuerzas de la oposición serán capaces de llevar el negocio diario de oponerse a la conducción hegemónica del gobierno de la UP» con miras a las elecciones parlamentarias de marzo de 1973.

«Las fuerzas de oposición en Chile —rezaba el documento— no pueden depender más de sus propios recursos para proveerse de los fondos que necesitan para hacer su trabajo. Las fuentes locales de recursos están desapareciendo, debido al incremento del control del gobierno de la industria bancaria y de las empresas comerciales clave».

Otro punto importante para los hombres de Agustinas era apoyar al PN, que había realizado una severa autocrítica interna tras las elecciones, concluyendo que el partido necesitaba mejorar completamente su estructura y que debían cambiar la forma en que se le veía, pues sus líderes «reconocen que el partido tiene una imagen desfavorable, como una fuerza reaccionaria que representa los negocios monopólicos y los intereses de la agricultura». Debido a ello, «el partido está enfrascado en los estudios necesarios para efectuar esos cambios en la estructura y la imagen. Aún no se ha determinado cuánto costará este programa», precisaban los hombres de La Compañía, quienes podían moverse con libertad por la capital y las demás ciudades, pues «el clima operacional en Chile aún no se ha puesto abiertamente hostil. Hasta ahora no ha habido reportes de vigilancia u hostigamiento contra cualquier personal de la (borrado)».

Igualmente, estimaban imprescindible conseguir dinero para la Democracia Cristiana, para lo cual se envió un requerimiento formal a la División Hemisferio Occidental en junio, pidiendo «apoyo financiero, que permitirá al PDC realizar sus actividades de oposición activa al régimen de Allende»[203].

La agencia no desconocía que el asunto era de suyo complejo, especialmente por la posibilidad de ser descubiertos. Tenían conciencia de que «el gobierno estará alerta sobre fuentes encubiertas de financiación para el PDC y hará grandes esfuerzos para exponerlas o terminarlas. La Estación está al tanto de este problema y continuará revisando los factores de seguridad de este proyecto, mientras el gobierno incrementa su hostigamiento a los grupos políticos de oposición».

En Washington, en tanto, los analistas de la Oficina de Estimaciones emitían un informe titulado «La perspectiva para Chile bajo Allende». En este aseveraban que el mandatario había puesto en marcha «una transformación mayor de la economía chilena y la sociedad»[204], la cual caracterizaban como una política populista basada en «el control de las mayores industrias y bancos privados, aceleración de la reforma agraria y la redistribución del ingreso en favor de los menos privilegiados».

Todo lo anterior, pensaban en la O/NE, perfectamente podría llevar a un fuerte deterioro de la economía que, a juicio de ellos, «podía gatillar un intento militar por intervenir, o incluso por sacar a Allende», siendo esta la primera mención que se encuentra en los documentos desclasificados, después de la asunción de Allende, respecto de la posibilidad de un golpe en su contra, e incluso con una estimación de tiempo que a la postre resultó casi totalmente exacta: «El problema que enfrenta el gobierno de Allende se incrementará críticamente en los próximos dos años o algo así».

De acuerdo a estimaciones obtenidas por los oficiales de la CIA en Santiago, sin embargo, la debacle económica se produciría en mucho menos tiempo, no más de 12 meses. Una fuente de los agentes les había dado, de hecho, un mes exacto: abril de 1972, idea basada «parcialmente en datos económicos, como el tamaño de las reservas financieras que posee el gobierno, y parcialmente en la importancia que Allende otorga a la reunión de la UNCTAD que se realizará en Santiago en abril de 1972. Allende quiere probar a los 3.000 delegados de todo el mundo que el experimento chileno ha sido exitoso y que su gobierno está atacando inteligentemente sus problemas económicos»[205].

De acuerdo a la CIA, a esa fecha (agosto de 1971) ya se estaba comenzando a notar escasez de alimentos y otros elementos básicos en el mercado, pese a que «el gobierno aún tiene harto dinero para importar estas provisiones desde afuera, pero carece del know-how (compradores experimentados para hacer compras afuera, transportación adecuada e instalaciones apropiadas, etc.)».

Asimismo, según la Estación de Santiago, «los ministros de la UP están ahora actuando por su cuenta, sin consultarle a Allende, y tomando muchas acciones fuertes para coaccionar e intimidar a empresas». Otro problema era «el súbito brote de la corrupción. Todos (especialmente los radicales y socialistas) están admitiendo sobornos. Esto no ha sido característico en Chile», decían en su informe, el cual señalaba que «solo los comunistas parecen estar libres de la actual ola de sobornos».

Pese al dramático escenario que se relataba en los documentos, en septiembre el Comité de los 40 envió un memo al jefe de la División Hemisferio Occidental que se basaba en observaciones planteadas por el embajador en Chile y por el segundo de la Estación local, Harry Schlaudeman, en el cual se pedía reducir los dineros asignados a los partidos, más que nada porque «los programas que han sido enviados tanto respecto del PDC como del PN son en realidad estimaciones de lo que los partidos podrían necesitar, más que análisis bien documentados de los requerimientos reales de estos. Creemos que los montos pueden ser sustancialmente reducidos sin arriesgar nuestras capacidades de acción política»[206]. Por cierto, los montos, tanto los solicitados como los sugeridos, fueron borrados.

Algo debe haber sucedido en el intertanto que no está documentado o no fue desclasificado, en función de lo cual finalmente en noviembre de ese mismo año el mismísimo William Broe terminó conversando con algún alto dirigente de la Democracia Cristiana, en Washington. El memo que da cuenta de ello no posee fecha, salvo la indicación del mes, pero sí se registró que la entrevista duró desde las 14 a las 17 horas, y en ella, además del DC y Broe, debe haber habido a lo menos otros tres participantes, a juzgar por las líneas de nombres tachadas antes y después de la del alto oficial de la CIA.

Broe preguntó por los planes y capacidades de la DC, pero obviamente, «como se anticipaba, el principal tema fue la urgente necesidad del PDC de apoyo adicional». Luego de una serie de discusiones, en las cuales el dirigente expuso, entre otras cosas, que necesitaban pagar repuestos para las radioemisoras y dinero para encargar una encuesta, el alto jefe de la CIA le dijo que estaba abierto a ver la posibilidad de buscar fondos adicionales, «pero no hizo absolutamente ningún compromiso a este respecto»[207].

El político chileno, por su parte, «declaró que el PDC está ahora firmemente comprometido en oponerse al régimen de Allende», lo que esperaba se reafirmara en la junta nacional que se efectuaría en diciembre, pero al mismo tiempo «el único planteamiento fuerte e inequívoco que (borrado) efectuó es que el PDC se opone a un golpe militar».

De acuerdo a lo dicho por el interlocutor de Broe, si el gobierno perdía el control hacia las votaciones de 1973, lo que correspondía era llamar a elecciones nacionales. Interrogado sobre la conducta de Allende, dijo que este no violaría la Constitución por su voluntad, «a menos que fuera forzado a hacerlo por el Partido Comunista, y los comunistas no harían eso a menos que controlaran a los militares. Así, el mensaje parece claro: el PDC no apoyará activamente ningún golpe militar, incluso si el espíritu de la Constitución es violado».

 

CACEROLAS Y DEUDA EXTERNA

 

Para enero de 1972, la CIA ya comenzaba a darse por satisfecha de su trabajo en el área política: «Las fuerzas de oposición, a pesar de su largo historial de agrias rivalidades entre ellas, han comenzado a cooperar en tareas de su interés común y ventajas mutuas, al confrontar al gobierno en temas políticos específicos»[208].Un ejemplo de ello era que «a principios de diciembre, el PDC y el PN unieron fuerzas en la famosa marcha de las cacerolas, episodio que vino a simbolizar en una forma dramática el incremento de la resistencia al gobierno de Allende».

Asimismo, se sabía que «desde entonces, los dos partidos se unieron en organizar una organización femenina semisecreta llamada ‘‘SOL’’, que realiza campañas telefónicas y puerta a puerta para conseguir que las mujeres participen en las campañas políticas; el PN mandó sus adherentes a ayudar a llenar el Estadio Nacional en Santiago, para un acto auspiciado por la DC el 16 de diciembre, y también apoyó al PDC a acusar al ministro del Interior, José Tohá».

Respecto de la Democracia Cristiana, la CIA informaba en enero de 1972 que gracias a los fondos que se le habían provisto, entre otras cosas, el partido «ha mejorado su acceso tanto a radio como prensa y creado una comisión de tres hombres que coordina toda la propaganda del PDC».

Con los dos principales partidos de la oposición supuestamente trabajando juntos, lo que preocupaba a los hombres de Broe era una pequeña facción que se había desprendido del Partido Radical, formando el Partido de Izquierda Radical (PIR), que estaba a punto de unirse a la UP, y al cual la CIA estaba comenzando a financiar. La posibilidad de que este entrara a la coalición de gobierno parecía óptima para los agentes estadounidenses, pues razonaban que «las oportunidades de influenciar al PIR y usarlo para exacerbar tensiones dentro de la UP son importantes».

Sin embargo, en Santiago de nuevo había una visión distinta, centrada especialmente en el Partido Nacional. Existe un cable secreto de febrero de 1972, en el cual el jefe de la Estación de la CIA en Chile pide fondos adicionales para el Partido Nacional, apelando a la necesidad de «fortalecer el partido electoralmente» y lograr así ser una oposición más efectiva contra Allende.

No obstante, el texto es una descarnada crítica al conglomerado político, pues se señalaba que «organizacionalmente el partido es aún débil, con poca actividad política continua. Aunque parece estar libre de divisiones ideológicas y faccionalismo, carece de liderazgo a tiempo completo y de profundidad para planear y organizar apropiadamente a sus bases nacionales»[209]. No había, decía el documento, grupos de mujeres a tiempo completo, juveniles ni de pequeños o medianos agricultores.

Además, estaban las barreras ideológicas: «Por su propia naturaleza, el partido no puede estar en la vanguardia de crear nuevas propuestas progresistas para la legislación sociopolítica; por lo tanto, no puede ser atractivo para ese largo segmento del electorado que favorece el cambio».

La imagen nefasta de lo que estaba ocurriendo, a ojos de los hombres de Warren, se dibujó por completo en un extenso análisis económico que enviaron a la División Hemisferio Occidental, en el cual se advertía que «la revolución de Allende aún debe lograr irreversibilidad política. Los esfuerzos comunistas por minar las raíces económicas que apoyan a la oposición política aún no han estrangulado la democracia chilena. Sin embargo, se han hecho progresos en esa dirección. La visión de los comunistas, naturalmente, ha sido que una economía progresivamente centralizada producirá al final progresivamente políticos centralizados, con la UP al centro»[210].

De acuerdo al estudio realizado en torno a la economía chilena (que presuntamente fue confeccionado para respaldar las peticiones de más dinero para los partidos), las inversiones de Estados Unidos en el país «han sido reducidas a la sombra de ellas mismas. Las expropiaciones del cobre son solo el elemento más espectacular del proceso de nacionalización».

Según la visión estadounidense, «otra parte de la política económica fue el intento por convertir una minoría en el apoyo de la mayoría. Este objetivo se ha perseguido en parte poniendo un sustancial poder de compra adicional en las manos de prácticamente todos en Chile. Los grupos de ingresos más bajos han sido los más beneficiados, pero el país en su conjunto ha caído en una borrachera de consumo, a consecuencia de la cual Chile parece más un consumidor que una sociedad revolucionaria. Los aumentos de sueldo de 30-60% fueron seguidos por incrementos de precios de solo cerca de un 20%, de acuerdo a los datos oficiales, y de cerca de un 50% en realidad».

En cuanto a datos, La Compañía decía que el desempleo se había reducido (en Santiago) en un 5%, que la producción industrial sería de 10-12% superior a la de 1971 y que el PIB crecería en un 6-7%, junto a otros indicadores positivos.

«Sin embargo, el costo de estas ganancias económicas fue alto. El consumo se ha enfatizado, a expensas de la inversión. Temerosos de eventuales expropiaciones, los dueños de fábricas y granjas no han reinvertido, y la capacidad productiva ha permanecido absolutamente constante, aunque no hay datos confiables. Significativamente, la producción agrícola se espera que caiga un 10 a 15% para el próximo año de cosechas, no solo como reacción de los agricultores a las expropiaciones, sino también debido a los disturbios rurales, muchos de ellos estimulados por la Izquierda Revolucionaria, MIR».

Otro factor que veían complejo era el anuncio realizado en noviembre por Allende, en orden a que se buscaría renegociar la deuda externa, lo que se complementaba con la merma del ahorro interno: «Las reservas netas, que eran de 343 millones de dólares a finales de 1970, declinaron a un punto crítico durante 1971. Aunque públicamente el gobierno declaró que eran de 120 millones de dólares netos a fines de septiembre, privadamente el Banco Central admitió que sin un alivio sustancial de la deuda, Chile no podrá ser capaz de cumplir sus compromisos».

 

NUEVOS FONDOS

 

En marzo de 1972, Richard Helms aprobó un nuevo fondo para ir en apoyo del Partido Demócrata Radical, del cual se consignaba que su campaña política había conseguido que «muchos radicales disidentes no voten por el candidato de gobierno. El PDR también recibió (borrado) para cubrir sus gastos para actividades electorales en apoyo de los candidatos de la oposición en las elecciones complementarias de las provincias de O’Higgins, Colchagua y Linares, en enero de 1972. Uniéndose por segunda vez, los candidatos de los partidos de la oposición fueron exitosos y ganaron por sorprendentes grandes mayorías»[211].

En un documento aparte se solicitaban también dineros adicionales para la Democracia Cristiana, de la cual la CIA tenía, ciertamente, un impresión mucho más favorable que respecto del PN: «El financiamiento de la Estación al PDC ha permitido que el partido se desempeñara con éxito en diversas justas electorales, en varios niveles políticos. Lo más importante fueron las elecciones complementarias de enero, donde los candidatos de la oposición (borrado) derrotaron fácilmente a los representantes del gobierno»[212].

Hacia agosto, la CIA preparó un extenso informe con todos los gastos que había realizado entre marzo y julio de 1972 en el proceso político chileno, los cuales eran auditados por el Comité de los 40 y, a diferencia de la creencia popular, no salían de alguna caja negra de la CIA, sino del presupuesto fiscal anual de Estados Unidos. En dicho periodo ocurrieron «tres elecciones particularmente significativas»[213], precisaba el informe, refiriéndose a las votaciones en la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), en la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH) y a una elección complementaria en Coquimbo.

Al respecto, el resumen indicaba que «la votación nacional en la poderosa Central Unitaria de Trabajadores (CUT) fue importante porque los resultados indican que el sector del trabajo, que el gobierno clama representar específicamente, muestra desafección hacia el gobierno de Allende. La oposición perdió la Federación de Estudiantes (FECH) en la Universidad de Chile debido a que los grupos juveniles de la Democracia Cristiana (PDC) y del Partido Nacional (PN) fueron incapaces de ponerse de acuerdo en una lista única, mientras que las diferencias entre el PDC y el PN también contribuyeron a la victoria en la elección complementaria de Coquimbo».

El documento reseñaba que «durante los últimos tres meses el gobierno ha continuado incrementando su control sobre la economía chilena, expropiando tierras y tomando el control de las mayores industrias. Además de la firme erosión del sector privado, que representa una importante fuente de apoyo para los partidos políticos de la oposición, la UP aún debe convivir con un Congreso hostil y un firme declive del apoyo popular, que determinó al gobierno a llamar a un plebiscito para presionar por sus planes revolucionarios. Pedro Vuskovic, ex ministro de Economía que ahora encabeza la Corporación de Desarrollo y el Consejo Económico del presidente, describió la situación económica en Chile diciendo que ‘‘el problema del poder aún no está resuelto y este es un problema clave en cualquier revolución’’. La naturaleza inconclusa de la lucha continua por el poder entre la UP y la oposición democrática estuvo bien ilustrada por los principales desarrollos políticos de los últimos tres meses».

Posteriormente, y con las parlamentarias de marzo de 1973 a la vista, la Estación de Santiago, con el apoyo del embajador Davis, mandó un nuevo requerimiento de fondos al director de la CIA, teniendo especial cuidado en recalcar que en dichos comicios se renovaba la totalidad de la Cámara de Diputados (150) y la mitad del Senado (25), por lo cual había alguna posibilidad de aprovechar el declive de votación de la UP (de casi un 5%), especialmente por el hecho de que los cuatro partidos de oposición (PN, PDC, PDR y PIR) irían juntos.

Una vez más, sin embargo, el énfasis estaba puesto en la DC: «Desde la poco exitosa campaña presidencial de Radomiro Tomic, el PDC ha cargado con la repactación de las deudas financieras que contrajo en dicha campaña, distrayendo así su atención de los objetivos actuales del partido. La deuda que queda es de 24 millones de escudos, un equivalente a 80 mil dólares a la tasa del mercado negro»[214].

La respuesta a la petición de fondos llegó en octubre de 1972, a través de un documento desclasificado en que, a diferencia de todos los anteriores, fueron borradas las cantidades de dinero, se dejó sin tachar (¿intencionadamente?) la cantidad pedida por la Estación de Santiago para los partidos de oposición, «incluyendo subsidios de marzo y abril»[215], además de dinero para «organizaciones del sector privado y (borrado) contingencia».

La suma ascendía a 1.427.666 dólares.

En un informe para el director de la agencia se explicaba al respecto que «creemos que los riesgos involucrados en este financiamiento son aceptables, en vista de la importancia de que la oposición continúe controlando el Congreso en Chile, que ha sido el mayor obstáculo a los esfuerzos de la UP para imponer rápidamente un régimen marxista irreversible»[216].

El escrito también se hacía eco de los posibles movimientos de tropas: «Las condiciones en Chile continúan deteriorándose. Inflación rampante, problemas económicos y estallidos de violencia recientemente inflamaron las tensiones políticas tan dramáticamente, que fueron ampliamente difundidos los rumores acerca de un inminente golpe militar. El presidente Allende denunció en forma pública la existencia de un ‘‘plan septiembre’’ para derrocar a su gobierno, culpando al imperialismo foráneo y a la CIA».

En el mismo documento se explicaba la mecánica de las elecciones chilenas (en las cuales se utilizaba el sistema D’Hont) y se detallaba, respecto del rol del sector privado, que sus organizaciones «han ayudado a crear o a dramatizar hechos que han dañado el prestigio y apoyo popular del gobierno de Allende. Ellos pueden ayudar a movilizar apoyo popular para la confederación opositora y asegurar un máximo de concurrencia para la oposición. El apoyo financiero a estas organizaciones también las asistirá en defender lo que queda de la empresa privada en Chile, tanto como sea posible».

Llamativamente, en ese periodo no se registran documentos pidiendo nuevos fondos para el Partido Nacional. Quizá la explicación resida en el crítico juicio que de este tenía a dichas alturas la Estación Santiago: «Durante el periodo bajo revisión, el partido primero cerró sus ojos al complot militar y al desarrollo de la huelga gremial, entonces comenzó a apoyar a los gremialistas como mejor pudieron»[217].

Luego, en cuanto a su actividad parlamentaria, se señalaba que «continúa su línea dura, con esfuerzos por avergonzar al gobierno cuando es posible y programa impugnar a ministros por una variedad de errores. Sin embargo, el partido ha descubierto que el PDC usualmente no está dispuesto a ir adelante con esos programas de línea dura».

A poco de las elecciones de 1973, un nuevo mensaje clasificado enviado desde Santiago a la dirección de la CIA desnudaba a cuánto había ascendido el monto otorgado a la DC hacia noviembre de 1972: 587 mil dólares.

No obstante, con los comicios encima, los cuatro partidos favorecidos con el aporte de 1,4 millones de dólares otorgados en 1972 (más el medio millón adicional para la DC) estimaban que no les alcanzaba, visión que compartía Ray Warren: «Los partidos de la oposición política han descubierto que la falta de existencia de bienes de campaña y materiales han hecho subir considerablemente los costos de efectuar una campaña. Escasean las provisiones de pinturas, así como los costos de impresión y los partidos políticos en competencia deben pagar ‘‘debajo de la mesa’’ por estas materias primas. Los precios de la publicidad en radios y prensa han subido, así como los costos de los servicios, debido al incremento en los salarios»[218].

Debido a ello se pedía un nuevo fondo para apoyar al PN y al PDC, especialmente porque, decía el texto, «existe pesimismo en la UP acerca del resultado electoral, excepto dentro del Partido Comunista, que sigue confiado en que la UP sacará al menos el 42% del voto popular».

Un cable posterior detalla que el 12 de febrero (a menos de un mes de las elecciones) se otorgaron los fondos pedidos para los dos principales partidos de oposición, aunque no se precisa la cantidad. El mismo informe, emitido esta vez desde Washington, vuelve sin embargo a criticar ácidamente al PN, aseverando que «no está organizacionalmente listo para estas elecciones. El principal responsable de esta falla es el presidente del PN, Sergio Onofre Jarpa. Jarpa no se ha interesado en construir un partido de bases amplias, y lo que la Estación ha sido capaz de lograr ha sido a pesar de Jarpa o sin su conocimiento. En el segundo peldaño existen líderes talentosos, como el actual secretario general, Patricio Mardones, el candidato a diputado Gustavo Alessandri, y los candidatos senatoriales Fernando Ochagavía y Sergio Diez, quienes sueñan con construir un partido liberal moderno, y quienes tratarán de reemplazar a Jarpa después de la elección»[219].

 

INDUCIR A LOS MILITARES

 

Finalmente, pese a que la CODE (Confederación Democrática, que agrupaba a los partidos subvencionados por la CIA: DC, PN, PDR y PIR, más el Partido Democrático Nacional, Padena) obtuvo 87 diputados contra 63 de la UP, la CIA consideró el resultado como una verdadera catástrofe, básicamente porque a pesar de dominar también en el Senado, no lograron el quórum de dos tercios que requerían en este para declarar culpable al presidente ante una acusación constitucional. En efecto, la Constitución vigente en 1973 (la de 1925) determinaba en su artículo 42 que el Senado actuaba como jurado en caso de acusación constitucional, pero con los resultados de marzo, la opción de remover políticamente a Allende se cerraba en forma casi impajaritable.

En las oficinas centrales de la CIA, sin embargo, la visión de lo sucedido fue bastante autocomplaciente: «El cuartel central comparte plenamente la frustración de la Estación (de Santiago) y su trabajo en el PDR y el PIR, respecto del pobre resultado electoral mostrado por estos grupos radicales disidentes. Creemos que la Estación y (borrado) hicieron un trabajo extraordinario»[220].

De acuerdo a lo reseñado en una suerte de balance confeccionado al efecto, para la elección de marzo se destinó un total de 1.627.66 dólares, de los cuales se gastó todo, a excepción de 25 mil. «Miembros clave en los dos partidos de la oposición han declarado que la asistencia de Estados Unidos fue esencial en permitirles hacer una campaña efectiva»[221], reseñaba un cable al respecto.

Esta cifra, según se explica posteriormente, se compone de los 1.427.666 dólares concedidos en octubre de 1972, más 200.000 aprobados en febrero de 1973. Cabe mencionar que, de acuerdo al Informe Church, la acción encubierta de Estados Unidos en Chile implicó un gasto de ocho millones de dólares entre 1970 y 1973, tres de ellos autorizados en 1972.

El 21 de agosto de 1973 se concedió el último monto, de un millón de dólares, «para apoyar a los partidos de oposición política y al sector privado»[222], dinero que según la Comisión Church no se alcanzó a repartir, al producirse 20 días después el golpe de Estado.

En un análisis muy en frío sobre las elecciones de marzo, la CIA en Washington tenía claro que lo ocurrido era un punto de inflexión en la marcha del país y que, además, las posibilidades políticas se habían agotado.

Por lo mismo, allá se estimaba que había varios asuntos que averiguar, uno de los cuales era fundamental: saber si «hay consenso en los líderes de las Fuerzas Armadas (permanezcan en el gobierno o no) sobre la necesidad de avanzar contra el régimen. La Estación cree que debemos intentar inducir a los militares todo lo que sea posible, si no todo, para que tomen el control y desplacen al gobierno de Allende. Obviamente esto no será fácil de hacer. Los militares chilenos tienden a actuar en concordancia con su cadena de comando y solo cuando el consenso es evidente. Más aún, el general Prats no parece dispuesto a avanzar con este objetivo»[223].

Asimismo, destacaban la necesidad de establecer una relación «segura y significativa de la Estación» con los militares que complotaban, respecto de los cuales señalaban que «son serios sobre sus intenciones y tienen las capacidades necesarias», por lo cual planteaban la necesidad de definir un solo canal de comunicación, tras lo cual, una vez recolectada la organización básica sobre ellos, «buscaremos de los cuarteles centrales autorización para entrar en un rol (borrado) expandido».

En caso de que los militares decidieran quedarse en el gobierno (tras el paro de octubre, Allende integró a varios altos oficiales como ministros, entre ellos Carlos Prats, como titular de Defensa), Warren pensaba que había que estimularlos para que bloquearan y ralentizaran el programa de la UP.

«Dado el resultado de las elecciones, la Estación siente que la creación de una renovada atmósfera de intranquilidad y crisis controlada debe ser lograda, a fin de estimular de parte de los militares una consideración seria para la intervención de ellos», rezaba el texto.








 

Capítulo 6

 

«En la dirección de un golpe»











 

Luego de la referencia a un golpe en el NIE del 4 de agosto de 1971, la siguiente mención a ello —en los documentos desclasificados de la CIA— es un cable del 3 de noviembre de ese mismo año, enviado por William Broe a Ray Warren.

Tras analizar brevemente la falta de éxito que habían tenido en el intento de golpe de 1970, se concluía que «nuestra capacidad de influencia es improbable que alguna vez alcance el nivel en que pueda vencer las arraigadas características de los militares chilenos, de inercia política y acomodarse sin una predisposición de su propia parte. Así, un golpe parece un prospecto viable solo si los militares chilenos se sienten ellos mismos compelidos a tomar la iniciativa»[224].

En el análisis al respecto, Broe decía que aquellas fuentes que eran útiles para fines «de inteligencia/influencia» también lo podrían ser «en cualquier empresa golpista que queramos alentar o desalentar, pero, nuevamente, sin la voluntad e iniciativa de golpe genuinamente manifestada por los propios militares chilenos, cualquier intento de nuestra parte para inspirar artificialmente un golpe será un serio error, dado que lo más probable es que falle por falta de suficiente consenso entre los militares. Allende, entonces, usará el incidente como una excusa para desatar todo tipo de maniobras políticas que, de otro modo, dudaría en utilizar».

Finalmente, para tranquilizar a Warren, Broe escribió una frase que demuestra que, además de lo que estaban proponiendo desde los cuarteles centrales, la CIA en Santiago nunca abandonó sus contactos en el mundo castrense chileno: «No queremos que la Estación sienta de modo alguno que somos críticos con su programa militar y sus proyectos; todo lo contrario».

Es evidente que luego de dicho cable se produjo todo tipo de conversaciones al interior de la CIA, que quedaron reflejadas seis días más tarde en un documento dirigido al director de la agencia, rotulado como «Planeamiento preliminar para un eventual movimiento militar contra el gobierno chileno».

En el oficio conductor con el cual Thomas Karamessines se lo hizo llegar a Helms, se señalaba, a modo de abstract, que se trataba de «un reporte especial de información de inteligencia que creo amerita su atención personal, porque reporta los planes de ciertos oficiales sénior de las Fuerzas Armadas chilenas para accionar contra el gobierno marxista de Salvador Allende».

Según el informe, oficiales de alto rango de la Armada, Ejército y Carabineros habían decidido derrocar a Allende en el otoño de 1972 (primavera en el hemisferio norte). El documento tiene tachado el nombre de quien se indicaba como «líder del movimiento»[225] y además se señalaba que «el golpe ocurrirá cuando el gobierno llame a un estado de emergencia, que se espera ocurra cuando la economía se deteriore hacia marzo de 1972».

De acuerdo al plan, como consecuencia de los problemas económicos el gobierno se vería obligado a decretar el estado de emergencia para mantener el orden, momento en que «los militares, que serán movilizados como resultado del estado de emergencia, tomarán las riendas del gobierno y arrestarán y deportarán a los líderes de la UP. (Borrado) Dado que las Fuerzas Armadas deberán confrontar una fuerza guerrillera sustancial, ellos no podrán liderar la iniciativa de tomar y mantener las tres principales ciudades de Chile (Santiago, Valparaíso y Concepción) sin algún pretexto. (Borrado)».

Según alguien que le explicó este entramado a la CIA, el MIR tenían 15 mil hombres en todo el país, premunidos de armas ligeras, dato que a la propia agencia le sonó inverosímil: «Esta cifra parece exagerada. La cifra de 2 mil (borrado) parece más realista». Asimismo, el informante aseguró que «desde Cuba, en barcos, han arribado contenedores de armas dirigidos a la presidencia. Son pasados sin abrir por los oficiales de Aduanas. No hay información respecto de dónde se almacenan las armas».

Tres días más tarde, el jefe de la Estación en Santiago devolvía un documento a Broe, en el cual decía que concordaba en que «debemos ver la predisposición de parte de los militares en orden a tomar ellos mismos la iniciativa, ya que una acción artificialmente estimulada o mal planeada puede ser contraproducente»[226].

Por lo anterior, proponía un plan en el cual el primer paso consistía en identificar a los oficiales clave, ganar acceso a ellos y «escoger uno o dos con quienes podamos hablar francamente sobre las mecánicas de un golpe, para estar seguros de que todos los aspectos significativos han sido pensados». Asimismo, el jefe de la Estación proponía identificar otros posibles grupos de complotadores «o potenciales conspiraciones dentro de los militares» y recoger datos operacionales «sobre los planes de contingencia del gobierno y los partidos de la UP en caso de un alzamiento militar», entre otras cosas.

Coincidiendo con Broe, Warren argüía que los militares chilenos no se moverían si no se veían obligados a ello, y que «eso implica que tienen que creer que habrá apoyo popular para una acción militar». Igualmente, tenía claros los riesgos que aparejaba el planeamiento o apoyo de un golpe: «Discusiones amplias de (borrado) oficiales con sus contactos militares sobre las posibilidades de golpe corren el riesgo de que esta información llegue a Allende, con consecuencias previsibles. En consecuencia, hemos restringido nuestras discusiones sobre las mecánicas de un golpe con fuentes reclutadas».

Finalmente, decía que «concebimos nuestra misión como una en la cual debemos trabajar consciente y deliberadamente en la dirección de un golpe».

La frase final causó ronchas en Washington, al igual que la mayoría de la propuesta. En su respuesta, el jefe de la División Hemisferio Occidental fue sarcástico a más no poder. Calificó el documento de Santiago como «una respuesta cándida» y aseveró que «cualquier discusión relativa a un posible apoyo a un intento de golpe es obviamente de alta sensibilidad. Dado que no tenemos (borrado) la aprobación para involucrarnos en cualquier planeamiento de un golpe, no podemos aceptar su conclusión en referencia a que la (borrado) misión es ‘‘trabajar consciente y deliberadamente en la dirección de un golpe’’, ni podemos autorizarle a hablar ‘‘francamente sobre las mecánicas de un golpe’’ con algunos comandantes clave»[227].

En un tono más conciliador, se le indicaba que «no hay razón por la cual los oficiales de la Estación, como un asunto ‘‘estrictamente personal’’ no puedan escuchar atentamente a los oficiales que quieran ofrecer información sobre el planeamiento del golpe o el complot, dado que eso es parte esencial del programa de recolección. Por supuesto, hay una fina línea entre solamente ‘‘escuchar’’ y ‘‘hablar francamente sobre las mecánicas de un golpe’’, que a la larga debe ser dejado a la discreción y buen criterio de los oficiales del caso».

Otro asunto que quedaba claro es que, al menos hasta ese momento, «no tenemos autoridad para declarar, ni siquiera para hacerlo implícitamente, que (borrado) favorece un golpe como solución al dilema chileno».

Para culminar se mencionaba que «confiamos que este intercambio ha servido para clarificarle a la Estación los objetivos y lineamientos para el (borrado) programa. En suma, vemos cómo se desarrolla la historia, no la hagamos».

Luego de ello transcurrieron cuatro meses en los cuales —de acuerdo a la desclasificación— no se habló más del golpe, hasta que en abril de 1972 aparece un informe de la O/NE titulado «Chile: ¿Conciliación, confrontación o golpe?»[228].

El documento decía en sus primeros párrafos que «hay signos de que los militares están poniéndose progresivamente más intranquilos y preocupados, con políticos derechistas intensificando sus esfuerzos por interesarlos en un golpe. De cara al cada vez mayor calor político, Allende ha aludido oscuramente a la suerte del presidente Balmaceda, cuyo conflicto con el Congreso llevó a una guerra civil, su derrocamiento y su suicidio en 1891».

Sin embargo, los analistas de la O/NE pensaban que más que el Chile de fines del siglo XIX, la situación de 1972 «recuerda a España en la víspera de su guerra civil». Sin embargo, se argumentaba que pese a ello había una fuerte diferencia, la «acomodación» de los políticos chilenos o el «transaccionalismo político», lo que calificaban como uno de los «elementos cruciales» en función de la preservación de la democracia: «El mismo Allende y los hombres que ahora lideran los mayores partidos políticos chilenos son exitosos productos de este sistema, que en algún momento u otro han saboreado los frutos del poder. Son hábiles exponentes de las artes políticas oscuras», argumentaba el redactor, bastante dado al uso de figuras literarias dramáticas, hay que decirlo.

Respecto de los uniformados, y teniendo en cuenta el camaleonismo de la clase política, el NIE indicaba que «una de las grandes faltas de certeza es cuánto y cuán rápido podría cambiar la actitud de los militares. Se acumulan los reportes acerca de oficiales militares profesando una voluntad de intervenir cuando sea el momento», pero «por muchas razones, una toma directa del poder por los militares no parece ser la salida más directa, incluso si una crisis mayor forzara la mano militar. Como muchos chilenos, los militares generalmente poseen mucho orgullo de su tradición nacional de respeto por la legalidad y el orden constitucional».

Pese a lo anterior, la O/NE no negaba por completo la posibilidad de un golpe, pues había dos claras opciones de que ello ocurriera. La primera era que «hubiera una violencia generalizada y el gobierno apareciera incapaz de restablecer el orden». Ante dicha circunstancia, apuntaban los especialistas de la CIA, «se podría prever un ultimátum militar a Allende que, como mínimo, debería demandar carta blanca para restablecer la paz. En dichas circunstancias, las posibilidades están contra Allende».

La segunda posibilidad sería que se produjera «una profunda división dentro de los propios militares», lo que a juicio de la CIA podría desembocar en una guerra civil de gran escala.

En su punto 9, la prospección de inteligencia señalaba que «si nos obligaran a efectuar una predicción, todavía diríamos que la inclinación chilena a evitar el quiebre es probable que prevenga una alteración mayor o un fracaso del sistema político. Sin embargo, reconocemos que el recurso de la violencia política y la retórica inflamatoria están aumentando y que la fortaleza del sistema constitucional se está erosionando; proceso que no puede continuar indefinidamente, sin consecuencias dramáticas. Así, concluimos que son escasas las posibilidades de que el actual arreglo constitucional sobreviva intacto en los próximos años».

Además del análisis meramente político, existía en dicho momento un factor coyuntural que hacía improbable cualquier acción: «Las revelaciones de Jack Anderson obligan a ejercer ciertos efectos inhibitorios en los planes de los militares y conspiradores civiles», argumentaba la CIA, sin necesidad, obviamente, de indicar que, más que nadie, esa agencia se veía impedida de cualquier movimiento en un país respecto del cual Anderson, reputado columnista del New York Times, acababa de denunciar una serie de acciones progolpistas que implicaban a la CIA y la ITT.

A fines de febrero de 1972, Anderson publicó una columna en la que, basándose en documentación de la ITT, dio a conocer detalles sobre el financiamiento ilegal de dicha compañía al Partido Republicano en EE.UU. Obviamente contando con alguien dentro de la empresa, el periodista dejó pasar un poco el escándalo que se generó con su columna y casi un mes después, el 21 de marzo, publicó uno mayor: la revelación de que la ITT había trabajado en conjunto con la CIA para evitar la asunción de Allende en 1970 y que, luego, había seguido con sus planes golpistas. Al respecto, Anderson decía que «la ITT actúa como una unidad policial, una máquina de inteligencia extranjera, un aparato de contrainteligencia, una red de comunicaciones, un sistema de clasificación y una flota aérea».

En Chile, la editorial Quimantú publicó a toda velocidad (ya estaba en las calles el 3 de abril) un libro llamado Documentos secretos de la ITT[229], que reproducía textualmente los cables de la empresa junto a sus traducciones. En Estados Unidos se creó de inmediato una comisión investigadora en la Cámara de Representantes, y en La Moneda, un mes más tarde, se concretó finalmente la expropiación total de los porcentajes de propiedad norteamericanos en la ITT.

Al respecto, la CIA ha desclasificado solo cuatro documentos. Uno es un informativo fechado el 29 de marzo de 1972, que relata que «los medios soviéticos y cubanos» habían dado una amplia cobertura a las denuncias de Anderson[230].

El otro documento al respecto está curiosamente fechado el 19 de marzo de 1972 y es un resumen de los contactos entre la CIA y la ITT[231]. Es decir, se escribió dos días antes de la primera nota de Anderson, por lo cual es evidente que sabían a la perfección lo que se publicaría. El texto tiene borrada la fecha en la cual se inician los contactos de la agencia con Harold Geneen, presidente de la ITT, y llamativamente no menciona en parte alguna (quizás en lo tachado) a McCone.

Según el cronograma, durante la campaña presidencial, entre julio y septiembre de 1970, «la agencia dio consejo a la ITT sobre cómo manejar mejor su propio programa de financiamiento para la campaña de Alessandri. Fue durante ese periodo y en ese contexto que el Sr. Broe tuvo dos conversaciones con el Sr. Geneen». De acuerdo al informe, en Santiago también hubo reuniones entre personal de la Estación y alguien cuyo nombre no sobrevivió a la desclasificación. Sí quedó constancia de que «a través de estos intermediarios la ITT inyectó al menos 350.000 dólares en la campaña de Alessandri».

Posteriormente se relata que entre septiembre y noviembre de 1970 se realizó «un fuerte esfuerzo» que fue «aprobado por el comité de los 40». En febrero y marzo de 1973, en tanto, la CIA redactó dos documentos acerca de sus relaciones con la ITT, en los cuales se detallan los encuentros entre su personal y los empleados de la compañía telefónica.

Ya con varios meses de distancia respecto del escándalo de los papeles de la ITT, a fines de agosto de ese 1972 la CIA recogió una información según la cual el grupo de extrema derecha Patria y Libertad, junto a líderes empresariales, preparaba un golpe de Estado a realizarse dentro de los 60 días siguientes.

Según el reporte, Patria y Libertad —al cual la CIA definía como «una organización antigubernamental de extrema derecha»—, así como una parte sustancial de la comunidad de negocios, «están realizando acciones para incrementar el descontento e incidentes de violencia, especialmente en el área de Santiago, a fin de crear una atmósfera en Chile que sea propicia para un golpe militar. Los líderes de los negocios están intentando fomentar las huelgas y conflictos laborales, mientras P&L intentará provocar incidentes violentos»[232].

El documento decía que el empresario Jorge Fontaine estaba en contacto con los líderes de Patria y Libertad, que a su vez, según la CIA, eran quienes estaban «alentando a los residentes de Santiago a continuar con los golpes de cacerolas cada noche, a las 10 PM».

Asimismo, se relata que «los líderes empresariales de la provincia de Bío Bío están efectuando esfuerzos por explotar el cierre, por el gobierno, de la filial de Radio Agricultura en Los Ángeles. Comentario: «La filial fue cerrada por el gobierno el 25 de agosto por lo que fue denominado ‘‘su clara instigación’’ en conexión con la violencia que hubo en esa ciudad».

La situación en Chile estaba entrando en una espiral de violencia difícil de contener y en dicho contexto «se pueden esperar más incidentes involucrando a grupos de izquierda y derecha. Aún no hay señas firmes de que los militares, el principal factor en cualquier esfuerzo de golpe realista, se estén preparando para echar a Allende», reconocía el subdirector de Operaciones de la CIA el 30 de agosto[233], quien precisaba que «hay numerosos reportes durante el mes pasado que indican un aumento en la temperatura política en Chile; sin embargo, no hay indicaciones de que los militares estén considerando seriamente un golpe a pesar del incremento en las especulaciones sobre esta posibilidad. Es una suposición firme que la temperatura política seguirá en escalada en virtud del deterioro económico, así como las actividades de mutua provocación de los grupos de la extrema derecha e izquierda».

Por cierto, había diferentes visiones al respecto. Un peculiar cable de la Estación de Santiago recoge las impresiones que entregó una fuente que al parecer era un alto dirigente del PN, quien dijo a los agentes que mientras «los partidos» (se entiende que de derecha) querían «derrotar» a Allende, los gremialistas querían «derrocar el régimen»[234].

La propia Dirección de Operaciones de la CIA cambió de opinión en poco menos de 15 días. El 13 de septiembre, dicha repartición envió un nuevo análisis a la mesa del director de la CIA, informándole que desde el documento del 30 de agosto a la fecha se habían producido varios cambios, por lo cual creían que sí se podía producir un golpe. Entre esos hechos se mencionaba que (alguna fuente) «ha confirmado que el comandante en jefe del Ejército, Carlos Prats, recientemente ha tenido varios choques con el presidente Allende respecto de la extradición de terroristas argentinos y la declaración de emergencia en Santiago, el 21 de agosto»[235].

Se citaba como otros cambios en el escenario las demostraciones callejeras de derecha e izquierda y varios más que fueron tachados. Pese a ello, La Compañía, de todos modos, dejaba en claro que el golpe era una posibilidad fuerte pero lejana aún en el tiempo, entre otras cosas por la falta de apoyo que tendría en la opinión pública, argumentando que si se realizaba alguna acción militar, «esta debería seguir a las elecciones parlamentarias de marzo de 1973, que ellos (los militares) creen que demostrarán que el presente gobierno no representa a la masa del electorado chileno».

Frente a lo anterior, la Dirección de Operaciones estimaba que EE.UU. tenía tres opciones: «Podemos continuar con nuestra postura de monitorear, sin meter las manos». La segunda posibilidad era «hacer saber a los líderes militares (borrado) que no consideramos que el tiempo sea el propicio para un golpe y que seremos reacios a proveer apoyo a un gobierno militar, en el probable evento de que un intento de golpe sea seguido por una sangrienta guerra civil». La última opción, evidentemente, era la del golpe: «Podemos alentar a los militares, directa o indirectamente».

De todas formas, decía el informe, la primera parecía la más adecuada para el momento. «Debemos, sin embargo, estar preparados para un golpe», agregaba el texto, que también reconocía que «la tentación de asumir un rol positivo en apoyo a un golpe militar es grande», pese a lo cual les refrenaba la falta de apoyo que la CIA creía que tendría un movimiento castrense.

Y había otro motivo, quizás aún de mayor peso, y es que sabían que el gobierno de EE.UU. «y específicamente la CIA» serían acusados de «ingeniar el colapso del gobierno de Allende», lo que estimaban sería aún más estridente si ello acaecía sin que hubiera de por medio «un pretexto legítimo y dramático (como una violación flagrante de la Constitución)». Por lo mismo, creían que una asonada fallida solo serviría para proveer al gobierno de una excusa para suspender las parlamentarias de 1973 «y destruir a la oposición democrática».

El redactor del documento, quizá previendo el peso histórico de lo que escribía, decía al final que «la Estación (en Santiago) ha sido instruida para actuar con extremo cuidado en todos sus tratos con chilenos, particularmente los militares, así como a monitorear cuidadosamente todos los eventos, pero bajo ninguna circunstancia para intentar influenciarlos».

El cambio de posición fue poco entendido al interior de las altas esferas de la CIA y del Departamento de Estado, a tal punto que previo a una reunión entre las dos entidades, agentes de la primera realizaron un brainstorming (tormenta de ideas) sobre la situación chilena, «desde cualquier ángulo posible»[236], luego del cual decidieron que «la salida más posible a la crisis actual no es que haya un golpe en los próximos días». Pese a lo enrevesado de la redacción, más adelante se entiende bien lo anterior, pues se señala que hasta el día anterior a la fecha del brainstorming; es decir, el 17 de octubre, lo único que el general Prats estaba dispuesto a hacer era «mantener la ley y el orden y, en ese proceso, apoyar al gobierno constitucional de Allende».

En otras palabras, se repetía la situación de 1970, en que el comandante en jefe del Ejército parecía ser la principal piedra de tope para una asonada militar. A diferencia de lo ocurrido con Schneider, se concluía en los cuarteles centrales de la CIA que si se producía un golpe, lo más probable es que fuera realizado íntegramente por los militares chilenos, por lo cual «cualquier intervención o asistencia de Estados Unidos al golpe per se debe ser evitada».

Dicha idea fue transmitida de inmediato a la Estación chilena, a la cual se comunicó que «las posibilidades de golpe parecen escasas en este momento, a pesar de que algunos eventos no previstos puedan actuar como catalizadores de los militares»[237].

Desde la capital chilena, en tanto, se informó al día siguiente sobre la situación entre los carabineros de la Región Metropolitana y los militares, quienes en la práctica les estaban dando órdenes (debido al estado de excepción constitucional). Pese a ello, según los agentes, la relación entre ambos cuerpos uniformados era buena, y «tanto la policía como los militares están realmente actuando contra los extremistas de derecha e izquierda»[238].

De acuerdo a los datos recogidos por los hombres de Warren, los carabineros solo tenían gas lacrimógeno para tres días y se les habían dado órdenes de restringir su uso, pues existía una carestía en todo sentido, no solo en comida, aunque la falta de esta también se hacía sentir. Según el reporte, en la Escuela de Suboficiales de Carabineros casi no quedaba comida. En las calles, los piquetes eran comandados por oficiales jóvenes, tenientes en su mayoría, debido a que «el alto mando de los Carabineros y el gobierno están al tanto de que los capitanes y mayores al interior de la fuerza policial son quienes más se oponen a la Unidad Popular». Los tenientes, en tanto, también se oponían, «pero ellos tienen más miedo de comprometerse o negarse a cumplir órdenes».

Otros datos interesantes que reunió la CIA eran que la guardia de Carabineros asignada al presidente había sido doblada a 200 hombres y que un oficial de Carabineros que no se identifica, que había visitado Cuba junto a Allende, estaba instruyendo a los miembros del GAP en tiro. Además, en un recinto de los uniformados en La Reina, los GAP estaban entrenándose en el uso de un mortero de 81 mm que había llegado desde Cuba.

El 10 de enero de 1973, el embajador de EE.UU. en Chile, Nathaniel Davis, visitó los cuarteles centrales de la CIA, donde fue invitado a almorzar junto a John W. Fischer, jefe de la sección Chile/Bolivia del Departamento de Estado. En el memorándum que se escribió posteriormente se habla de un documento previo (que no fue desclasificado) y algunos grupos chilenos vinculados al gobierno de EE.UU., sobre los cuales «el embajador está obviamente preocupado»[239]. Luego de una larga discusión acerca de las elecciones de marzo y del apoyo a los partidos chilenos, Davis dijo que si bien no veía como posible un golpe en lo inmediato, sí identificaba a varios altos oficiales como proclives al golpe, aunque comentó que el más importante de todos, Prats, estaba en una compleja situación: «Aparentemente está zozobrando bajo los ataques de la oposición, que lo hacen parecer tan furioso, que en una ocasión fue, de hecho, visto temblando de rabia durante una aparición en el Congreso». Davis consideraba a Prats como «un individuo extremadamente cauteloso, que estudia con cuidado todas las posibilidades antes de tomar acción».

Luego de las elecciones de marzo, y tras el magro resultado obtenido por la CIA, el tema militar comenzó a develarse con mayor rapidez, sobre todo porque no era un misterio para nadie. Un reporte de la CIA Santiago del 11 de abril de 1973 señala que Allende había hablado varias veces de la existencia de un «grupo de expertos»[240] de extrema derecha que, entre otras cosas, había planificado la huelga de octubre de 1972, y que en ese momento estaba «tratando de crear tensión en el país y en promover fricción entre la UP y el gobierno, la UP y los profesores chilenos, y la UP y las Fuerzas Armadas. Allende agregó que el grupo está actualmente usando el sistema de Escuela Nacional Unificada (ENU), que ha sido propuesto por el gobierno… para cumplir sus objetivos».

Para contrarrestar lo anterior, Allende se reunió con el cardenal Raúl Silva Henríquez y con las FF.AA., «para explicarles que el gobierno no presionará por el sistema propuesto hasta que ambos sectores tengan una oportunidad para estudiar la propuesta de cerca y aprobar los planes de la ENU u ofrecer sugerencias». De acuerdo a la versión de la CIA, los militares no solo le dijeron que no estaban de acuerdo, sino que además le habrían pedido que la ENU no fuera puesta en marcha sin la aprobación de ellos.

 

SHACKLEY SE DECIDE

 

Uno de los documentos más crudos de la CIA respecto de lo que ocurría en Chile fue firmado por el jefe de la División Hemisferio Occidental, Ted Shackley, en abril de 1973, y en él se indica que «la perspectiva para el futuro de la democracia chilena parece poco prometedora, pues es difícil ser optimista sobre los actuales proyectos para provocar un golpe militar victorioso, o para obtener más que una victoria pírrica en las elecciones de 1976»[241].

Una vez más en desacuerdo con lo que le informaban desde Chile, Shackley especificaba que «la recomendación de la Estación de Santiago es proceder a todo vapor con ambas vías» (la militar y la política), pero el alto oficial no estaba de acuerdo: «No creemos que esta política sea realista, desde que no parece que se puedan seguir ambos caminos simultáneamente, salvo hasta un grado limitado, sin que se vuelvan mutuamente contradictorios».

Por lo mismo, afirmaba que «es de nuestro entendimiento que una política diseñada para provocar un golpe militar dentro de los próximos seis meses a un año debe buscar incrementar las tensiones políticas e intensificar el sufrimiento económico, particularmente entre las clases bajas, para que un sentimiento de desesperación nacional lleve a los militares a actuar».

Asimismo, llamaba a «mantener el apoyo a los partidos políticos a un nivel mínimo, mientras buscamos desarrollar las condiciones que sean conducentes a una acción militar», entre otras cosas porque consideraba que incluso si la Democracia Cristiana llegaba a ganar las elecciones presidenciales de 1976, «ello dejaría mucho que desear. La situación chilena puede ser considerada desesperada, y el gobierno de Estados Unidos debe decidir si se justifican los riesgos involucrados en remedios desesperados».

El Partido Comunista chileno, por su parte, tenía claro que la salida militar se acercaba a pasos agigantados. Según la CIA, los líderes de este se habían reunido con los altos mandos militares para hablar de la situación, habiendo, además, instruido a sus militantes para «mantenerse alerta, organizados y calmados, y a evitar provocaciones que pudieran hacer las cosas peor»[242].

Los militares, a su vez, habían planificado hacer ver al presidente Allende su «insatisfacción» con lo que ocurría en el país, aunque no planificaban realizar ultimátums o demandas. Según lo averiguado por la Estación chilena, durante un encuentro privado de los altos mandos se habría discutido al respecto[243], concluyendo que «el gobierno está dejando que la situación se deteriore sin intentar restablecer el control, que es incapaz o no está dispuesto a controlar la inflación y resolver los conflictos económicos, y que en general el país está en una situación muy delicada», tanto por los precios de los alimentos y la acción de las Juntas de Abastecimiento y control de Precios (JAP) como por la violencia.

Igualmente, los agentes de la CIA supieron de un general de Ejército que afirmó: «La mayoría del alto mando se da cuenta de que si no actúan como institución contra el gobierno, los oficiales más jóvenes quizá decidan hacerlo ellos mismos». Por dicha razón, «todos los generales del Ejército, salvo dos o tres, están a favor de la acción militar. Él dijo también que la mayoría de los generales, incluyendo a Pinochet, han sido ya contactados respecto de una posible intervención militar».

Casi seguido, Warren mandó otro cable en el cual relataba que según sus fuentes, «Pinochet no será una piedra de tope para los planes golpistas» y que el general Manuel Torres, jefe de la División con asiento en Punta Arenas, era «el mejor líder para el movimiento», pero eso se veía difícil dada su ubicación. Asimismo, argumentaba que tanto la Armada como la Fuerza Aérea estaban «listas para moverse»[244].

Además, informaba que el 27 de abril alguien, seguramente un agente, había visitado a una fuente cuyo nombre está tachado, quien había dicho que «los militares están listos para actuar y esta vez irán solos, sin ayuda política o ciudadana. Dijo que los planes de golpe están dirigidos al más alto nivel dentro de los militares y que Allende no debería durar otros 30 días en su oficina».

Desde la División Hemisferio Occidental se respondió de inmediato a Santiago, agradeciendo por la «evidencia y franqueza de los argumentos» que habían presentado, pero pidiendo a Warren «que no repita, no presente estos argumentos a (borrado) en este momento. Concordamos en que alguna forma de intervención militar quizá sea eventualmente la única solución posible al problema chileno, pero no creemos que debamos preguntar o (borrado) a (borrado)[245]».

El documento agregaba que «la Estación puede y debe moverse hacia los objetivos militares para desarrollar fuentes adicionales, mientras usa los fondos que esperamos sean aprobados (borrado) para incrementar la fuerza de la oposición y su voluntad de resistir a la UP. Si se desarrollan condiciones que favorezcan un golpe militar durante el periodo inmediato, entonces deberíamos entretenernos introduciendo una opción militar».

El jefe de la Estación replicó que la decisión de los cuarteles centrales en orden a proceder como se lo ordenaban implicaba, «entre otras cosas, una falta de evidencia sólida de que las Fuerzas Armadas están preparadas para moverse de un modo decisivo contra el régimen de Allende y que la oposición, especialmente la DC, apoyará dicha acción»[246].

Sin embargo, aseguraba que tanto los militares como la DC estaban actuando «firmemente» en esa dirección. Entre otros motivos para pensar así, el oficial esgrimía el creciente antiallendismo al interior de la oficialidad y «la determinación de la UP de empujar su programa revolucionario con renovado vigor». Como tercer argumento decía que «las partes más militantes de la oposición, los gremialistas, el PN, P&L y la cadena de diarios de El Mercurio, han fijado como su objetivo la creación de conflictos y confrontaciones que llevarán a algún tipo de intervención militar. Nadie tiene una idea clara de cómo sucederá esto o qué forma tomará».

Respecto de la DC, decía que esta no se encontraba tras el golpe como partido, sino debido a la idea (en dicho sentido) que tenían varios líderes.

Warren argüía al final que «mientras el foco total de nuestros esfuerzos debe estar puesto en la intervención militar, debemos proveer algunos fondos a los partidos políticos», reforzando la necesidad del dinero.

Cinco días más tarde, un agente de la CIA acudió a una cena en casa de un coronel de Ejército, en la cual había entre los invitados a lo menos un brigadier general, quien habría dicho que si se producía un movimiento militar, «ellos deberían estar en el poder por dos o tres años»[247].

Más detalles se obtuvieron luego que una fuente contara a la CIA sobre un nuevo encuentro de generales, realizado a principios de mayo de 1973, en el cual, a consecuencia de los desórdenes en las calles, los altos oficiales decidieron que debía ser decretado el estado de emergencia. También comentaron allí que «el Servicio de Inteligencia Militar (SIM) averiguó sobre planes del Partido Socialista (PS) para usar la violencia para irrumpir en una demostración de cuatro residentes de suburbios de Santiago en contra de las JAP, el 6 de mayo».

Como comentario, se informaba que el 4 de mayo un militante de Patria y Libertad había muerto de un disparo y que el 27 de abril un desconocido asesinó a un militante del Partido Comunista, durante una manifestación en las afueras de la sede de la DC.

Allende, según la CIA, fue reacio a la idea de los generales, especialmente porque «el gobierno de la UP ha oído que varias unidades han movilizado sus fuerzas sin ningún plan previo y que los militares en Antofagasta se han puesto en situación de alerta. Como resultado de esta información, el presidente movilizó las unidades de autodefensa del PS y el PC en el área de Santiago y estas tomaron inmediatamente posiciones clave en la capital. Comentario: fue esta movilización la que llevó a la confrontación del 4 de mayo, con el subsecuente tiroteo de miembros de P&L».

En su plan de búsqueda de informaciones, los hombres de Warren siguieron ahondando en sus contactos con Carabineros. De este modo, una fuente al interior de dicha policía les dijo que «si los militares intentan un golpe de Estado, los carabineros no apoyarán al gobierno». Solo dos generales, según lo recopilado, Rubén Álvarez Oyarzún y Fabián Parada Hormazábal, se pensaba que se oponían a una acción militar[248].

En la Armada el panorama era similar. A fines de mayo, uno de los agentes se reunió con algún oficial de alto rango, quien indicó que desde su punto de vista aún faltaba para el golpe, el cual «tiene el 15 de junio como fecha límite para tener un plan de golpe listo para su implementación»[249].

Sobre el almirante José Toribio Merino, en ese momento comandante en jefe de la Primera Zona Naval (Valparaíso), el informante de la CIA lo describió como «un tipo asustadizo», al cual no podría imaginar «tomando un rol activo en el golpe militar», a pesar de que él mismo estaba «proyectando la imagen de un agresivo conspirador actualmente».

El oficial que habló con el agente extranjero agregó que «los almirantes y generales están bajo una presión considerable de sus subordinados para actuar, que el gobierno está al tanto del complot, y que, entonces, está forzando a los conspiradores a moverse prematuramente y, finalmente, cualquier incidente imprevisto (por ejemplo, una confrontación violenta entre fuerzas de la UP y la oposición) podría precipitar la acción militar».

El último informe realizado por la O/NE antes del golpe de septiembre fue diseminado dentro de la CIA el 14 de junio y, a diferencia de la mayoría de los NIE anteriores sobre Chile, este erraba medio a medio, pues además de la consabida recopilación de antecedentes sobre la situación chilena, preveía como salida más probable a la crisis un «punto muerto» entre oposición y gobierno.

Según el NIE, «Allende ha hecho considerables avances en fortalecer su gobierno de minoría a través de cambios económicos revolucionarios, que debilitan a su oposición y agrandan su propia votación. Pero esta estrategia ha conducido a turbulencias económicas y políticas endémicas, que pueden minar su apoyo popular, solidificar a la oposición y alienar a las Fuerzas Armadas»[250].

Sobre el rol de los militares, estimaban que «hay evidencia de un creciente sentimiento anti UP y conspiraciones golpistas dentro de las Fuerzas Armadas, y también de una creciente disposición de la oposición política a los militares, para apoyarlos en frenar el fortalecimiento de Allende».

Pese a ello, los analistas concluían que solo había tres opciones para la crisis: el «punto muerto», la consolidación de la UP y el «repudio» de esta. De todas, creían que la más probable era la primera, en la cual ninguno de los sectores lograría «ganancias sustanciales».

La CIA no estaba, sin embargo, solo preocupada de averiguar qué sucedía al interior de las Fuerzas Armadas, sino también dentro de la UP. Hacia 1970 había comenzado con un trabajo de infiltración al interior de distintos partidos y grupos de izquierda que seguiría rindiéndole frutos hasta incluso el retorno de la democracia (ver apéndice), y producto de ello obtenían informaciones como todo lo relacionado con Joaquín Peña, a quien calificaban como «jefe de las organizaciones paramilitares del PCCH», el cual creían, hacia junio de 1973, que estaba tratando de crear una red de paramilitares a través de todo el país, «que pudiera ser usada para peleas en las calles, en el evento de una guerra civil»[251].

Según la información lograda por La Compañía, «los centros operacionales están en los cordones industriales y en las poblaciones de clase baja progobierno. Estos centros estarán comunicados por medios técnicos y humanos a un staff general». También se argumentaba que las unidades de autodefensa recibirían entrenamiento militar y que se formarían nuevos grupos en Santiago, Valparaíso, Concepción y Antofagasta.

 

EL «TANQUETAZO»

 

Esas especulaciones y muchas más quedaron en nada el 29 de junio, cuando se produjo el «Tanquetazo», el cual fue descrito por la CIA del siguiente modo, a poco de haberse iniciado: «A las 10.40 horas, el palacio presidencial en el centro de Santiago fue rodeado por un batallón armado. Ha habido reportes de cuatro heridos y un muerto, un periodista extranjero, en el ataque al edificio de la oficina presidencial. Aún se escuchan disparos aislados en las cercanías del palacio a esta hora»[252].

De acuerdo al mismo cable, las comunicaciones estaban interrumpidas en Santiago y se había declarado estado de emergencia. «A las 11 horas la situación continuaba confusa. A esa hora no hay información disponible que indique si el ataque del regimiento blindado al palacio presidencial fue más que un esfuerzo aislado y descoordinado de esa unidad», aludiendo al Regimiento de Blindados N° 2, que dicha mañana, al mando del coronel Roberto Souper, se había movilizado en dirección a La Moneda, atacando dicho edificio junto al de las FF.AA., situado en el bandejón sur de la Alameda, al inicio del paseo Bulnes.

Los sublevados se mantuvieron en posición hasta casi las 11 a.m., cuando Carlos Prats en persona sofocó la rebelión, siendo apoyado por infantes encabezados por Augusto Pinochet. El movimiento terminó pasadas las 12 horas, dejando un saldo de 22 muertos y causando que la plana mayor de Patria y Libertad, encabezada por Pablo Rodríguez, se asilara en la Embajada de Ecuador.

En la historia chilena siempre ha quedado la sensación de que el «Tanquetazo» fue una aventura personalista emprendida por Souper y los líderes de Patria y Libertad, pero un cable secreto de la CIA, que relata información evidentemente obtenida en las más altas esferas de las FF.AA., hace suponer que quizás el asunto no fue tan simple.

Según dicho documento, del 9 de julio, parece que hubo un fallo de comunicación entre los amotinados del Ejército y la FACH, varios de cuyos generales fueron posteriormente «criticados por no permitir que los aviones Hawker Hunter al menos sobrevolaran el centro de la ciudad durante el alzamiento. La razón de que ello no se haya hecho es que la Fuerza Aérea no sabía realmente qué (el intento de golpe, N. de la R.) estaba teniendo lugar»[253]. Es de suponer, entonces, que si no permitieron que los cazas volaran sobre Santiago, como ocurrió el 11 de septiembre, es porque dentro de las planificaciones golpistas siempre se consideró la actuación de dichos cazas, y que si no lo hicieron esa mañana es porque no se le comunicó a tiempo a la FACH lo que sucedería.

El mismo informe revela que en la tarde del 29, el almirante Raúl Montero y su par de la FACH, el general César Ruiz, se reunieron en el Ministerio de Defensa con varios almirantes y generales, ocasión en que «hablaron abiertamente sobre la necesidad de derrocar al gobierno de la UP, pero llegaron a la conclusión de que eso no se podía hacer sin el Ejército, y que este no estaba preparado para dicha acción en ese momento».

Luego de dicha reunión, Montero y Ruiz se dirigieron a La Moneda, de donde regresaron muy enojados, pues Allende habría intentado «presentarlos» a la multitud que lo vitoreaba, invitándolos a salir con él por el balcón, en medio de una manifestación de apoyo al gobierno. «Ellos dijeron que deberían haber renunciado» en ese momento, manifiesta el reporte, que precisa que, sin embargo, «sintieron que era mejor para ellos trabajar desde dentro antes que ser removidos».

A la mañana siguiente, Montero y Ruiz hablaron con Carlos Prats y le pidieron que designara a cinco generales para que se reunieran con igual número de almirantes y de generales de la FACH, «para discutir preocupaciones acerca de la seguridad nacional».

Prats decidió que sus representantes serían Augusto Pinochet, Mario Sepúlveda, Óscar Bonilla, Sergio Arellano y Sergio Nuño. Por la FACH estaban Gustavo Leigh, Agustín Rodríguez, Claudio Sepúlveda, Nicanor Díaz y Francisco Herrera, mientras que los almirantes eran Patricio Carvajal, Ismael Huerta, Daniel Arellano, Carlos León y Hugo Cabezas, todos los cuales se reunieron ese mismo día, el 30 de junio.

No obstante, en ese momento no se habló de planes golpistas porque, en palabras de la CIA, «los almirantes y generales de la Fuerza Aérea no tienen confianza en los generales del Ejército presentes». Pese a ello, se acordó que el 2 de julio cada rama presentaría un memo con su visión de la situación del país, que consolidarían posteriormente en un solo informe.

Ese día, el consolidado fue presentado a Allende, pero antes de ello hubo una discusión relativa a dos párrafos, objetados por Montero y Ruiz. Uno se relacionaba con los militares en el gabinete, indicando que si se les pedía ingresar nuevamente al gobierno, se les deberían entregar todos los ministerios. El segundo párrafo hablaba acerca de «la necesidad de expulsar de Chile a todos los extremistas extranjeros, estimados en 15.000». Se acordó eliminar ambos párrafos, pero «cuando Ruiz y Montero fueron al palacio presidencial en la tarde del 2 de julio, descubrieron que el general Prats había mostrado su copia a Allende y al ministro de Defensa, José Tohá», la que contenía los dos párrafos de la discordia.

Con estos antecedentes, que mostraban un disenso entre las tres ramas de las FF.AA., en la CIA pensaron que la posibilidad de un golpe era cada vez más remota, e incluso se plantearon la utilidad de solo seguir apoyando económicamente a los partidos de la oposición, pero una información obtenida por la Estación de Santiago cambió el panorama: «Luego del descoordinado y abortado alzamiento del Segundo Batallón Blindado del Ejército el 29 de junio, el principal grupo de conspiradores de las Fuerzas Armadas, encabezados por generales del Ejército y la Fuerza Aérea, y almirantes de la Armada, fijó el 7 de julio como fecha para el golpe de Estado. Sin embargo, el golpe no se realizará en esa fecha, mientras los conspiradores del Ejército no puedan asegurar a los otros servicios que podrán cumplir su misión de tomar el control de la ciudad de Santiago»[254].

De acuerdo a este documento, la nueva fecha para que el golpe ocurriera era una o dos semanas después del 7. Un grupo de oficiales de las tres ramas se estaba reuniendo en forma regular, según la CIA, para planificar las acciones, y los complotadores habían sumado a sus filas al almirante Ismael Huerta, respecto del cual se comentaba que «es considerando un oficial inteligente y extremadamente capaz». Huerta había decidido incorporarse al plan golpista luego del «Tanquetazo».

Además, la Estación de calle Agustinas pensaba que «el otro aspecto positivo del affaire del 29 de junio era que los carabineros (policía nacional uniformada) no actuaron contra el batallón blindado. «Mientras la guardia del palacio presidencial no se rindió, como se lo pidió el teniente coronel Roberto Souper, comandante del batallón blindado, los oficiales conspiradores sienten que eso fue un error táctico de parte de Souper, pues, por ejemplo, él debió haber pedido a la guardia su apoyo, más que su rendición».

En un análisis del movimiento de los tanques, Warren y su gente concluían que lo ocurrido había hecho perder el factor sorpresa a cualquier intento de golpe, que había fortalecido a Carlos Prats y que «ha causado desilusión dentro de las filas de las Fuerzas Armadas, porque los líderes militares no apoyaron al Segundo Batallón Blindado».

Otros efectos «negativos» que adjudicaban a la insurrección era que había hecho difícil «alinear» a los comandantes de los regimientos de la capital. Junto con ello había un asunto adicional: que durante la crisis, Carlos Prats, más los generales «progobiernistas» Mario Sepúlveda y Guillermo Pickering, habían asumido personalmente el mando de los regimientos más poderosos de Santiago: el Tacna, el Buin y la Escuela de Suboficiales, además, por cierto, del Blindados, por lo cual la CIA se preguntaba cómo lograr romper con la verticalidad del mando y la solución parecía unívoca: «Que los generales de Ejército golpistas se reúnan con el general Prats, le avisen que ya no goza de la confianza del alto mando del Ejército y, en consecuencia, lo remuevan».

Y un dato interesante: «Los complotadores decidieron reemplazar a Prats, para la fecha cuando se intente el golpe de Estado, con el general Manuel Torres, comandante de la Quinta División y tercer general en antigüedad. Los conspiradores no consideran al general Augusto Pinochet, que es el segundo en antigüedad en el Ejército, como un reemplazo adecuado para Prats, bajo esas condiciones».

Por cierto, el 7 de julio nada sucedió y tampoco en las semanas siguientes, pero en La Compañía siguieron extrayendo conclusiones y viendo cuáles eran las posibilidades. De acuerdo a las averiguaciones realizadas en Santiago, al parecer con diferentes fuentes y que quedaron estampadas en un reporte de 27 páginas, «el alzamiento del 29 de junio también tuvo un impacto en el presidente Allende, y ha afectado adversamente su influencia dentro de su propia coalición»[255].

Una institución sobre la cual siempre tuvieron poca información fue la FACH, pero ahora sabían —o suponían— que el alto mando de ella «está preparado y dispuesto a apoyar un golpe liderado por el Ejército. Los almirantes de la Armada, también con el conocimiento tácito, pero sin el apoyo de su comandante en jefe, almirante Raúl Montero, también parecen listos para actuar contra el gobierno. Ambos servicios siguen afirmando, sin embargo, que no se moverán hasta que el Ejército esté listo para participar», lo que sabían que no sucedería mientras siguieran en sus cargos los generales Prats, Sepúlveda y Pickering: «El problema de los complotadores es cómo esquivar a estos tres generales. Mientras no se solucione este problema, es dudoso que el Ejército lleve a cabo un golpe, como un todo unificado».

De acuerdo a la fuente que informaba a la CIA, parecía poco posible que Prats aceptara renunciar, y a cambio de ello quedó estampada en el documento una brutal conclusión: «La única otra forma de remover a Prats, Sepúlveda y Pickering parece ser por secuestro o asesinato. Como la memoria del affaire del ex comandante del Ejército René Schneider siempre presente en sus mentes, será difícil para los conspiradores decidirse a hacer algo así».

Es en ese momento cuando reaparece en los documentos de la CIA el comité de los 15 generales y almirantes, sobre el cual se precisaba ahora que su objetivo era «unificar actitudes, así como formular declaraciones conjuntas para presentar a los comandantes en jefe y, a través de ellos, a Allende. Ellos esperan que con este mecanismo cesen las presiones desde abajo, lo suficiente como para evitar incidentes aislados como el del 29 de junio, o un intento de golpe pobremente planeado y descoordinado».

Sobre la actitud final de Carabineros, esta parecía ser «un enigma para los conspiradores», aunque estaban casi seguros de que en el caso de no apoyar el golpe, no enfrentarían a los otros uniformados. La CIA aseveraba que los gremios estaban en pésimas condiciones y por ello pensaban llamar a una nueva huelga general, advirtiendo además que el jefe operativo de Patria y Libertad, Roberto Thieme, había regresado de Argentina (donde se había escondido tras simular un accidente de avión frente a Tomé, luego de lo cual voló a Argentina a través de Colonia Dignidad). Respecto del grupo, se señalaba que «P&L ha realizado varios bombazos terroristas y están considerando secuestros y asesinatos».

En cuanto a la UP, se creía que «está en una ofensiva revolucionaria. Su estrategia parece ser tomar el control de cuantas fábricas pueda en lo inmediato, y aumentar su control sobre el sector de la agricultura». De hecho, el documento señalaba en su resumen que «el gobierno de la UP se ha embarcado en una campaña acelerada para armar a sus adherentes para lo que ahora se cree será una confrontación inevitable en Chile; más aun, no ha mostrado inclinación a regresar las fábricas e industrias que fueron ilegalmente confiscadas, como resultado del alzamiento de una unidad militar el 29 de junio».

Dos días más tarde, el 25 de julio, se informaba a Washington que el consejo de los 15 estaba preparando un plan de contrainsurgencia, «que está casi terminado y que carece solo de la identificación de los objetivos principales»[256].

Según los antecedentes conseguidos por la agencia, «los oficiales conspiradores dentro de las Fuerzas Armadas esperan que la huelga de los dueños de camiones, prevista para el 26 de julio, sea pospuesta hasta después de que el comité (de los 15, N. de la R.) tenga la oportunidad de completar su plan de contrainsurgencia, que puede ser usado como la base para el golpe de Estado. Por esta razón, el almirante Patricio Carvajal, jefe del Estado Mayor de la Defensa, intentó persuadir a León Vilarín, presidente de la Federación de Dueños de Camiones (Siducam) para posponer la huelga hasta que el plan esté finiquitado».

El 1 de agosto ya nadie dudaba en la CIA respecto de la inminencia del golpe, al punto que ese día se emitió, en los cuarteles centrales, un memorándum de nueve páginas titulado «Consecuencias de un golpe militar en Chile»[257], en el cual se discutía qué podía pasar, dentro de tres posibilidades de intervención castrense.

La primera que enumeraban era la de «los militares gobernando con Allende», que se basaba en un gabinete y subsecretarías ocupadas por militares, nuevamente, lo que dejaría a Allende convertido, según la CIA, en una suerte de figura decorativa.

La segunda opción era el golpe total, respecto del cual preveían fuertes enfrentamientos en las calles entre los allendistas y los militares, sobre lo cual había un pronóstico sombrío: «El resultado de esa confrontación es incierto; ningún lado está preparado para una lucha prolongada. Asumiendo que prevalezcan las Fuerzas Armadas, aun así habrá huelgas, demostraciones y otras formas de protesta. Serán necesarias medidas represivas».

Finalmente, planteaban que existía la opción de un golpe protagonizado por oficiales de rango medio o bajo.

Respecto de las consecuencias que un golpe en forma tendría para Estados Unidos, la agencia creía que dentro de las favorables estaba el que «el primer gobierno marxista electo del hemisferio occidental habrá terminado fallando, y el gobierno sucesor, aunque nacionalista, estará favorablemente dispuesto hacia EE.UU.».

Además, estimaban que «la caída del gobierno de Allende será un revés sicológico a la causa del socialismo doctrinario en el hemisferio», y también que «un nuevo gobierno debería ciertamente eliminar las actividades subversivas —limitadas como son— llevadas a cabo contra ciertos vecinos». Creían también que un gobierno militar estaría abierto a las inversiones extranjeras y que después de algún derramamiento de sangre, quizá considerable, «Chile eventualmente podrá lograr un alto grado de estabilidad política y social».

Dentro de las consecuencias negativas de un golpe para Estados Unidos, enumeraban el que ello no eliminaría totalmente algunas de las medidas impuestas por Allende, varias de ellas irreversibles, siendo «la más obvia de estas la expropiación de los intereses de EE.UU. en el cobre».

 

SIN MARCHA ATRÁS

 

El 3 de agosto, el dirigente del PS, Clodomiro Almeyda, informaba que «algunos líderes militares no especificados decidieron actuar contra el gobierno, sin esperar el diálogo entre este y el Partido Demócrata Cristiano (PDC)», acción que creían ocurriría esa misma semana[258].

Como consecuencia de ello, «el PS ha ordenado a todos sus miembros ponerse en un estatus de alerta llamado alerta 2. Este es una alerta previa a un llamado por conflicto en las calles, que es llamado emergencia».

Tres días más tarde, otro cable daba cuenta de varios retiros dispuestos por Salvador Allende en el alto mando de Carabineros. Entre ellos se contaba al ex jefe de Valparaíso, Arturo Yovane, respecto de quien Allende había dicho que no confiaba y sobre el cual la CIA señalaba que su salida de la policía «probablemente esté originada en su estrecha asociación con oficiales navales que están implicados en las conspiraciones antigubernamentales»[259].

Asimismo, se disponía, para fines de año, el retiro del general César Mendoza, de quien «Allende ha dicho que no confía, y lo ha descrito como teniendo muchos contactos entre los militares».

También pasó a retiro el coronel Hugo Hinrichsen, jefe de la Prefectura de Tránsito, y se nombró como subdirector al general Jorge Urrutia, anterior jefe de zona de Concepción. Según la Estación de Santiago, «la falta de objeción a la manipulación de los oficiales es primariamente porque el general José Sepúlveda, director general de Carabineros, es un líder débil, que no puede confrontar al presidente».

El 13 de agosto, David Atlee Phillips, ya asumido como nuevo jefe de la División Hemisferio Occidental (pues Shackley ascendió a Operaciones), firmó un documento para el director en el cual decía que, dentro de las múltiples informaciones respecto del golpe, lo más claro era que «actualmente los conspiradores intentan asegurar que se les unirán las unidades clave de Santiago. Aún no hay evidencia que pueda confirmar una unidad de propósitos y un plan coordinado para actuar. Sin ellas, un golpe probablemente terminará fallando y podría causar un derramamiento de sangre considerable»[260].

 

PRATS RENUNCIA

 

La salida de Prats era algo que los oficiales antiallendistas querían a toda costa y formaba parte de un complejo cuadro que comenzó a llegar a su clímax el 22 de agosto, cuando la Cámara de Diputados emitió una fuerte declaración en contra de Allende, acusándolo de haberse empeñado «en conquistar el poder total», de querer instituir un sistema totalitario, de violar en forma constante la Constitución y de permitir «la creación de poderes paralelos». Igualmente, los parlamentarios argumentaban que el presidente había usurpado las funciones del Congreso, al gobernar por medio de decretos o resoluciones y al negarse a promulgar la reforma constitucional que se había aprobado.

También se le acusaba de denostar al Poder Judicial y ayudar a incumplir la ley con sus partidarios. Había, además, quejas por sus actuaciones en Contraloría, por lo que sucedía con los medios de comunicación, por las JAP, la ENU, etc. El acuerdo hacía presente «el grave quebrantamiento del orden constitucional y legal de la República» y exigía al gobierno y a los ministros miembros de las FF.AA. y Carabineros que pusieran cese inmediato a todo lo anterior.

El 23 de agosto, y aprovechando el agudo cuadro político desatado a raíz del acuerdo de los diputados, los conspiradores militares se reunieron para discutir la mejor manera de exigir a Prats que renunciara al Ejército y al gabinete, pero al mismo tiempo que ello ocurría, Prats anunciaba su dimisión, asumiendo en Defensa Orlando Letelier.

La CIA indicaba al respecto que los generales Pickering y Sepúlveda habían entregado su renuncia también.

Comenzaba la era de Augusto Pinochet, quien esa misma noche asumió la Comandancia en Jefe del Ejército.

Luego de la renuncia de Prats, «las Fuerzas Armadas parecen haberse unificado más»[261], decía un cable enviado a los cuarteles centrales de la CIA, según el cual «la UP parece estar a la defensiva, temiendo un golpe militar e insegura de su propia habilidad para lidiar con este cuando efectivamente ocurra».

Ray Warren estimaba que debía apoyarse al máximo a la oposición, teniendo en cuenta que lo más probable era que todo culminara con un golpe y, por lo mismo, muy prudente, a diferencia de meses antes, decía al director de la CIA (en ese momento, William Colby) que «la Estación apreciaría mucho que los cuarteles centrales sondearan a los niveles apropiados en la comunidad de Washington, para ver si la aproximación bosquejada arriba es inconsistente con los actuales lineamientos y políticas hacia Chile. Debe quedar claro que la Estación no está trabajando directamente con las Fuerzas Armadas en un intento de golpe». Desde las oficinas de la CIA respondieron casi de inmediato, informando que se había enviado un memo a Henry Kissinger, pidiendo su parecer al respecto.

El memo enviado por William Colby —en el cual se pedía el último millón de dólares entregado a la oposición antes del golpe— señalaba en su último párrafo que «la Estación de Santiago no trabajará directamente con las Fuerzas Armadas en un intento de lograr el golpe»[262].

Los signos que llegaban desde los militares hacia Allende eran ominosos. Luego de Prats renunció el almirante Raúl Montero (ministro de Hacienda, a quien no se le aceptó la carta de baja), mientras se rumoreaba que en los días siguientes haría lo mismo el general Humberto Magliocchetti, ministro de Obras Públicas. Un reporte de la CIA desde Santiago decía que el 24 de agosto «ha habido ataques en buses urbanos por parte de desconocidos, y unos 30-40 conductores han sido heridos. Estos conductores han requerido protección especial y el Ministerio del Interior ha acordado dársela»[263], en medio del contexto de la huelga de los camioneros.

Asimismo, la filial de la agencia de inteligencia de EE.UU. en Chile informaba que «las autoridades navales en Valparaíso, que investigan el motín a bordo de dos buques navales chilenos el 9 de agosto, han anunciado su intención de requerir que se levante la inmunidad de dos diputados, para conseguir que sean interrogados por su supuesta implicancia en el motín. Estos diputados son Carlos Altamirano, del Partido Socialista, y Óscar Garretón, del Movimiento de Acción Popular Unitaria. Se planea iniciar acciones legales contra Miguel Enríquez, del Movimiento de Izquierda Revolucionaria, que supuestamente también está involucrado. (Borrado) El general Pinochet, según se ha informado, declaró que pretende tomar una línea muy dura para tratar con el MIR. Declaró que, de hecho, el Ejército planea aniquilar al MIR».

Luego de todo ello, a juicio de Warren, quedaban solo dos opciones para Chile: «La dinámica de la situación actual apunta a una entrada masiva de las Fuerzas Armadas en el gobierno o a un golpe militar declarado»[264].

Una vez más, no obstante, transcurrieron varios días sin movimiento aparente, lo que quedó reflejado en la conversación que tuvo un agente de la CIA con algún líder gremial al cual no se identifica, quien aseveró que los representantes de los empresarios estaban «perplejos por la conducta de los militares durante la semana pasada. Después de, primero, recibir indicaciones de sus contactos militares de que estaban muy próximos a actuar contra el gobierno, miembros del equipo fueron notificados el 29 de agosto, separadamente, por el almirante Patricio Carvajal, jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, y por el general Gustavo Leigh, comandante en jefe de la Fuerza Aérea, de que dicha acción se atrasaría por algún tiempo»[265].

Probablemente uno de los hechos que más influyó en el atraso del golpe fue el homicidio (la madrugada del 27 de julio) del edecán naval de Allende, el capitán de navío Arturo Araya Peeters, quien fue asesinado de un tiro disparado por militantes de Patria y Libertad luego de que provocaran disturbios afuera de su casa.

De acuerdo a lo expresado por Leigh y Carvajal a los gremios, «la coordinación entre los servicios militares respecto de una eventual acción contra el gobierno es buena», agregando que sus planes continuaban y que debían «ser pacientes y confiar en los militares».

A una fuente del PDC, en tanto, se atribuían informaciones según las cuales el MIR iniciaría una campaña de asesinatos en contra de líderes opositores, especialmente de la DC y que no contaran con protección policial.

El redactor del cable anotó que «actualmente, solo el ex presidente y actual senador Eduardo Frei es resguardado por personal del Departamento de Investigaciones y por guardias del PDC. El presidente del PDC, Patricio Aylwin, recibe protección ocasional de parte de la policía nacional uniformada. Adicionalmente, Eduardo Cerda, secretario general del PDC; Renán Fuentealba, senador del PDC, y Radomiro Tomic, ex candidato presidencial de la DC, reciben protección personal de guardias del PDC».

 

EL 11/S CHILENO

 

Quizás el punto de no retorno para el golpe se encuentra en un hecho muy poco conocido: el traslado de los aviones Hawker Hunter que posteriormente bombardearían La Moneda hacia el aeropuerto Carriel Sur, de Concepción, hecho que una fuente de Carabineros informó a la CIA el mismo 1 de septiembre. De acuerdo a lo planteado por dicho informante, Carabineros, además, estaba al tanto de que «la Armada ha enviado algún personal a ayudar a cuidar las naves, y la Fuerza Aérea ha instalado una ametralladora en el perímetro»[266]. Lo anterior se fundamentaría en el hecho de que la FACH no posee bases en Concepción y el aeropuerto se encuentra en la comuna de Talcahuano, que en términos militares es jurisdicción de la Marina.

El golpe ya era un hecho para el día 8. Esa jornada, la Estación de Santiago avisaba a Washington que «está programado que la Armada inicie el movimiento para derrocar al gobierno del presidente Salvador Allende en Valparaíso, a las 8.30 a.m. del 10 de septiembre»[267].

Ello implicaba que los marinos se tomarían la provincia de Valparaíso, emitiendo un ultimátum en el que pedirían la renuncia de Allende, «o amenazando con avanzar hacia Santiago». La fuente que informó de ello agregó que Merino estaba tratando de retrasar la acción hasta el 12 de septiembre, fecha en que «esperaba ser nombrado comandante en jefe de la Armada», según el documento.

Este precisaba que luego de que se movieran los navales, «la FACH procederá a silenciar todas las radios gubernamentales. Al mismo tiempo, la FACH planea establecer una cadena radial usando estaciones de oposición como las radios Balmaceda, Minería y Agricultura».

Según esta misma fuente de información «Pinochet ha dicho que el Ejército no se opondrá a la acción de la Armada», agregando que no se sabía si existiría un apoyo explícito a la Armada y la FACH, aunque «el general Leigh, sin embargo, planea continuar sus contactos con Pinochet y otros generales del Ejército».

También se tenía información de que Carabineros, a través del general Arturo Yovane, apoyaría el golpe a través de la Escuela de Suboficiales, las Fuerzas Especiales y la guardia de palacio. Quien dijo todo esto a la CIA opinó que «será difícil tomar el palacio presidencial y la residencia de Allende, pero con el apoyo de Carabineros, las Fuerzas Armadas deberían ser capaces de tomar control de estas locaciones estratégicas».

Como comentario se indicaba que «el presidente Allende está indudablemente confrontado con la amenaza más seria de las Fuerzas Armadas desde su elección hace tres años. Al mismo tiempo, se debe reconocer que el presidente aún tiene espacio para maniobrar». Pese a ello, la frase final indicaba algo que resultaba evidente: que apenas un militar pusiera su pie en la calle, ya no sería posible parar el movimiento.

El 10 en la mañana ya tenían claro que la fecha era el día siguiente; es decir, el 11 de septiembre de 1973.

El cable al respecto señalaba que «un golpe se iniciará el 11 de septiembre. Las tres ramas de las Fuerzas Armadas y Carabineros están involucradas en esta acción. A las 7 a.m. del 11 de septiembre se leerá una declaración en Radio Agricultura (borrado) que Carabineros tiene la responsabilidad de capturar al presidente Salvador Allende»[268].

El reporte añadía que el día de atraso se debía a que los militares habían querido «mejorar la coordinación táctica, y mientras la Armada parece firme en su resolución de derrocar a Allende, debe asumirse que el presidente aún trabaja diligentemente para desinflar la crisis. A este respecto ha agendado una cadena nacional para la tarde del 10 de septiembre. El presidente podría utilizar esa ocasión para anunciar alguna propuesta dramática, como llamar a un plebiscito que podría, de nuevo, causar la duda entre los complotadores».

Esa misma tarde, algún militar de alto nivel se contactó con la Estación de la CIA en Santiago. Ya nadie desconocía lo que sucedería durante la madrugada siguiente, por lo cual el uniformado preguntó si «el gobierno de Estados Unidos ayudaría a los militares chilenos si la situación se ponía difícil. No dio mayores explicaciones sobre qué quería exactamente del gobierno de Estados Unidos»[269].

Diplomáticamente, le habrían respondido que «la acción planeada contra el presidente Allende era una operación chilena» y que por lo tanto no se podía comprometer a nada más que hacer las consultas respectivas a Washington.

De acuerdo a un extenso documento, la preparación definitiva para el golpe comenzó a mediados de agosto, con la conformación de un «equipo especial de coordinación», compuesto por tres delegados de las FF.AA. y luego «civiles cuidadosamente seleccionados fueron incluidos en este equipo»[270].

Todos ellos (seguramente los 15 a que se hacía referencia previamente) fueron quienes diseñaron el plan de derrocamiento, el cual «fue explicado el 1 y 2 de septiembre a los comandantes en jefe del Ejército y la Aviación, y al almirante José Toribio Merino, de la Armada. El plan fue aprobado por ellos y se dieron las órdenes para los preparativos necesarios para realizar la acción el 10 de septiembre, a una hora que sería puesta por el general Augusto Pinochet, jefe del Ejército, quien fue elegido para encabezar el grupo».

Sin embargo, por varias razones, entre ellas problemas de organización y en las cadenas de radio y televisión, el golpe se pospuso hasta el 11. El plan original contemplaba la acción de la Armada en Valparaíso y luego el acuartelamiento del Ejército en grado 1, a las 7.30 horas.

«Los carabineros serán neutralizados por un nuevo director general, que será el general César Mendoza, quien ordenará la salida de los carabineros del palacio, la Intendencia de Santiago y desde la residencia presidencial de Tomás Moro. Más aún, los carabineros apoyarán a las Fuerzas Armadas».

La CIA también sabía que se establecería una Junta de Gobierno de los tres comandantes en jefe más el director de Carabineros, que funcionaría en el noveno piso del Ministerio de Defensa, y que desde allí, «a las 9 a.m., cuando contacten a Allende, emitirán un ultimátum para que les entregue el poder… En caso de resistencia del presidente y de la UP, las Fuerzas Armadas y Carabineros actuarán por la fuerza, de acuerdo a los planes acordados previamente».

Tal como se sabía, un cable fechado el 11 de septiembre daba cuenta de que «a las 8.10 horas, Radio Portales anunció que Radio Nacional, estación progubernamental, fue allanada y cerrada por tropas del Ejército, a las 7.15 hora local»[271].

Cinco minutos después del anuncio a través de Portales, Radio Agricultura dio a conocer que el presidente Allende denunciaba que la Armada había aislado Valparaíso, agregando que no se veía movimiento en Santiago y llamando a la calma, pero de acuerdo a un «observador» de la CIA, «a las 7.00 hora local, todos los grandes regimientos en Santiago están fuertemente custodiados y las calles de acceso a esos regimientos han sido bloqueadas. En la Escuela Militar había 10 camiones civiles llenos de tropas armadas».

Según lo escuchado en Radio Corporación a las 8.15, Allende ya estaba en La Moneda, donde dijo estar «preparado para defender al gobierno. Agregó que estaba esperando que el Ejército cumpliera su deber y defendiera el país».

No obstante, las cosas iban de mal en peor para el mandatario: «A las 9.30 horas, las fuerzas de Carabineros (policía nacional uniformada) se han retirado desde La Moneda, dejando detrás solo un pequeño contingente que está tratando de convencer a Allende de renunciar»[272].

A las 9.50, según la CIA, que probablemente apreciaba la situación desde las ventanas de sus oficinas, llegó hasta La Moneda un grupo de oficiales de Carabineros de alto rango, junto a dos tanquetas policiales, al tiempo que «Radio Agricultura (ahora estación oficial de las Fuerzas Armadas) anunció que La Moneda debe ser evacuada a las 11.00 horas, o entrarán en acción la Fuerza Aérea y el Ejército».

Ya en la tarde se emitió otro informativo a Washington, donde se indicaba que «de acuerdo al anuncio oficial de las Fuerzas Armadas… la residencia del presidente en Tomás Moro fue bombardeada por la resistencia de algunos elementos de Carabineros (policía nacional uniformada) y los guardaespaldas presidenciales. No hay reportes de víctimas»[273].

A las 12 salieron finalmente todos los carabineros del palacio presidencial y, según la CIA, «los guardaespaldas presidenciales intentaron dejar al general José Sepúlveda como prisionero; sin embargo, fue rescatado por carabineros. A las 12.30, Allende no se había rendido. El palacio presidencial está en llamas», apunta el dramático documento, que tiene sus últimos párrafos borrados, al igual que el primero.

Es probable que en alguno de ellos se detallara el ataque aéreo contra La Moneda. Según lo que pudo establecer el juez Mario Carroza[274], este se produjo a las 11.50 horas, aproximadamente, por parte del Grupo 7 de la FACH, dos de cuyos aviones dispararon contra la señorial casona republicana cuando se encontraban a la altura de la Estación Mapocho y avanzando de norte a sur.

El siguiente documento del 11 es el que da cuenta de la muerte del presidente, y señala que «el nuevo gobierno chileno cree que bien los guardias presidenciales (GAP) o los cubanos asesinaron al presidente Allende». Debido a la segunda idea, «se llevará a cabo una operación militar contra las residencias de personal de la Embajada cubana, a las 18.30 horas del 11 de septiembre»[275].

Las especulaciones sobre la forma en que murió Salvador Allende (que incluso llevaron años después al juez Carroza a reabrir la investigación, concluyendo que fue un suicidio) fueron muy potentes en las horas y días posteriores. Una fuente de la CIA dijo a esta que Allende había sido asesinado «para que así su muerte pudiera ser usada como una causa política de la cual pudiera ser culpada la Junta»[276].

Otros rumores de los cuales la agencia estadounidense también se hizo cargo fueron los relativos al «Plan Z», que muchos años después se admitió que nunca había existido. No obstante, la CIA menciona un documento de octubre de ese año, supuestamente hallado en los archivos de Daniel Vergara, ex subsecretario de Interior de la UP, en el que se habrían encontrado indicaciones de la existencia del «Plan Z», que buscaba «eliminar a importantes políticos y personalidades militares opuestas a la UP. Sin embargo, solo uno de esos documentos hace referencia a una fecha específica. El documento en cuestión comienza con el encabezamiento ‘‘camarada’’, y establece instrucciones generales para la campaña de eliminación, indicando que las mejores fechas en Santiago para el ataque serían el 17 o 19 de septiembre. El documento señala que la mejor fecha para el ataque debería ser después de la parada oficial del 19, cuando las unidades quedan solas y las tropas están cansadas después de marchar. El documento apunta que debido a su participación en la parada, los miembros de las Fuerzas Armadas no estarán portando su munición habitual de 20 tiros»[277].

El último cable fechado el 11 de septiembre señala, entre otras cosas, que la presidencia de la Junta de Gobierno «será rotada periódicamente entre los representantes de las Fuerzas Armadas»[278], que el Congreso sería cerrado, la CUT declarada ilegal, que se llamaría a plebiscito para dictar una nueva Constitución, que «todos los terroristas extranjeros serán expulsados de Chile» y que «la Junta seguirá el modelo brasileño».

En Washington aún no terminaba de morir el día, ese mismo 11, cuando ya se distribuía al interior de la CIA un paper que contenía lo que serían las peticiones del nuevo gobierno hacia EE.UU., que iban desde reconocimiento diplomático a ayuda económica. En su análisis de lo que sucedería anticipaban que «aunque los planes formulados por los conspiradores militares y civiles no mencionan medidas disciplinarias o represivas, el nuevo gobierno indudablemente encontrará necesario ejercer acciones firmes para restablecer y mantener el control en áreas urbanas y rurales, para controlar el terrorismo y decomisar las armas que han sido ampliamente distribuidas a grupos militares y organizaciones de la UP»[279].

Asimismo, en un craso error, anticipaban que «el gobierno militar no intentará perpetuarse en el poder indefinidamente».

Varios días más tarde se mencionaba que oficiales jóvenes del Ejército estaban presionando para que se armara un juicio marcial en contra de Carlos Prats (quien ya estaba en Argentina), «por haber permitido la formación de un fuertemente armado Ejército del pueblo»[280]. Allí también figuran las primeras discrepancias de la CIA con el gobierno de Pinochet, que fijaba en cerca de 100 las víctimas del golpe, en circunstancias que «estimaciones de fuentes informadas, incluyendo oficiales de la Junta, (dicen) que son al menos 4.000 las personas que han sido asesinadas hasta el 13 de septiembre. Las Fuerzas Armadas han sido sorprendidas por la fiera resistencia en las populosas barriadas de Santiago y han pospuesto ataques aéreos y de artillería, por temor a asesinar a niños y mujeres».

La CIA argumentaba que «son exageradas también las denuncias de estaciones radiales clandestinas de izquierda, de que muchos líderes marxistas, incluyendo al achacoso Premio Nobel de Literatura, Pablo Neruda, han sido ejecutados».

 

NOSOTROS NO FUIMOS

 

Con posterioridad al golpe, la CIA confeccionó tres informes respecto de su participación en la asonada, uno de los cuales aparentemente fue escrito como ayuda memoria para alguna comparecencia del director Colby a alguna instancia parlamentaria. El segundo, en tanto, fue escrito para Henry Kissinger.

El primero, redactado por David A. Phillips, dice que «a pesar de las desinformadas y rampantes especulaciones en ciertos círculos internacionales, así como en algunos medios, la agencia no jugó rol alguno en el golpe militar chileno del 11 de septiembre de 1973»[281].

Según este texto, La Compañía no estimuló de ninguna manera a los militares, la oposición o los privados a derrocar a Allende, afirmando que su rol se limitó a proveer fondos para los partidos políticos, «con la intención de mantener viva y activa a la oposición a Allende». De acuerdo a lo anterior, «en total, 6,5 millones fueron autorizados por el comité de los 40 para apoyar a la oposición durante el régimen de Allende. La parte del león de este apoyo se la llevaron los partidos políticos y los medios». También se aseguraba que «mientras la CIA apoyó a la oposición política a Allende en este periodo, fue muy cuidadosa en evitar cualquier acción o actividades que pudieran ser interpretadas como la promoción o asesoría para un golpe de Estado».

El segundo documento consta de un resumen que repite básicamente lo mismo escrito por Phillips, agregando, por ejemplo, que los 6,5 millones fueron «vitales» para la oposición[282]. En el memo para Kissinger, fechado el 13 de septiembre de 1973 y firmado por Colby, se asevera que el rol de la agencia en las elecciones presidenciales de 1970 fue solo «denigrar a Allende y la Unidad Popular», que luego se limitó al apoyo financiero a los partidos y los medios y que, finalmente, «la CIA no jugó un rol directo en los eventos que llevaron al establecimiento de un gobierno militar».








 

Capítulo 7

 

El mundo de Allende











 

Salvador Allende siempre fue un personaje que atrajo la mirada de la CIA, que estuvo pendiente de él y sus acciones desde muy temprano, tanto como 1952, según se comprueba en los cables, aunque curiosamente en ninguno de ellos se perfiló su carácter, algo que era común respecto de otros líderes. No obstante, a través de diversos escritos de La Compañía es fácil deducir qué pensaba esta, realmente, sobre el derrocado presidente.

En un NIE de 1971 se encuentra uno de los informes más gráficos al respecto, el cual señala textualmente que «Allende es un experimentado y astuto político con una gran comprensión del sistema político chileno, ganada a través de años en el Senado y como perenne candidato presidencial. Es una marca conocida para el electorado chileno, considerado un reformador que ha trabajado desde el sistema toda su carrera política. Allende tiene 63 años y aparentemente posee buena salud, a pesar de algunos problemas cardiacos previos. Trabaja duro en su oficina, tiene instinto para las relaciones públicas, y es adepto a cultivar nuevos seguidores y desarmar a sus potenciales opositores»[283].

No obstante, tras dicha visión aparentemente generosa, aparecía la acusación de populismo y demagogia que le enrostraban frecuentemente sus adversarios: «Tiende a hablar amplias generalidades teóricas con clichés políticos», decía el documento, que también se hacía cargo de su vida privada de un modo bastante elegante: «Su gusto obvio por la vida lujuriosa no es visto en el contexto chileno como incompatible con la dedicación al socialismo marxista. Su gusto por los autos deportivos caros, licores, ropas y mujeres han tendido a agregarle lustre a su imagen, antes que dañarlo políticamente».

En un documento previo se aludía a lo mismo, aunque en boca de Fidel Castro, quien, según la CIA, le había dicho en su cara que «su traje de guerrillero debería ser hecho por Christian Dior»[284], aludiendo a su debilidad por los trajes de buena marca.

Respecto de su pertenencia a la francmasonería, la CIA indicaba, el mismo año, que era un factor que le permitía tener contacto con los mandos de las FF.AA.: «Allende ha manejado con calma los miedos de los militares respecto de su gobierno, y ha ganado apoyo de oficiales clave a través de su membresía en la masonería, a la cual también pertenecen varios oficiales. Allende ha sido exitoso en persuadir a sus compañeros masones militares de que su gobierno no es una amenaza para las Fuerzas Armadas como institución»[285].

Pese a esos contactos, la agencia estadounidense lo retrataba como un hombre muy preocupado de que los militares lo fueran a asesinar. A un grupo de militares, obviamente cercanos al presidente, se atribuye el comentario de que, hacia fines de 1971, este habría tenido «mucho, mucho miedo de un asesinato. Siempre viaja en caravanas de autos y nadie sabe nunca en qué auto va él. Es habitualmente llevado en vuelo de un lugar a otro en helicóptero»[286].

Otro reporte lo calificaba como «un revolucionario poco común». Agregaba que «muy temprano en su carrera fue fundador del Partido Socialista y en los años treinta se convirtió en un muy joven ministro en el gobierno del primer Frente Popular en América Latina. Aunque entrenado como médico, su vida ha estado dedicada a la práctica de la política. Hoy es reconocido como uno de los políticos y parlamentarios más astutos en una nación cuyo pasatiempo favorito es el chisme de café sobre los políticos»[287].

De acuerdo a este texto, Allende se veía a sí mismo como quien lograría aquello que Castro no pudo: «Desplazar la hegemonía americana en América Latina». Asimismo, se expresaba que los mejores aliados del mandatario no eran sus compañeros del PS, sino el PC, partido que la CIA pensaba tenía por objetivo ganar el derecho a llevar un candidato de sus filas en las elecciones presidenciales de 1976.

Pese al comentario sobre Castro, La Compañía tenía claro —era bastante obvio, en todo caso— que «dejando de lado al político, es un estrecho amigo de Fidel Castro». Por cierto, eso parecía no inhabilitar al dictador cubano para ser realista: «Hemos empezado a notar, en los últimos dos meses, que los propios adherentes de Allende se han empezado a preocupar sobre su debilitada posición. El propio Castro ha admitido privadamente que su prognosis es tan mala, que Allende quizá no sea capaz de sobrevivir en su oficina», escribía la CIA en marzo de 1972, en un texto que sintetizaba todo lo anterior señalando que «en suma, Allende quizá sea un tipo de revolucionario diferente, incluso para algunos de apariencia benigna. No es inflexible como la mayoría de ellos y esta idea es precisamente lo que lo hace tan peligroso. Su ejemplo está alentando a los comunistas en otras partes de América Latina a adoptar la misma fórmula».

Para terminar, el desconocido redactor de este documento, escribiendo en primera persona, algo bastante raro en estos documentos, aseveraba que «no creo que sea demasiado decir que el éxito o fracaso de Allende no solo le concierne a Chile, pues tendrá significativos efectos colaterales en el resto de América Latina, así como en los intereses de Estados Unidos».

También miraban con especial recelo a Carlos Altamirano, a quien —como se ha visto en capítulos anteriores— no dudaban en tildar de terrorista, pero creían que quien verdaderamente era el líder de la izquierda que venía detrás de Allende era José Tohá.

En un informe de marzo de 1973 se indicaba que «la UP ahora cree que tiene una posibilidad de perpetuarse a sí misma en el poder por vías electorales. Como probables candidatos presidenciales en 1976, Allende está cuidando a los ministros socialistas Clodomiro Almeyda y José Tohá, cualquiera de los cuales sería un formidable candidato»[288].

Otro político de la UP que interesaba particularmente a Estados Unidos era Orlando Letelier, nombrado embajador en ese país y asesinado en 1976 en Washington. Un cable de marzo de 1971 señala que había sido empleado del Banco Interamericano y que «debe este importante nombramiento enteramente a su estrecha amistad con Allende. Había objeciones de parte de algunos altos miembros del partido, pero Allende hizo prevalecer a su amigo»[289].

Para la inteligencia de EE.UU., la llegada de Letelier «sería el primer paso para convertir a la Embajada chilena en Washington en una clásica operación de estilo comunista, con un embajador simplemente nominal y con el verdadero control descansando en los miembros del equipo». De acuerdo al investigador John Prados, el famoso equipo de los «plomeros», como se denominaba a los ex agentes de la CIA y cubanos anticastristas que realizaban trabajos extralegales para la administración de Nixon, se introdujo media docena de veces en la Embajada chilena en Washington, en la primavera y verano de 1972[290].

No existen constancias de que efectivamente alguno de los cubanos anticastristas y ex agentes de la CIA al servicio de los adláteres de Nixon (entre ellos Howard Hunt) que ingresaron en junio de 1972 al Hotel Watergate hayan sido los mismos que penetraron varias veces en la legación diplomática, pero había motivos para pensar en ello.

En los archivos desclasificados del FBI respecto del caso Watergate, de hecho, se encuentran varias referencias a ello. Una de estas es un memo de abril de 1973, en el cual un senador pedía información a Mark Felt (entonces subdirector del organismo y quien confesaría el 2005 que había sido «Garganta Profunda», el informante de los periodistas Bob Woodward y Carl Bernstein) sobre un ingreso ilegal a la Embajada de Chile, en mayo de 1972. También le solicitaba información sobre la veracidad del rumor según el cual los autores del hecho habían sido los «plomeros» de Nixon.

La respuesta fue extrañamente lacónica: «El FBI no ha investigado el supuesto allanamiento a la Embajada de Chile, dado que es una materia de la policía local y no está dentro de la jurisdicción del FBI»[291]. Por si al parlamentario (Birch Bayh) no le quedaba claro, se le especificaba que «no hemos pesquisado la sugerencia de que habría una conexión entre el allanamiento a la Embajada de Chile y el caso Watergate».

Bradford Mills, el director de la Corporación de Inversión Privada Extranjera, una agencia del gobierno de EE.UU. que se preocupa de incentivar la salida de capitales de Estados Unidos, también hizo varias preguntas a Felt, cuando la ITT llegó a tocar su puerta, pidiendo ser indemnizada luego de la expropiación de que fue objeto por parte de Salvador Allende.

Mills preguntó —lógicamente, en junio de 1973— si la ITT tenía o tuvo algo que ver con algún intento por derrocar a Allende, y si alguno de los sujetos que había ingresado a la Embajada de Chile en Washington era o había sido empleado de la empresa telefónica. Por supuesto se le contestó que no, tanto por parte del FBI como por la ITT, a la que consultó lo mismo.

No obstante, había varios vínculos que sugerían algún grado de contacto entre los «plomeros» y Chile. El primero de ellos era la constatación de que el mundo, al final, es un pañuelo. Dos de los «plomeros» que irrumpieron en la sede del Partido Demócrata, en el Hotel Watergate, Eugenio Martínez y Virgilio González, eran cubanos anticastristas que habían sido sacados de Cuba junto a varios más, en una compleja operación dirigida por Theodore Shackley.

Asimismo, ellos y los norteamericanos arrestados en el lance del Watergate (Frank Sturgis, Bernard Barker y el ex agente del FBI y la CIA James McCord) eran muy conocidos en los círculos anticastristas de Miami, especialmente en la CORU, donde habrían alternado más de alguna vez con Luis Posada Carriles y Orlando Bosch, además de los cubanos que posteriormente participaron en el crimen de Letelier, como Virgilio Paz y los hermanos Novo Sampol.

En términos más concretos, en la investigación del FBI por Watergate figura un antecedente que al parecer no se investigó a fondo, según el cual una fuente de Miami dijo a personal policial de Washington que «había oído que Barker había estado involucrado en el allanamiento a la Embajada de Chile»[292].

Respecto del Watergate en sí, existe además un tenue nexo a través de un supuesto ex policía chileno, solo identificado como «Juan R. Ruiz», cuyo nombre aparece en repetidas oportunidades en la investigación, debido a que los agentes del FBI llegaron tras él siguiendo el rastro de James McCord.

Según figura en los documentos, pocos días después del robo en el cuartel demócrata (que se produjo el 17 de junio), oficiales federales llegaron hasta una lavandería cercana a Baltimore a interrogar a Ruiz, quien les dijo que era chileno y que en Santiago había trabajado un año (desde marzo de 1968 a julio de 1969) como «oficial del departamento de finanzas de la policía», sin que se especifique si se refería a Carabineros o Investigaciones, aunque por la descripción lo más probable es que se haya tratado —de ser efectiva su historia— de un administrativo.

En circunstancias que no explicó, conoció a Ronald Heath, quien trabajaba en la Embajada de Estados Unidos en Chile y el cual, según los agentes que redactaron el informe, «se interesó en Ruiz y accedió a patrocinarlo en EE.UU.»[293]. De hecho, cuando llegó a dicho país, Ruiz vivió algunos meses en la casa de Heath, y luego comenzó a compartir departamento en Rockville (Maryland) con otro chileno, Horacio Chacón, pero siempre manteniéndose en contacto con Heath, que a esas alturas (principios de 1970) trabajaba en el Departamento de Estado, en Washington.

Ruiz contó que entre septiembre y diciembre de 1971 tomó un curso en el Montgomery College, como guardia de cadenas de retail, y allí conoció a James McCord, quien se había retirado hacía poco de la CIA y trabajaba como instructor de seguridad, aparte de lo cual había montado una empresa del mismo rubro.

Una vez más, en palabras del FBI, un estadounidense (esta vez el «plomero» McCord) «mostró interés en Ruiz y le pidió trabajar con él de modo informal, en McCord y Asociados», oferta que por supuesto el chileno aceptó, siéndole asignada como tarea la organización «de los archivos generales de la oficina, desde el 1 de febrero hasta el 13 de mayo de 1972», un archivo bastante grande —hay que decirlo— para una empresa de seguridad que no tenía ni un año de vida.

Durante todo ese tiempo, Ruiz permaneció en Estados Unidos en calidad de inmigrante ilegal, y por ello es que, aseguró, le pagaban con cheques emitidos a nombre de Heath, su amigo santiaguino que trabajaba en el Departamento de Estado, y que aceptaba toda la curiosa situación.

Paralelo a ello, McCord supuestamente habría recomendado al ex policía sudamericano para que realizara algunos trabajos en el patio de Glenn Sedan, alto miembro del Comité de Reelección del Presidente (Nixon), quien le pagó con un cheque por 40 dólares, emitido a nombre de Don Heath, y que fue la hebra gracias a la cual los hombres del FBI llegaron a todos los demás.

¿El banco que usaba Sedan? El Riggs, por supuesto.

De Ruiz nunca más se supo. La única referencia reciente que se puede encontrar de alguien que usa el nombre de «Juan R. Ruiz» es la compra de una casa de 235 mil dólares, el año 2005, en Chadburn Place, en Montgomery.

 

EL MIR Y EL GAP

 

Según decía hacia 1970 el Departamento de Estado, «el Movimiento de Izquierda Revolucionaria es el mayor y mejor organizado grupo de ultraizquierda de Chile. Se estima que su número de militantes duros es de aproximadamente 500, y que la membresía en total es de unos 1.000. Se estima también que el MIR es capaz de movilizar un par de miles de simpatizantes más»[294].

Los objetivos del grupo, según este análisis, eran «la destrucción del orden existente y el subsecuente establecimiento de un Estado socialista. Creen que la lucha armada es inevitable. Las masas, sin embargo, deben lograr un cierto nivel de conciencia antes de unirse a la ‘‘vanguardia popular’’ para ‘‘echar abajo’’ la sociedad, y es el deber de los miristas educarlas. La filosofía del MIR respecto de las elecciones se guía por la conveniencia. Por ejemplo, las elecciones son aceptables en algunos casos y despreciadas en otros».

El texto aseguraba que el MIR había conformado escuelas de guerrillas asistidas por Cuba y que Allende había optado por una política de «vive y deja vivir» con la organización, aunque «hay reportes de que Allende quizás use militantes del MIR en roles de seguridad, como guardaespaldas o como unidades de inteligencia».

El documento contaba que el MIR había sido fundado en 1962 —lo que es un error, pues fue en 1965— «por un puñado de estudiantes universitarios revolucionarios», cuya cohesión como grupo político «fue por primera vez evidente cuando los miristas ganaron la elección de la Federación de Estudiantes en la Universidad de Concepción en 1967». Dicha ciudad, para la CIA, seguía siendo en 1970 «un centro de actividad mirista, y es probablemente la base de operaciones de un pequeño consejo de 5-6 miembros que dirige el movimiento».

Como sus principales líderes, los estadounidenses identificaban a «Miguel Enríquez, secretario general, y Luciano Cruz, segundo al mando hasta junio de 1970». En lo político se explicaba que «con la retórica de los revolucionarios, los miristas se casaron con la doctrina del ‘‘poder para el pueblo’’, declarando en forma desafiante que las masas serán conducidas a romper con el orden establecido al darse cuenta de su explotación».

Dentro de sus actividades, se enumeraba, estaban «la organización de manifestaciones, bombazos de establecimientos antirrevolucionarios como las oficinas del diario El Mercurio, la distribución de panfletos inflamatorios a trabajadores y la ocupación de edificios de universidades durante desórdenes en los campus. A principios de 1970, una ola de robos bancarios fue emprendida por el MIR para financiar sus actividades. Esta táctica, no obstante, quizás haya sido abandonada, debido a la negativa reacción del público».

Además, se señalaba que Carabineros había descubierto un campamento de adiestramiento en guerrillas del MIR, que «tiene cráteres dejados por explosiones de dinamita. El campo fue construido al estilo militar: barracas, camuflado, con depósitos de municiones y protegido por varias salidas secretas».

De acuerdo a ello, «Cuba, evidentemente, ha asistido en el entrenamiento de los miembros del MIR para el combate guerrillero. Tanto Cruz como Enríquez pasaron varios meses en Cuba. Los Tupamaros uruguayos, muy admirados por los miristas, también les han dado asistencia».

Al MIR la CIA también le atribuyó un plan —nunca ejecutado— para secuestrar a «un oficial de la Embajada norteamericana con el fin de canjearlo por Sergio Zorrilla, un líder del MIR capturado el 15 de marzo»[295]. Según la información conseguida por los estadounidenses, «los líderes del MIR mencionaron específicamente al embajador como el objetivo del intento de secuestro, pero admitieron que, en cambio, quizá deberían secuestrar a otro funcionario de la embajada».

En enero de 1971, Allende indultó a cerca de 40 miristas que estaban acusados de diversos delitos, el más grave de ellos, el secuestro (en 1969) de Hernán Osses, director del diario Noticias de la Tarde, en Concepción, acción encabezada por Luciano Cruz. La famosa frase de Salvador Allende de que se trataba de «jóvenes idealistas» causó escozor en la derecha. En la misma fecha se anunció que el francés Regis Debray, quien había apoyado al Che Guevara y al que la CIA calificaba como «admirador del MIR», se había unido al equipo de prensa de Allende, luego de ser «liberado en Bolivia, donde estuvo casi cuatro años en prisión por su participación en las guerrillas del Che Guevara»[296].

En un reporte especial, confeccionado en marzo de 1971 por el Foreign Broadcast Information Service (FBIS, rama de la CIA que se dedicaba al análisis de noticias emitidas en diarios, radios y televisión), se analizó el tema de las relaciones entre Cuba y Chile, concluyéndose, entre otras cosas, que «mientras corteja a Allende, Cuba ha cubierto sus apuestas registrando una continua simpatía con el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) chileno, el cual, a pesar de sus actuales esfuerzos por acomodarse con la nueva coalición gobernante, suscribe y apoya la fórmula revolucionaria cubana de que la violencia será eventualmente necesaria para triunfar en Chile»[297].

El FBIS reproducía parte de un reportaje publicado en la revista cubana Bohemia, en la cual se relataba «que parte de la guardia personal de Allende incluye personas que fueron buscadas activamente por la policía demócrata cristiana por ser conocidos miembros del MIR».

Asimismo, se detallaban los encontrones entre el MCR (Movimiento Campesino Revolucionario, parte del MIR) y el ministro Tohá, luego que este advirtiera que no se tolerarían tomas ilegales de fundos, ante lo cual la agencia cubana Prensa Latina reprodujo una carta enviada por el MCR a Tohá, en la cual lo acusaban de seguir políticas «antipopulares». La misma agencia reproducía las ideas del MCR respecto de la Ley de Reforma Agraria, a la cual calificaban como una ley «burguesa». También se exploraban, en el mismo informe, las diferencias entre el PC y el MIR, especialmente a partir de las acusaciones de los comunistas en orden a que el MIR «jugaba» a favor de la derecha con sus acciones.

En un documento de la DIA sobre el terrorismo en Chile, en tanto, se relata con mayor precisión que el grupo había nacido en 1965 en Concepción y que al inicio contaba con unos 300 miembros, la mitad de los cuales, según la inteligencia militar de EE.UU., «fueron entrenados en Cuba y la otra mitad en varios otros países socialistas»[298].

Siempre de acuerdo a este paper, «en el periodo 1965-66, durante las primeras etapas de planificación y organización del MIR, sus miembros estudiaron todas las características geográficas del país y todos los medios de entrada y salida por tierra y por vías costeras, pasos cordilleranos, etc. En la siguiente etapa de desarrollo de la organización, en 1967 y 1968, formaron campamentos, escuelas de guerrillas y campos de entrenamiento, y trajeron armas. El SIM (Servicio de Inteligencia Militar) mantuvo informado de todas estas actividades al gobierno del presidente Frei».

Luego, la DIA informaba que el MIR comenzó a actuar por tres vías: actividades urbanas armadas, formación de comandos y formación de centros de guerrillas, que según la DIA tenían «sus cuarteles en Valdivia y los cuarteles alternativos estaban en Chillán», además de centros de guerrillas en «Los Cristales, Guayacán, El Arrayán y Lampa».

A nivel urbano les atribuían una serie de asaltos bancarios y enfrentamientos con carabineros entre 1969 y 1970. Cuando asumió Allende, según la DIA, el médico Eduardo Paredes (a quien Allende nombraría director de la policía civil) había sido quien había propuesto la entrada oficial del MIR a la Unidad Popular, a lo que se habrían negado no solo los comunistas, sino también los socialistas.

Hacia mediados de 1971, la DIA ubicaba el cuartel general del MIR al interior del Sporting Club de San Miguel. La misma agencia decía que «en esta ciudad hay tres grupos de entrenamiento, cuatro comandos especiales y tres comandos universitarios».

Dentro de las organizaciones terroristas, además de la VOP, la DIA incluía también al GAP, el Grupo de Amigos Personales de Allende, que según los subordinados de Wimert «consiste en aproximadamente 300 miembros, la mitad de ellos del MIR y la mitad socialistas. Su misión es proteger al presidente y se puede verlos acompañándolo donde sea que vaya. Existiendo desde hace solo ocho meses, el GAP es dirigido por ‘‘Ariel Fontana’’, de 23 años, soltero y estudiante universitario de tercer año de arquitectura, el más joven director de cualquier grupo de seguridad presidencial en el mundo. De hecho, ‘‘Ariel Fontana’’ es un alias para Max Joel Marambio Rodríguez, hijo de un prominente diputado del Partido Socialista. Fontana fue supuestamente entrenado por los cubanos, en Cuba. En 1969 participó en violentas protestas estudiantiles y fue fotografiado lanzando piedras a carabineros. Fue acusado, con varios otros miristas, de infringir la Ley de Seguridad Nacional, y en abril de 1970 fue tomado preso, para ser liberado en noviembre por la antes mencionada amnistía presidencial».

El GAP, de acuerdo a esta información, tenía su cuartel en La Reina y todos sus miembros «están entrenados en karate y judo, tienen todos perfecta visión, buena salud y personalidades no muy agradables. Hablan poco y carecen por completo de vida privada, a la cual deben renunciar para dedicarse por entero a su trabajo de proteger a Allende. En su tiempo libre practican boxeo, tiro, karate, etc. Varias veces han sido vistos por las calles manejando salvajemente, infringiendo las leyes del tránsito».

Había también dos tipos de GAP, según la DIA. Los primeros, descritos anteriormente, y un equipo de unos 50 comandos, integrado por chilenos y extranjeros, la mayoría de estos cubanos, que habrían sido reconocidos como tales «por los acentos y porque se encontraron colillas de cigarrillos cubanos» en el área donde habían estado entrenando tiro.

Para la inteligencia militar de EE.UU., «estos jóvenes hombres parecen creerse la Gestapo joven de Chile. Están totalmente dedicados a Allende y solo reciben órdenes de él. Carabineros parece no tener jurisdicción sobre ellos y, por supuesto, su sola existencia es de una legalidad cuestionable».

Sobre la VOP se sabía mucho menos, salvo que tenía una fuerte presencia en el norte y que en Santiago poseía tres comandos, llamados «A», «B» y «C», este último responsable del homicidio de Pérez Zujovic.

La CIA estaba particularmente interesada en dicho grupo terrorista, sobre todo cuando se recibió información de que planeaba asesinar a Allende, muy poco después del crimen del ex ministro. Según informó Ray Warren a Washington, «miembros de la Vanguardia Organizada del Pueblo (VOP) han compilado una nueva lista de asesinatos, que contiene el nombre del presidente Salvador Allende y de otras altas autoridades de gobierno»[299], entre las cuales habrían estado José Tohá, Daniel Vergara y Eduardo Paredes, así como miembros del PC e inclusive del MIR.

La Compañía aseguraba que todos ellos habían recibido cartas de amenaza, las que en el caso de Allende y Tohá fueron dejadas por mano en La Moneda, en las cuales se decía que «los destinatarios han sido juzgados y encontrados culpables de traición, y condenados a muerte». Según los antecedentes recibidos por los agentes de la CIA de mano de fuentes militares, la VOP estaba encabezada por un comité central de cinco personas, los tres comandos ya mencionados, cada uno formado por 12 personas, y un «aparato de apoyo» de 10 más.

Luciano Cruz, en tanto, no alcanzó a disfrutar mucho de su libertad. El 14 agosto de 1971 pereció asfixiado con gas, en un hecho que según reportaba la CIA más tarde, para muchos «no fue accidental»[300]. De acuerdo a un despacho desde las oficinas de Agustinas, «también se cree que no cometió suicidio, como han dejado ver algunos dirigentes de ‘‘bajo nivel’’, en un intento aparente por conectar su muerte con la de su novia, una socióloga nacida en Francia, profesora de la Universidad de Concepción».

Ella, según se informó, se asfixió a sí misma dos días después de la muerte de Cruz, «de la misma forma en que este murió». Asimismo, decían que «aunque no es claro exactamente quién habría sido responsable de la muerte de Cruz, muchos piensan que está relacionado con su estrecha asociación con Max Marambio. Desde la expulsión de Marambio del MIR por su ‘‘desafortunado tratamiento’’ al hijo de un oficial naval en Viña del Mar (mientras servía como guardaespaldas presidencial), él y aquellos que eran cercanos a él han sido considerados como ‘‘peligros políticos’’ para el presidente Allende».

Unos días después de la muerte de Cruz (al interior de un departamento de calle Santo Domingo), un grupo de miristas atacó la redacción del diario de derecha La Tribuna, debido a sus revelaciones sobre la muerte de Cruz, por la cual el gobierno habría ordenado una investigación especial. En el cable en que se informaba al director de la CIA al respecto, los agentes que lo redactaron en el edificio de calle Agustinas se preocuparon especialmente de hacer presente que «queremos puntualizar que el MIR es el brazo de acción encubierta del presidente Allende, quien lo usa para cumplir sus objetivos cuando debe dar pasos fuera de la Constitución»[301].

Hacia noviembre de 1971 se reportó una serie de disputas internas dentro de la primera sección del GAP, encargada de la custodia de La Moneda y la casa de Tomás Moro. Según el mismo documento, la segunda sección del GAP se dedicaba a «Inteligencia e Investigación»[302] y estaba a cargo de alguien conocido como «El Ciego», miembro del PS, cuya función era el trabajo de avanzada presidencial.

Ya en 1973 y pese a todos los problemas que enfrentaba, Carlos Prats ordenó a la Policía de Investigaciones que mantuviera «vigilancia permanente sobre las tomas dominadas por miembros de la Izquierda Revolucionaria (MIR)»[303], debido a antecedentes que indicaban que el grupo supuestamente planeaba interrumpir las elecciones parlamentarias del 4 de marzo.

Siempre en el plano de las presunciones, en julio se recibieron datos según los cuales nuevamente el MIR planeaba secuestrar a un funcionario de la Embajada de Estados Unidos, aunque esta vez la intención era, simultáneamente, secuestrar también a un diplomático cubano, con el fin de «evitar un posible acuerdo entre el gobierno y el Partido Demócrata Cristiano para resolver la crisis política»[304]. Suena descabellado, claro, pero cobra sentido en el párrafo siguiente: «Los extremistas esperan culpar de los secuestros a Patria y Libertad».

Según alguien relató a la CIA, estos planes fueron puestos en conocimiento de Prats, que a su vez informó a Allende, «quien está muy preocupado por el asunto. Si (borrado) el reporte es preciso, considera que es posible que el Ejército haya inventado este supuesto complot para justificar la necesidad de tomar medidas fuertes para resolver los actuales problemas políticos y económicos en el país o, posiblemente, para usar esta amenaza como justificación de alguna acción contra el gobierno».
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Pinochet y Townley











 

La agencia de inteligencia norteamericana aparentemente puso por primera vez sus ojos encima de Augusto Pinochet Ugarte en 1969, cuando un documento relativo a los intentos golpistas del general Roberto Viaux[305] mencionó que «el general Augusto Pinochet Ugarte, nacido el 25 de noviembre de 1915, comandante en jefe de la VI División con asiento en Iquique, está involucrado con el general Roberto Viaux Marambio».

Dos años más tarde, Pinochet ya estaba en las altas esferas del Ejército, destinado a la capital como comandante de la guarnición del Ejército en Santiago, cuando se produjo —el 8 de junio de 1971— el homicidio de Edmundo Pérez Zujovic.

Las investigaciones de la PDI lograron identificar rápidamente a los homicidas, entre ellos Ronald Rivera, uno de los líderes de la VOP, el cual, según el ministro Tohá, era «manipulado por la derecha y por la Agencia Central de Inteligencia de Norteamérica»[306].

A consecuencia del atentado se dictó de inmediato el estado de emergencia, lo cual, dijo una fuente militar a la CIA, podría ser utilizado «para actuar contra el gobierno. El general Augusto Pinochet, comandante de la guarnición militar de Santiago y oficial a cargo de la provincia de Santiago bajo el actual estado de emergencia, es un oficial subordinado altamente eficiente, que cumple órdenes en forma explícita. Es poco probable que él actúe por su propia cuenta».

Dicha impresión pareció reafirmarse el 5 de agosto de 1971, cuando junto a su esposa, Lucía, Pinochet asistió a una cena en la cual se encontraba presente un agente de la CIA, que al día siguiente escribió un memo donde daba cuenta de la impresión que le habían generado Pinochet y su mujer[307].

«El general Augusto Pinochet evitó hacer comentarios políticos que pudieran revelar sus pensamientos íntimos. Esto es completamente consistente con su patrón habitual: es precavido y callado sobre materias políticas. Sin embargo, su esposa apoyó un comentario de otro invitado, quien dijo que el gobierno se estaba metiendo en aguas profundas, debido a su actual orientación».

Siempre refiriéndose a quien efectuó el comentario que suscitó el entusiasmo de la que para muchos fue la mujer de hierro del régimen; es decir, «el otro invitado», el agente agregó que «el sujeto en cuestión es cercano a la familia de Luis Molina Ureta, cuya hija está casada con el hijo de Pinochet».

El documento agrega que Molina Ureta era miembro del Partido Nacional y que, según la fuente cercana a él, este habría dicho privadamente que si el gobierno seguía por el camino por el cual iba, intentaría forzar a Pinochet (es decir, su consuegro) a dar un golpe.

De acuerdo a las impresiones del autor del reporte, «Pinochet parecía ser moderado, amistoso, un militar mesurado, totalmente inmerso en su nuevo campo de seguridad, orden público y eventos militares, que claramente disfruta el ser o sentirse importante».

Luego de ello, el oficial de la CIA comentó que no se creía que Pinochet fuera DC o pro DC, y finalmente anotó que una fuente no identificada, perteneciente a un «comité revolucionario», le señaló que Pinochet «podría ser neutralizado por un golpe conspirativo, pero no liderará golpe alguno».

Un nuevo informe de la CIA, seguramente del mismo autor, fue emitido el 31 de agosto de ese año; es decir, tres semanas más tarde[308]. En dicho cable se detalla el nombre de los oficiales que se cree podrían participar en un golpe contra Allende y se precisa que «Pinochet estará a favor, pero seguramente querrá cerrar los ojos ante los hechos».

No obstante, quizás el documento más interesante y desconocido hasta el momento es uno que se generó en la Estación de la CIA en Ciudad de México, del 13 de septiembre de 1972, que da cuenta de un viaje realizado por Pinochet a dicho país y también a Panamá, donde estuvo negociando la compra de tanques norteamericanos[309].

Pese a que hay muchos testimonios que indican que Pinochet no estaba siquiera incluido en el golpe del 11/S hasta semanas antes de este, el documento de la CIA muestra algo diametralmente opuesto e incluso deja entrever que, si bien se mantenía con algunas dudas, él mismo estaba buscando apoyo de EE.UU.

El reporte precisa que mientras permanecía en Panamá, Pinochet «conversó con oficiales norteamericanos jóvenes que conoció de sus días en la Escuela de las Américas, y le dijeron que Estados Unidos apoyaría un golpe contra Allende con todos los medios necesarios, cuando fuera el momento» (la mención a Pinochet y la Escuela de las Américas es bastante llamativa, pues su nombre no figura en ninguno de los listados relativos a los oficiales sudamericanos que se graduaron de distintos cursos realizados allí).

La parte más relevante del texto indica que «Pinochet, antes un estricto constitucionalista, admitió con renuencia que ahora alberga otras ideas: que Allende debe ser forzado a renunciar o ser eliminado». Entre paréntesis figura la frase «únicas alternativas», que se entiende es textual de Pinochet. Además, se reseña que Pinochet dijo que «Prats es el candidato a encabezar un nuevo gobierno, pero admite que si el golpe es liderado por oficiales jóvenes (posibilidad muy lejana), Prats no tendrá chances, porque está muy identificado con Allende».

Otro informe de la CIA, del 28 de septiembre de 1972, reafirma el anterior, pues habla de «la nueva postura de Pinochet, que quizá refleje la nueva postura de Prats»[310].

Finalmente, para el 2 de mayo de 1973, cuando la CIA ya estaba convencida de que el golpe sería inminente y mencionaba que «Allende no durará otros 30 días en su oficina»[311], un informante de los norteamericanos dijo que «Pinochet no será una piedra en el camino para los planes de golpe», afirmando además que «esta vez, los militares irán con o sin ayuda civil o política».

Algunos meses más tarde, a los norteamericanos ya no les cabía duda acerca de las posiciones de Pinochet, pues dejaron constancia[312] que luego que este asumiera como comandante en jefe del Ejército tras la renuncia de Carlos Prats, Pinochet «remarcó que intentará tomar una línea muy dura para lidiar con el MIR. Declaró que el Ejército, de hecho, hará desaparecer al MIR». Era el 24 de agosto de 1973.

Luego del golpe, la CIA realizó varios perfiles del dictador, bastante favorables. Uno de ellos, de 1976, señalaba que estaba dedicado a borrar cualquier vestigio del marxismo, que tenía una «preocupación por la gente» y que era «genuinamente popular en Chile, a pesar de las severas críticas a su persona en el exterior»[313].

Allí se relataba que estaba casado con Lucía Hiriart, y que tenía cinco hijos y siete nietos. Lo calificaban como un hombre que podía ser «cálido y paternal», que hablaba algo de francés e inglés y a quien le disgustaban los políticos de todas las tendencias, a los que culpaba de los problemas que llevaron al golpe. Según el perfil, no fumaba y bebía con moderación.

Curiosamente, en abril de 1986 la CIA andaba muy interesada en nuevos detalles acerca de la familia de Pinochet, pues ello consta en un documento desclasificado por el FBI, en el cual el director de dicho organismo respondía a su par de la CIA una petición que este le hiciera por télex sobre antecedentes para «un estudio del presidente chileno Augusto Pinochet Ugarte» y su familia[314].

Al respecto, el FBI, que posee habitualmente menos funcionarios que la CIA en embajadas como la de Chile (y, por ende, maneja menos información), respondía que lo único que habían podido encontrar al respecto en sus archivos era una información relativa a una reunión que Pinochet había tenido en 1975 con un grupo de cubanos anticastristas, a los cuales habría ofrecido interceder ante Paraguay y Uruguay para que los apoyaran.

Cabe mencionar que en los documentos desclasificados por la CIA, en parte alguna está el estudio al cual se refieren en el cable del FBI.

El 6 de septiembre de 1986, luego que el Frente Patriótico Manuel Rodríguez intentara asesinarlo en la cuesta Achupallas, matando a cinco de sus escoltas, una de las primeras reacciones de Pinochet fue muy similar a las que tenían las autoridades de la UP cada vez que se cometía un atentado: culpar a la CIA.

Según un cable de dicha agencia, ese domingo el entonces mandatario no tenía presupuestado regresar a Santiago desde la mansión que se había construido en El Melocotón, pero a último minuto tomó la decisión. Contrario a su costumbre, no viajó en helicóptero, sino en una de las clásicas caravanas presidenciales, las cuales, afirmaba la agencia norteamericana, «son habitualmente precedidas por varios contingentes de seguridad, que se apostan en diferentes puntos a lo largo de la ruta, y brindan cobertura desde el aire por helicóptero. Esto no se hizo en esta ocasión»[315].

En el auto, además de Pinochet y su nieto Rodrigo, viajaban también el edecán naval y un conductor. La CIA describió el inicio del ataque de modo cinematográfico, relatando que el marino «vio la explosión correspondiente, aparentemente, a uno de los autos de escolta que fue alcanzado por un cohete, y luego numerosos flashes de disparos».

Pinochet, de acuerdo al relato norteamericano, «tomó una ametralladora que mantenía cerca de él y trató de salir del auto. El edecán naval lo alejó de la puerta y le dijo que se lanzara al suelo, cubriendo a su nieto, y ordenó al conductor poner reversa y salir de la emboscada. Cuando retrocedía, el auto de Pinochet se enredó con otro, que se pensó era aquel donde iba el médico de Pinochet y guardaespaldas adicionales, y lo hizo salirse del camino».

Siempre según esta versión, más tarde se determinó que el móvil chocado por el Mercedes de Pinochet «era uno de los vehículos de los terroristas, que de algún modo se las arregló para unirse a la caravana presidencial».

De regreso en la mansión de El Melocotón, Pinochet pensó como primeros autores del ataque en otros miembros del Ejército, según la CIA. Luego, sin embargo, y tras hablar con varios oficiales de alto rango, cambió su posición «y dijo que detrás del ataque estaban la Agencia Central de Inteligencia o el Partido Comunista chileno».

Claro, era lógico pensar en el PC o más bien —como sucedió— en su aparato armado, el FPMR, pero la mención a la CIA suena (hoy) fuera de lugar, pero a dicha agencia no le llamaba la atención en lo más mínimo.

En el mismo cable, de hecho, se indicaba que «muchas autoridades del gobierno, de línea dura, y oficiales militares, creen que el gobierno de Estados Unidos posee un plan para derrocar a Pinochet, y que ha desarrollado una extensa red de oficiales navales y de la Fuerza Aérea para este fin. Pinochet también cree que este es el caso, y considera que su peor enemigo es el Departamento de Estado y la CIA. El PC es un problema menor», decían los agentes de la Estación de la CIA en Santiago el 21 de noviembre de 1986.

En 1987, Pinochet insistió en el supuesto papel de la CIA en el atentado. Le Monde reprodujo esos dichos y el diario La Época —relata un cable de dicha agencia de inteligencia, del 8 de mayo de 1987— publicó un titular que decía, al lado de una foto de Pinochet: «Caramba, caramba ¿La CIA?». La Tercera, por su parte, fue un poco más templada en su título: «Mano de la CIA en el intento de asesinato»[316].

De acuerdo al texto de La Época, según el capitán general, la CIA ya lo había tratado de asesinar dos veces, en 1973 y 1976, sin dar mayores datos al respecto. El redactor del cable decía que «Pinochet puede creerse muy en serio lo que está diciendo, pero también parece que estas declaraciones se están haciendo para crear un ambiente en el cual virtualmente no pueda haber contacto entre los militares chilenos y la misión (militar) de Estados Unidos».

Aceptando que no podía decirse con certeza cuáles eran las razones por las cuales Pinochet había escogido a la CIA como blanco, el informe menciona que alguien cuyo nombre esta borrado puede haber «envenenado la mente de Pinochet».

Cuando Pinochet ya era una figura que pasaba a la historia, a principios de 1989 la Embajada de Estados Unidos diseminó un informe sicológico del dictador, cuya autoría se atribuye a alguien de apellido «Jones», aunque varias fuentes consultadas al respecto indican que al menos la parte que se refiere a los aspectos mentales de Pinochet corresponde a un clásico perfil sicológico realizado por la CIA.

Dicho reporte se escribió cuatro meses después de que Pinochet perdiera el plebiscito del 5 de octubre de 1988, y fue confeccionado con motivo de la gira que Pinochet efectuó por varias comunas de la Novena Región, en agradecimiento por haber sido una de las dos zonas de Chile donde ganó el «Sí». El autor del escrito —que tenía carácter de confidencial— señalaba al respecto que «el paso de ser un dictador todopoderoso a uno cuyo contrato se termina pronto ha sido dificultoso, y él está determinado a demostrar que está al mando»[317].

El texto agregaba que a futuro, la preocupación principal de Pinochet a nivel personal era «la seguridad para él mismo y su familia», y que en el plano político, «mientras urge a la unidad de la derecha, él mismo hace complejo que surja algún liderazgo alternativo. Continúa declarando públicamente que no será candidato en 1989. Mientras él quizá no quiera cerrar esa opción completamente por temor a parecer un pato cojo, su apoyo político para correr de nuevo permanece mínimo».

El informe detallaba que por esas fechas, el dictador se encontraba en un notable estado físico y lo reflejaba con una anécdota: «Los que fueron a un asado para los agregados militares realizado en Bucalemu el 10 de febrero vieron un comandante en jefe en forma óptima. Relajado y sonriente, fácilmente se las arregló para dar una larga caminata por el cerro, mientras hombres jóvenes resoplaban sin aliento».

En su punto 4, el documento reseñaba que luego del plebiscito, Pinochet parecía un paciente con alguna enfermedad terminal, que pasó por todas las etapas: «Su primera reacción fue la negación» […] «Luego vino la furia», detallaba el texto, que recordaba que «en su discurso del 25 de octubre a las voluntarias de CEMA se comparó a sí mismo con Cristo, a quien la gente rechazó en favor de Barrabás. Unos días después dijo que sus oponentes habían salido a asesinarlo, y amenazó con anular los resultados de las elecciones si no dejaban tranquila su Constitución».

Tras ello se rememoraba una entrevista del 31 de diciembre de 1988 con Le Monde, donde finalmente parecía ya haberse resignado, pero se agregaba que en un discurso en la gira por provincias había hablado contra «las fuerzas oscuras que conspiran en su contra».

El punto 6 del reporte se titulaba «perfil sicológico». Con más de una línea borrada, se lee que «… quien trabaja con un grupo de sicólogos y otros profesionales que analizan la conducta de Pinochet en el poder, encuentran estos ‘‘cambios de humor bipolares’’ como típicos de ‘‘personalidades paranoicas’’. De acuerdo a (borrado) ese tipo de personalidad puede funcionar muy bien, pero presenta profundos problemas y tiene poca tolerancia a la frustración. Viviendo constantemente a la defensiva, es mesiánico en su sentido del deber, obsesionado con las lealtades personales y con su imagen de omnipotencia».

Pese a que el punto 7 lleva por nombre «Lecciones de realidad», la misma fuente asevera allí que «la ola de protestas de marzo de 1984 llevó a Pinochet a una crisis depresiva, debido a la cual recibió tratamientos de litio. Nuevamente sufrió una depresión mayor después del 5 de octubre y alternaba entre periodos de retraimiento con una hiperactividad exaltada».

El redactor también decía que «por fortuna, la Fuerza Aérea y la derecha responsable se movieron asertivamente, amenazando con producir un quiebre en el gobierno. Pinochet se sintió arrinconado y bramó como un toro enojado, pero no tenía opciones excepto aceptarlo».

En tanto, el título del punto 9 rezaba «Gut issues»; es decir, «Asunto de tripas». Una fuente del redactor del documento le aseguró que de las dos cosas que más preocupaban a Pinochet en términos políticos, «una es la protección de los juicios por derechos humanos». Y había más detalles: «El presidente está embrujado con el espectro de los crímenes de derechos humanos y temeroso de los juicios que pudieran hacerlo objeto de la misma suerte del general argentino Galtieri».

Además de ello, se mencionaba como su segunda obsesión el ya mencionado asunto de la seguridad, pero con más antecedentes: «Desde su intento de asesinato en 1986, incluso su nieto tiene guardaespaldas. Mantener una estrecha protección en el futuro será una gran preocupación (suya)».

Asimismo, el informe señalaba que su principal línea de defensa sería la Constitución del 80 y se relataba que si bien quiso dejar como vicecomandante en jefe del Ejército a Santiago Sinclair, finalmente optó por Jorge Zincke, debido a que el primero tenía poco apoyo interno.

Citando a otro «pinochetólogo», como quedó escrito, el autor del documento señalaba que los retiros de Sinclair y otros generales aseguraban a Pinochet un alto mando que le era totalmente leal en términos personales.

Se contaba además (y con esto queda claro que al menos una de las fuentes del documento era alguien muy bien ubicado en el gobierno) que tras el plebiscito, Pinochet comenzó a exhibir un fuerte interés por las encuestas, especialmente las del CEP, estando muy preocupado de cómo esta mostraba a Patricio Aylwin, a Ricardo Lagos, a Hernán Büchi y a Sergio Onofre Jarpa.

Luego de un recuento sobre los mensajes que enviaba a la derecha política, el paper de EE.UU. calificaba a Pinochet como «el perfecto líder maquiavélico» que dejaba que «cada uno de sus asesores supiera solo una parte de lo que piensa, y que demanda lealtad total».

Se citaban también palabras del entonces director del Servicio Electoral, Juan Ignacio García, que habría dicho a los norteamericanos que Pinochet, quien lo había nombrado en el cargo, era como un gran roble, «que no deja que algo crezca a su sombra».

El documento terminaba diciendo respecto de Pinochet que «no hay dudas de que estará complotando hasta el final».

 

MICHAEL TOWNLEY

 

El 16 de enero de 1971, dos bombas fueron encontradas en el palacio presidencial de cerro Castillo, en Viña del Mar. De acuerdo a un reporte de la CIA, el primer explosivo se encontraba en el acceso principal y había sido «diseñado para asesinar al presidente Salvador Allende». Según una fuente de la agencia, un segundo aparato estaba cercano a una plataforma sobre la cual Allende daría un discurso esa jornada. La misma fuente describió las bombas como «de alto calibre técnico» y con detonadores modernos y poderosos, por lo cual «los oficiales de seguridad chilenos creen que el aparato fue fabricado fuera de Chile, pero no creen necesariamente ahora que Estados Unidos haya estado implicado en el intento de homicidio»[318].

En lo que podría parecer nada más que una coincidencia, un poco más de dos semanas antes figura en los archivos de la CIA la primera mención del que quizá sea el estadounidense más enigmático que haya conocido Chile: Michael Vernon Townley, el agente de la DINA (experto en construir bombas) que estuvo implicado en la mayoría de los magnicidios cometidos por dicha policía política, incluyendo los crímenes de Carlos Prats y su esposa, el de Orlando Letelier y su secretaria, y el homicidio frustrado en contra de Bernardo Leighton y su mujer.

Se trata de una simple hoja rotulada como «Memorandum for the file», que en su sección de «materia» dice, escrito a mano: «Townley, Michael Vernon», y que señala, con fecha 4 de enero de 1971, que la ficha al respecto «es para dejar constancia de que el chequeo de los nombres de las personas listadas más abajo se ha efectuado en el Índice Central de Investigaciones de la Defensa Central en Fort Holabird, Baltimore, Maryland»[319].

Más abajo figuraban, con la misma letra, los nombres de «Townley, Michael Vernon», «Townley, Inés Callejas» y «Honores, Inés Callejas»; es decir, el nombre original y americanizado de Mariana Inés Callejas Honores, la mujer de Townley.

Fort Holabird era un centro de adiestramiento en inteligencia del Ejército de Estados Unidos, y es muy probable que el documento liberado por la CIA fuera parte del chequeo que esta realizó con fines de reclutamiento en enero de 1971, cuando el propio Townley —según confesó posteriormente— se acercó a dicha agencia, luego de haber vivido cuatro años en Miami, anunciando que su esposa había regresado a Chile y que él la seguiría al Santiago de la UP, por lo cual estaba «disponible» si lo necesitaban.

Pese a que la CIA negó arduamente tras el homicidio de Letelier que hubiera tenido alguna relación con Townley (que era la tesis del director de la DINA, Manuel Contreras, quien sí recibió dineros de la agencia estadounidense), finalmente dijo que efectivamente este se había acercado a ella y se habían iniciado los trámites para captarlo como agente, aunque nunca habían terminado.

Coincidentemente, más o menos en la misma fecha en que Townley se aproximó a la CIA, en Fort Holabird se encontraba efectuando un curso de inteligencia de tres meses uno de los más connotados oficiales de la DINA, el brigadier Eduardo Iturriaga Neumann, que, según los datos que poseía el DIA al respecto, habría estado entre el 11 de septiembre y el 4 de diciembre de 1970 en dicho fuerte.

Townley reaparece en los documentos desclasificados de la CIA en 1971, en un formulario tachado de «secreto» y rotulado como «Persona de interés». Se trata de una hoja generada por computadora, una planilla antigua, en la cual se perfilan algunas claves ininteligibles, junto a los nombres de Townley y el de su mujer, así como una anotación al margen que dice, manuscrita, «ahora en Chile»[320].

A partir de 1976, luego del homicidio de Orlando Letelier y la novelesca trama que comenzó a develarse a partir de dicho crimen, Townley se convirtió quizás en el nombre más repetido en los documentos secretos norteamericanos, al punto que la desclasificación de documentos de la CIA respecto de Chile se refiere casi exclusivamente al caso «CHILBOM» (Chilean bombing, la sigla que recibió dicho crimen en el Departamento de Justicia), y muchos otros documentos de diversas agencias, entre ellas la CIA, dan cuenta, a través de las declaraciones de Townley y los rumores sobre él, del uso de armas químicas, de crímenes transnacionales (a través de la Operación Cóndor), de tráfico de armas y una infinidad de otros hechos que, a los ojos de hoy, parecen extractados de una novela, más que parte de una trágica realidad.








 

Apéndice

 

La infiltración histórica de la CIA en la ultraizquierda chilena











 

Mientras los documentos anteriores reflejan a nivel macro el proceso político ejecutado por la CIA en Chile, antes y durante la presidencia de Allende, la revisión de diversos cables e informes que se comienzan a generar en 1970 van mostrando otro tipo de actuación clandestina por parte de la inteligencia norteamericana; una mucho más certera, y que además exhibe un patrón que permanece inalterable por al menos 20 años: la infiltración en los grupos de izquierda y ultraizquierda chilenos, los únicos que al menos en apariencia no habían sido permeados por la acción de la CIA entre 1970 y 1973, pero que, en realidad, estaban siendo erosionados muy de a poco en su seguridad interna.

Por cierto, dadas las tachas de los documentos, en la mayoría de los casos no es posible saber si en las conversaciones de los izquierdistas con la CIA existía conocimiento de parte de los interlocutores chilenos respecto de que hablaban con personas pertenecientes a la inteligencia norteamericana, si había dinero de por medio, si la información era mediada por terceros o si los diálogos eran autorizados por las dirigencias partidarias, como mecanismos de contrainteligencia.

Lo evidente sí es que, en varios casos, la documentación desclasificada da cuenta de que la Agencia Central de Inteligencia de EE.UU. logró, gracias a esos contactos, una capacidad de anticipación muy importante respecto de diversos hechos que ocurrían en Chile, como sucedió, por ejemplo, con la llamada «Operación Retorno» del MIR.

En este caso, en 1978 la CIA ya sabía que el MIR estaba empeñado en levantar un foco guerrillero al interior de Valdivia y que, además, mantenía estrechas relaciones con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), a las cuales propusieron realizar un secuestro en conjunto. Los espías de EE.UU. también sabían del link entre los miristas y el régimen libio de Muammar Gadafi, a través del dirigente Andrés Pascal Allende, algo que este recién refrendó el 2011 al periodista Francisco Artaza, luego de la muerte del dictador africano[321].

No obstante, el primer documento que muestra un contacto de la CIA con alguien de la ultraizquierda chilena es el paper citado en el capítulo anterior respecto del supuesto plan del MIR para secuestrar a algún alto oficial de la Embajada de EE.UU. e intercambiarlo por Sergio Zorrilla. Luego aparece en la secuencia un mensaje relativo a las unidades de autodefensa del PC, cable también citado anteriormente, y en el cual es necesario reparar en la fuente, a la cual se identifica como «un miembro del Partido Comunista de Chile».

Luego del golpe existe un informe de la DIA, de 1974, y cuyos antecedentes se atribuyen a una «fuente de una sola vez», que relata una conversación que sostuvo el teniente coronel Lawrence A. Corcoran, agregado aéreo de Estados Unidos en Santiago, con alguien que no se identifica, presumiblemente un oficial de la FACH.

Dicha fuente fue quien informó que el MIR tenía planes para asesinar al menos a seis funcionarios de la dictadura, entre ellos al —en ese tiempo anónimo— teniente coronel de la FACH Edgar Ceballos Jones, el jefe del Comando Conjunto[322].

El texto agrega —en concordancia con lo que posteriormente sería el relato de la Operación Colombo— que entre las víctimas también habría tres miristas, que serían ejecutados «por hablar demasiado y para servir de advertencia disciplinaria a los otros miembros». Además, se detalla un plan para hacer estallar bombas en el casino de Viña del Mar y un edificio de Santiago.

Sin embargo, lo más llamativo de este cable es lo que aparece al final, pues la fuente se jactó de que «la comunidad de inteligencia de la FACH había tenido un gran éxito en la infiltración del MIR, mucho más éxito que las otras ramas de las Fuerzas Armadas y la DINA», lo que, según la fuente, obedecía a que «el MIR sabe que puede negociar con nosotros (FACH), pero no tienen la misma confianza con la DINA».

Cabe mencionar que en 2012 falleció el infiltrado más famoso del Comando Conjunto, René Leonardo «Barba» Schneider, un ex mirista que fingió haber sido capturado y herido para hacer caer a sus ex compañeros.

Su existencia no pasó inadvertida para la CIA, la cual relata en un cable secreto, de 1975, que en una edición del clandestino boletín del MIR, El Rebelde, se había publicado una lista de 12 traidores, incluyendo a «Leonardo Schneider»[323].

 

EL SECUESTRO

 

Uno de los principales productos que durante años exportaron los subversivos chilenos fue el secuestro. Conocido es el joint venture del MIR con la ETA española, que terminó en importantes secuestros, como los de Diego Prado y Colón de Carvajal, en 1981, o el de Emiliano Revilla, en 1992. Sin embargo, hacia el 1 de junio de 1978, según un cable de la CIA, el MIR chileno estaba intentando aliarse para dichos fines con la mayor guerrilla del mundo, las FARC, el aparato militar del Partido Comunista de Colombia (PCC). De acuerdo al texto, la idea era realizar en conjunto un secuestro «espectacular» en Colombia[324].

Por aquel entonces, muerta y dispersada ya toda la dirigencia del MIR, los esfuerzos de sus integrantes se orientaban básicamente a la «Operación Retorno»; es decir, al reingreso clandestino a Chile de guerrilleros entrenados en campamentos como Pinar del Río y Punto Cero, en Cuba, y al llamado «Proyecto K», el subsecuente establecimiento de dos focos guerrilleros: uno en Nahuelbuta, cerca de Curanilahue, actual provincia de Arauco, y otro en Neltume, en la precordillera valdiviana.

Sin embargo, incluso los revolucionarios saben que la guerrilla cuesta dinero y conseguirlo no es tan simple, así es que por ello los miristas recurrieron a sus pares colombianos con una oferta que estos no podrían rechazar: un secuestro de gran magnitud, cuyo rescate, de ser exitosa la operación, «sería usado para infiltrar miembros del MIR en el norte y sur de Chile», contaba la CIA, que detallaba que «en mayo de 1978, un representante del MIR en La Habana dijo a un miembro de las FARC que a fines de mayo se espera (la visita) de un líder del MIR de La Habana. Cuando arribe, viajará a los cuarteles de las FARC para discutir la propuesta de secuestro». Siempre según el documento desclasificado, «el líder del Frente 8 de las FARC está de acuerdo con la operación conjunta, pero la aprobación final solo puede venir de los cuarteles de las FARC».

La CIA señalaba también que «el miembro de las FARC» era su fuente, y que este les había dicho que «este tipo de operación requiere una extensa coordinación, viajes y la organización de un mecanismo de apoyo, todo lo cual tomará de dos a tres meses».

Los militantes del MIR, optimistas y rayanos en la ingenuidad, aún no contaban con la venia de los jefes de las FARC cuando ya estaban consiguiendo pasaportes colombianos, aprendiendo sobre la historia de ese país y practicando el acento, convencidos de que pronto podrían regresar a Chile, según cuentan los agentes de la CIA, quienes estaban al tanto de que dentro del MIR había serias divisiones «entre los no violentos, procomunistas, y los que llaman a la revolución armada», de los cuales destacaban a Nelson Gutiérrez y Andrés Pascal Allende.

Para finalizar, el redactor del informe agregó un párrafo que luego cobraría pleno sentido: «Los líderes del Partido Comunista chileno en el exilio supuestamente tratan de influenciar a Fidel Castro para que corte el apoyo al MIR y, de ser necesario, expulse a quienes se rehúsan a adoptar la línea del PCCH».

 

LA INFLUENCIA DE LOS COMUNISTAS Y LIBIA

 

Solo 41 días más tarde, un nuevo documento de la CIA daba cuenta de que los comunistas le habían doblado la mano al MIR. Un informante cuyo nombre está borrado señaló a los hombres de la CIA que «el MIR está desesperadamente necesitado de dinero para financiar la infiltración de un grupo de unos 40 hombres entrenados en Cuba, hacia una guerrilla en el sur de Chile, cerca de Valdivia. De acuerdo a (borrado) el MIR espera tener su guerrilla en el lugar a fines de 1978»[325], precisa el texto, que demuestra un conocimiento asombroso de la operación, la que al final comenzó a implementarse hacia inicios de 1980 y culminó entre junio y octubre de 1981, cuando los guerrilleros fueron detectados en operativos militares, los que dejaron nueve víctimas fatales.

El reporte de la inteligencia de EE.UU. precisa que convencidos de que cometerían el secuestro con las FARC, los subversivos chilenos en La Habana «hicieron arreglos para que un equipo militar del MIR especialmente entrenado, con fondos para apoyar esta operación, llegue a Colombia».

Sin embargo, nada ocurrió, pues alguien cuyo nombre está tachado, pero que se entiende era del MIR —y además, contacto de la CIA—, «fue informado por un miembro de las FARC, no obstante, que la operación conjunta no sería posible porque el Secretariado del Partido Comunista de Colombia había prohibido a las FARC tener nuevos contactos con el MIR».

El informante añadió que, antes de saber de la negativa del PC, «Andrés Pascal Allende había hablado con representantes tanto de Libia como de la Organización para la Liberación de la Palestina, OLP, aparentemente a fines de mayo de 1978, sobre el deseo de las FARC de comprar armas. De acuerdo a (borrado) ambos grupos de Medio Oriente estaban dispuestos a vender armas a las FARC. Para consumar el trato, un representante de las FARC iba a viajar a La Habana, y desde allí él y un representante del MIR viajarían a Libia a comprar las armas».

En su entrevista con La Tercera, Pascal Allende señaló que «Gadafi tuvo simpatía hacia el MIR, nos brindó apoyo entre el año 1977 hasta los ochenta». Según el ex dirigente mirista, en Libia no solo se formó a combatientes chilenos, sino que además se les entregó armas suficientes como para «apertrechar» un contingente de unos dos mil hombres.

 

PALESTINOS Y TUPAMAROS

 

El tema de los vínculos de la Organización para la Liberación de la Palestina con Chile, en todo caso, no era nuevo. Un texto de la CIA del 3 de abril de 1975 informaba que en medio de algunos esfuerzos de la OLP por abrir oficinas en diversos países de América Latina, en marzo de ese año la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) reportó haber arrestado a un hombre y una mujer, ambos chilenos, supuestamente «por estar reclutando chilenos de descendencia árabe para trabajar con la OLP en actos terroristas»[326]. Según los agentes de la central de inteligencia de EE.UU., la mujer detenida, Mai Al-Arja, era reclutadora del Frente para la Liberación de la Palestina, el brazo armado de la OLP.

Los contactos del MIR eran, sin embargo, incluso más amplios. Conocida era su admiración por el Movimiento Nacional de Liberación Tupamaro (MLN-Tupamaro) de Uruguay y la relación que tenía con este, la que por cierto se vio reflejada en 1978.

Según la fuente de la CIA, dirigentes tupamaros habían informado a la gente del MIR en Cuba que «los tupamaros estaban interesados en operaciones conjuntas con las FARC. De acuerdo a (tachado), a principios de 1978, BETO (LNU), un líder tupamaro, dijo al MIR que estaba listo para viajar a Colombia en junio. Beto tuvo que cancelar su viaje a último minuto para acompañar a un grupo de guerrilleros tupamaros que había completado su entrenamiento en Argentina y estaba regresando a Uruguay».

 

ELENOS Y RODRIGUISTAS

 

No eran los integrantes del MIR, en todo caso, los únicos chilenos interesados en el negocio del secuestro. Un cable de la CIA fechado tres años antes, el 27 de enero de 1975, relata que los escasos miembros que iban quedando a esa fecha del Ejército de Liberación Nacional (ELN) de Chile —grupo que se formó para cooperar en la guerrilla del ELN boliviana de Ernesto «Che» Guevara, conocidos por el apodo de «Elenos»— planificaban una serie de secuestros de embajadores y autoridades chilenas en América y Europa.

Para ello, en busca de apoyo financiero y logístico, acudieron a la organización de la Cuarta Internacional Trotskysta y «a este respecto, Ernst Mandel, un germano occidental que reside actualmente en Bruselas, quien es el líder de la Cuarta Internacional, ha prometido oír el plan del ELN»[327], para lo cual estaba proveyendo dinero para que pudieran viajar a París los líderes del ELN.

Según la CIA, a esas fechas el ELN poseía 12 militantes en Chile, un arsenal y aproximadamente 14 millones de escudos; es decir, unos 7 mil dólares.

Entrados ya los años ochenta, no obstante, el principal foco de preocupación de la CIA en cuanto a la subversión de ultraizquierda fue el FPMR y su nave nodriza, el Partido Comunista. Uno de los episodios en que más prístinamente registrada quedó la penetración de la CIA hacia dicho grupo subversivo fue durante el secuestro del teniente coronel Carlos Carreño, caso en el que, al igual como ocurrió con Neltume, los norteamericanos conocieron de antemano parte importante del resultado sin que, a juzgar por los resultados, le hubieran comunicado lo que habían averiguado a la inteligencia de Pinochet.

El 9 de octubre de 1986 aparece en los archivos de EE.UU. la primera evidencia de un nexo entre gente de la CIA en Santiago y alguien, probablemente un dirigente del PC, que tenía conocimiento de las actividades del FPMR. Esta conversación ocurría poco más de un mes después del atentado contra Pinochet, en el Cajón del Maipo, cuando el Frente Patriótico Manuel Rodríguez aún era oficialmente el aparato armado del Partido Comunista y, por ende, se subordinaba al Comité Central de este.

Sin embargo, a diferencia de la mayoría de los demás contactos, este tenía aroma a una maniobra de desinformación, pues el dirigente del «FPMR/PC», como señala el cable, dijo al agente de la CIA que en el ataque al dictador habían participado solo 11 militantes (fueron cerca de 30), que varios de ellos habían resultado heridos y que habían sido sacados del sector en dos Mercedes Benz idénticos a los de la caravana de Pinochet. Afirmó además que «de los 11 que participaron en la emboscada, seis dejaron Chile y cinco permanecen escondidos»[328].

Pese a dichas inexactitudes, el informante agregó algo que cobraría mucho sentido un año después, cuando se produjera la escisión al interior del FPMR, que se dividió en dos facciones, la leal al partido y que luego abandonó las armas, y la autónoma, que siguió en la misma lógica de combate hasta bien regresada la democracia.

«Concordó (el informante) que el PCCH tiene menos control del FPMR de lo que se pensaba previamente. Existe también la percepción de que el FPMR se está radicalizando y que cada vez se inclina menos a recibir consejo político para tener en cuenta en la planificación de sus acciones», escribieron los agentes de la CIA, dando cuenta del fraccionamiento que un año después terminaría por dividir oficialmente al grupo.

Veinte días más tarde hubo un nuevo contacto entre alguien de la agencia norteamericana y un tercero que manejaba mucha información sobre el FPMR. Este interlocutor explicó que el objetivo del grupo en ese momento estaba enfocado en desarrollar las milicias rodriguistas[329], respecto de las cuales habría un «énfasis especial en entrenarlas en autodefensa, reclutamiento y actividades agitprop» (agitación y propaganda).

Los diálogos se retomaron el 28 de noviembre de 1986. El título del documento que da cuenta de la conversación reza «Partido Comunista chileno decide autorizar un plan del Frente Patriótico Manuel Rodríguez para atentar por segunda vez contra el presidente Pinochet»[330].

El texto indicaba que un miembro del PC había relatado que, junto con autorizar un nuevo intento de homicidio en contra del dictador, «el liderazgo del PCCH» también había solicitado la confección de un plan operacional para asesinar al ex director de la DINA, Manuel Contreras. Sin embargo, el informante admitió que el partido no pensaba dar la autorización definitiva para ninguno de los asesinatos hasta que no existieran las condiciones políticas adecuadas.

Respecto de la intención de ejecutar a Contreras, el agente de la CIA que redactó el reporte señalaba que este «es visto por el PCCH como la persona más responsable de la muerte y desaparición de cientos de miembros del PCCH durante los primeros años del gobierno de Pinochet. Existe también la creencia común dentro del PCCH de que la muerte de Contreras no generará una reacción negativa en el gobierno ni en el pueblo chileno».

Para febrero de 1987, el FPMR ya estaba quebrándose en dos partes y los rumores se multiplicaban. Un hombre del PC dijo en esas fechas a la CIA, que un oficial del FPMR le había contado a mediados de febrero que el grupo subversivo «estaba planeando conducir operaciones importantes de sabotaje económico»[331], incluyendo la destrucción de centrales de energía y que, asimismo, pensaban asesinar a uno o más miembros del gobierno.

Algunos días después, ya en marzo, las instrucciones comenzaban a cambiar. Un cable del 24 de marzo de 1987 relata textualmente que aunque el Frente no había descartado el segundo intento de asesinato contra Pinochet, de acuerdo a un miembro del PC, «los planes del FPMR se concentran en el presente en remendar las disputas internas y prepararse para actos violentos, principalmente contra objetivos militares y fuentes de energía en áreas urbanas»[332].

De hecho, existía un análisis político bastante meditado, pues según la fuente, el FPMR había concluido que los ataques contra multinacionales e intereses económicos chilenos eran contraproducentes respecto de los objetivos del PC, de «crear una base de oposición popular que incluya a varias alianzas políticas populares».

 

LOS AUTÓNOMOS

 

En abril de 1987, la CIA captó una nueva fuente, pero esta vez no se la identifica ya como alguien del PC con conocimientos o injerencia de algún tipo en el Frente, sino derechamente como un dirigente del FPMR. Y, por su discurso, es fácil colegir que se trataba de un descolgado, de un «autónomo», que dijo a los norteamericanos que su grupo estaba en un proceso gradual de «reactivar muchas de las unidades que han estado inactivas desde fines de 1986, como resultado de la pérdida de los arsenales y el fallido intento de homicidio del 7 de septiembre de 1986 en contra del presidente Augusto Pinochet»[333].

Aunque el frentista no mencionó que fueran a atentar en contra de este nuevamente, sí reiteró que asesinarían a autoridades del régimen y aseveró que les faltaban militantes entrenados en el uso de armamento sofisticado que poseían, como rockets.

El autor del documento culmina diciendo que existe una ruptura en el interior del FPMR, pero desconoce si el «oficial» con el cual habló es de los disidentes o de los que permanecieron fieles al partido.

 

EL TENIENTE CORONEL CARREÑO

 

Entre el 1 de septiembre y el 2 de diciembre de 1987 todo Chile estuvo pendiente de la suerte del teniente coronel de Ejército Carlos Carreño Barrera, secuestrado en las afueras de su hogar, en La Reina, y liberado tres meses después en São Paulo, Brasil, en uno de los golpes más audaces perpetrados por el Frente Patriótico Manuel Rodríguez Autónomo (FPMR-A), la facción liderada por Raúl Pellegrín (conocido por su chapa de «José Miguel»).

El 2 de septiembre de 1987, Carreño debía viajar a Teherán a tratar de resolver él mismo una maraña que ya había costado muy caro a Chile y que decía relación con la venta de bombas de racimo a ese país, dos de las cuales habían estallado durante una prueba, el 11 de julio de 1986, destruyendo un jet Phantom F-4 de la Fuerza Aérea de ese país. Debido a ello, dos ingenieros chilenos y un intermediario francés (junto a su hijo) quedaron retenidos en Irán, aunque luego fueron liberados.

Fue entonces cuando Carreño comenzó a tomar preeminencia en el asunto, primero, disculpándose a nombre de Chile y, luego, encabezando las negociaciones destinadas a vender una flota de 16 aviones F-5 a Irán, a un precio menor del comercial, como forma de compensar el perjuicio causado por la detonación del F-4. El 24 de agosto de 1987, Carreño envió un télex a Teherán comprometiéndose a viajar prontamente, pero nunca llegó a presentarse, pues fue secuestrado el día previo. Durante años, Carreño guardó silencio frente a todo esto, pero en 2010 declaró voluntariamente ante la justicia[334], aseverando, entre otras cosas, que creía que sus secuestradores tenían algún vínculo con los organismos de inteligencia. Según una investigación del diario La Nación, hoy ya existe convicción judicial en orden a que un «topo» al interior del FPMR fue quien convenció a la cúpula de este grupo de secuestrar a Carreño, en medio de una operación de inteligencia militar.

El secuestro de Carreño preocupó mucho en Estados Unidos, especialmente a la CIA, pero también escaló hacia otras instancias, incluyendo a la DIA, la que emitió un cable que demuestra que dicho país estaba plenamente al tanto de las tratativas ilegales que el gobierno chileno realizaba con Irán, a través de Famae y la empresa Ferrimar.

El documento, sin fecha, pero redactado en el momento en que parecía haberse recién producido el secuestro, dice en su resumen que Carreño «encabezaba un joint venture con la empresa de armas Ferrimar»[335] y que además no era el subdirector de Famae, sino «en realidad el oficial de proyecto de un sensible programa de municiones», el que agrega «se centra en la fabricación y venta de bombas cluster»; es decir, bombas racimo. Se precisa que alguien (cuyo nombre está borrado) dijo a un agente de la DIA, riéndose, que «Carreño quizá fue tomado prisionero por agentes de Industrias Cardoen, el fabricante de armas rival de Ferrimar».

Cabe recordar que Cardoen, el principal fabricante de armas que ha conocido Chile y que fue quien comenzó la producción de bombas de racimo en el país, fue después acusado en Estados Unidos de una serie de supuestos delitos vinculados a la producción de un helicóptero artillado y el uso de zirconio.

El informe de la DIA insistía en que Carreño «posee una posición extremadamente importante dentro de Famae y su desaparición ha causado gran ansiedad dentro del Ejército chileno, pues conoce la locación exacta, incluyendo fortalezas y debilidades, de los arsenales y fuerzas de guardia, de todas las armas y municiones bajo control del Ejército y la Fuerza Aérea». Agregando al final que la hipótesis de implicar a Cardoen requería de «una mente siniestra», el informante, sin embargo, dejó claro que el Ejército había hecho saber al FPMR que al menos 10 simpatizantes de ese grupo «pagarían con sus vidas si Carreño no es liberado vivo». En lo único que el informante se equivocó fue la cantidad, pues al final los asesinados fueron cinco.

En un cable del Departamento de Estado, del 3 de septiembre de 1987, se relata cómo ocurrió el secuestro: hubo 10 secuestradores movilizados en cuatro automóviles, que repelieron con tiros de fusil a una patrulla de Carabineros. Se recuerda que el año anterior, el FPMR había secuestrado al entonces jefe de Protocolo de Augusto Pinochet, el coronel Mario Haeberle, quien «fue retornado sin daño tres días después»[336].

El cable especulaba con la posibilidad de que el grupo subversivo hubiera emprendido el secuestro «para mostrar que aunque doce de sus miembros fueron asesinados por el gobierno en junio, el FPMR es capaz de reagruparse y convertirse nuevamente en un formidable enemigo», refiriéndose a la llamada «Operación Albania», un operativo de exterminio emprendido por la CNI en contra de los frentistas meses antes.

El primer informe de la CIA relativo al secuestro de Carreño se encuentra fechado el 16 de septiembre y hace referencia a otro documento que aparentemente no fue desclasificado, pues se titula «Detalles adicionales sobre el secuestro de un oficial del Ejército por el FPMR»[337].

El documento comienza relatando que «el FPMR está planeando liberar al secuestrado teniente coronel Carreño el 19 de septiembre, a la Iglesia o gente de los medios. Carreño ha provisto información de las ventas de armas de Famae a grupos de extrema derecha, y la localización de los depósitos de municiones del Ejército».

¿Cómo obtuvieron esa información los hombres de la CIA en Chile? A través de un dirigente del PC, según precisa el mismo documento, que agrega que el informante le dijo a los agentes de la CIA que «el Frente Patriótico Manuel Rodríguez Oficial, que es responsable del secuestro del 1 de septiembre de 1987 en contra del teniente coronel del Ejército chileno Carlos Carreño, está planificando regresar a Carreño el 19 de septiembre, Día de las Fuerzas Armadas».

El soplón agregó que el Frente creía que si lo entregaban a los militares, Carreño sería asesinado para ser culpados de eso, y por ello «el Partido Comunista está aconsejando al partido y a los miembros del FPMR ejercer precaución y buenas prácticas de seguridad».

Además, el documento precisaba que según Carreño habría confesado a sus secuestradores, se habían vendido armas de Famae a la empresa de seguridad Alfa Omega, propiedad de Manuel Contreras, así como al grupo paramilitar 11 de Septiembre.

Asimismo, el informante aseguró que el FPMR Autónomo recibió «un cargamento de 600 subametralladoras UZI en (tachado)», pero no dio más detalles al respecto. Según detalla el informe de la CIA, «el miembro del Partido Comunista cree que el FPMR-A usará algunas de estas armas en acciones terroristas armadas, para probar que tienen tanta capacidad como el FPMR-P» (Partido).

 

VISTO BUENO

 

Un nuevo cable de la CIA, del 25 de septiembre, asevera que —se entiende que en función de lo que señala su informante— el secuestro «fue coordinado y aprobado por el PCCH»[338] y agrega que el blanco del plagio fue escogido porque Carreño «tenía acceso a cierta información que el PCCH estaba interesado en obtener». Del mismo modo, se insistía en una idea que ya había aparecido antes: que si Pinochet sospechaba que Carreño había «cooperado» de algún modo con los secuestradores, «su vida estará en riesgo».

Este documento, además, asegura que Carreño había sido miembro de la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA) y que en tal calidad tenía conocimiento acerca del asesinato de Orlando Letelier y del intento de homicidio de Bernardo Leighton, aunque dicha información se asemeja mucho más al perfil del coronel Gerardo Huber, quien también trabajaba en Famae y que fue asesinado en 1992 en el Cajón del Maipo, por parte de miembros del BIE (Batallón de Inteligencia del Ejército). De hecho, en el listado que contiene los nombres de 1.500 agentes de la DINA, y que se conoció públicamente a principios de 2012, no aparece el nombre de Carreño, aunque sí el de Huber.

El cable culminaba citando a una fuente de Carabineros, que señalaba crípticamente, pero en concordancia con lo recogido por DIA, que si Carreño no era liberado hacia el 27 de septiembre, «los miembros del FPMR en cautiverio del gobierno y afuera serán objetivos de asesinato por parte del gobierno».

 

LOS DESAPARECIDOS

 

El carabinero que proporcionó dicha información a la CIA en Santiago sabía perfectamente de qué hablaba. Un documento de la Embajada de EE.UU. en Chile fechado el 10 de octubre da cuenta a Washington de lo que el policía había vaticinado: «Cinco hombres chilenos fueron reportados como desaparecidos entre el 7 y el 11 de septiembre. En dos casos, testigos presenciales han dicho que los hombres fueron tomados en calles del centro de Santiago y llevados lejos. Los tres restantes simplemente desaparecieron. Todos, se ha reportado, son miembros del Partido Comunista, y han tenido problemas anteriormente con las fuerzas de seguridad»[339].

Este texto agregaba que todas las fuerzas de seguridad negaban cualquier conocimiento acerca del paradero de los desaparecidos, pero ya se rumoreaba que «los cinco están siendo retenidos por un grupo de extrema derecha o miembros de las fuerzas de seguridad como rescate por el coronel Carlos Carreño, quien fue secuestrado a principios de septiembre. Hay preocupación de que si Carreño aparece muerto, los cinco sean asesinados».

 

LO QUE NADIE SABÍA EN CHILE

 

Aunque Carreño fue devuelto sano y salvo, a los cinco frentistas desaparecidos no se les perdonó la vida. De acuerdo a la acusación fiscal dictada en 2010 por el ministro en visita Mario Carroza, las víctimas: Julián Peña Maltés, Alejandro Pinochet Arenas, Manuel Sepúlveda Sánchez, Gonzalo Fuenzalida Navarrete y Julio Muñoz Otárola, fueron plagiadas por orden del entonces director de la Central Nacional de Informaciones (CNI), Hugo Salas Wenzel, y recluidas en el cuartel Borgoño de la CNI, donde fueron torturadas e interrogadas no solo por parte de dicha policía secreta, sino también por efectivos del Batallón de Inteligencia del Ejército, la misma unidad que años más tarde operó en el homicidio de Gerardo Huber.

El objetivo inicial, según estableció el ministro Carroza, era canjearlos, pero algo cambió los planes, por lo cual finalmente decidieron matarlos y arrojar sus cuerpos al mar, atados a durmientes de ferrocarril.

Transcurridos poco más de 30 días desde el secuestro, la CIA se enteró de algo que era vital para el caso. Si lo transmitió o no a las autoridades chilenas de la época solo ellas lo saben, pero al menos desde el punto de vista de la documentación, no existe constancia alguna, y es que según establece un memo de la CIA, fechado el 3 de octubre, a esas alturas los norteamericanos sabían lo que iba a pasar, pues de acuerdo a su fuente en el PC, Carreño seguía «detenido por el Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR), y ha estado proveyendo importante información sobre las actividades políticas del presidente (Augusto Pinochet) durante los años pasados. Carreño (tachado) está cooperando con el FPMR y está dispuesto a salir en público con denuncias contra Pinochet»[340].

En medio de inmensos borrones, el documento precisa que «Carreño fue secuestrado por el ala disidente del FPMR. Este grupo disidente es liderado por José Miguel», aludiendo a la chapa que utilizaba el líder máximo de la organización, Raúl Pellegrín, asesinado al año siguiente tras el ataque que encabezó contra el poblado de Los Queñes.

El texto dice muy poco más, pero su título indica de qué se trataba aquello que los censores estimaron poco adecuado que se conociera: «Deseo del Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR) de sacar de Chile a coronel del Ejército secuestrado». En síntesis, cuando aún faltaban a lo menos dos meses para que se cumpliera finalmente el plan de liberar a Carreño en otro país, la CIA tenía antecedentes sobre lo que podría suceder.

Avanzado ya noviembre, el 13, aparece un nuevo cable de la CIA que muestra el nivel de informaciones que manejaba su informante en el Partido Comunista, pues allí los hombres de la CIA en Santiago señalan que según su infiltrado, «el PCCH ha retomado contacto directo con los miembros del Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR) que secuestraron y mantienen detenido al teniente coronel de Ejército Carlos Carreño. El PCCH le dijo al FPMR que está listo para asistirlo de cualquier modo para que el asunto se resuelva lo antes posible. El PCCH asistirá en conseguir sacar a Carreño del país o liberarlo en el país con el mayor efecto político posible»[341].

En este mensaje aparece también Karin Eitel, la mujer que había sido sindicada como la autora del llamado en que el FPMR reivindicó el secuestro. Según se entiende (debido a los borrones), el informante habría dicho a la CIA que «Eitel es miembro del FPMR y el contacto del FPMR con el padre Alfredo (Soiza), un cura argentino que el grupo está utilizando como mediador con la familia de Carreño».

Regresando a la primera parte del cable, y de acuerdo a lo que los propios frentistas contaron en el libro Operación Príncipe, que relata el secuestro de Carreño, resulta evidente que la CIA estaba probablemente mejor informada sobre cuál sería el destino del oficial que los propios milicianos implicados en la operación, pues de acuerdo al texto, ello se concretó solo un par de semanas después de que la CIA advirtiera que el PC se encontraba dispuesto a ayudar a sacar a Carreño del país, a fines de noviembre de 1987, cuando lo trasladaron en un camioneta por el Paso de Agua Negra, frente a Elqui, para llevarlo en forma terrestre hasta Brasil.

 

RUMORES QUE NO ERAN RUMORES

 

En un documento del 30 de noviembre, del Departamento de Estado, uno de los diplomáticos de la legación de EE.UU. en Santiago relata que José Ortiz, periodista de un servicio internacional de noticias, le había contado que el FPMR había emitido un comunicado sobre el secuestro, pero su difusión había sido prohibida por el tristemente célebre fiscal militar Fernando Torres Silva. No obstante, Ortiz comentó lo esencial del comunicado: «Este reportero dijo que el coronel Carreño sería liberado en algún momento antes del 5 de diciembre, y el Frente está considerando, junto al coronel, la mejor forma y lugar para proceder a esta liberación sin poner en riesgo su vida»[342].

Por cierto, el hombre de la prensa no se equivocaba: «Carlos Carreño Barrera fue liberado por el Frente Patriótico Manuel Rodríguez (FPMR) en São Paulo, Brasil, el 2 de diciembre de 1987»[343], rezaba posteriormente un cable que agregaba que, pese a todas las informaciones anteriores respecto de una suerte de connivencia o cooperación del coronel con el Frente, al ser liberado este «anunció a la prensa que es admirador del presidente Augusto Pinochet Ugarte, de quien cree que está haciendo un buen trabajo gobernando Chile». Sin embargo, también comentó que «el FPMR es un grupo muy disciplinado y organizado».

No era lo único. El texto también regresaba al asunto de los cinco desaparecidos, y los mencionaba como tales entre comillas («desaparecidos»), dudando de dicha calidad y admitiendo que «muchos observadores sospechan que están en manos de fuerzas de seguridad».

El 9 de diciembre, el informante del Partido Comunista insistió ante los agentes de la CIA que Carreño había cooperado con el Frente y que había estado de acuerdo con ser liberado fuera de Chile. El texto recordaba que tras ser dejado en libertad, el oficial se dirigió hacia el diario O Estado de São Paulo, donde lo entrevistó un chileno que trabajaba allí en aquel entonces, Cristián Bofill, actual director de La Tercera y panelista de Tolerancia Cero, quien fue autor de la única entrevista que se le ha realizado a Carreño.

En ella, Bofill aseveró que «Carreño exhibió gran nerviosismo cuando salió desde el aeropuerto de São Paulo en la mañana del 3 de diciembre, a través de un avión militar chileno que fue enviado a buscarlo»[344]. De acuerdo al redactor del informe, «Bofill contrastó el nerviosismo de Carreño con la sonrisa que exhibió cuando llegó a la oficina del diario y agregó que esa sonrisa de a poco se esfumó después que Carreño estuviera en contacto con diplomáticos chilenos en São Paulo y oficiales del Ejército chileno en Santiago». El cable también señalaba que tras su arribo a Pudahuel, el militar fue internado en el Hospital Militar, donde Pinochet dijo que iba a ser «profundamente estudiado».

Luego que Carreño fuera internado, apareció en «televisión nacional, en una bien orquestada entrevista desde su cama del hospital», según otro informe del Departamento de Estado, que precisaba que el mismo programa culminaba «con una entrevista con Karin Eitel, quien fue arrestada por su supuesta participación en el secuestro»[345].

A esas alturas, Eitel llevaba ya cuatro semanas incomunicada y había sido sometida a fuertes torturas, las que intentaron ocultar maquillándola, pero «su rostro maltratado en la TV, admitiendo que era miembro del FPMR y haber participado en el secuestro, ha provocado agudas condenas por parte de los líderes de derechos humanos».

Posteriormente, en un documento titulado «Planes del FPMR para el remanente de 1987», se lee que uno de sus informantes, probablemente el que estaba dentro del FPMR, les dijo que «José Miguel ha ordenado que el FPMR/A planee una serie de actividades terroristas para lo que queda de 1987, culminando con un intento de asesinar a un alto oficial del Ejército, a fines de diciembre»[346].

En función de ello, había ya tareas de seguimiento respecto del blanco y se señala que el plan buscaba «atentar desde un vehículo en movimiento, cuando el oficial y sus guardaespaldas estén en la calle», información que a la luz de lo ocurrido con Carreño y el intento de asesinato en contra de Augusto Pinochet, representaban «una amenaza creíble», según la CIA.

Hasta donde existen antecedentes, no se sabe de ningún alto oficial del Ejército chileno asesinado bajo esa metodología en esa fecha.

En otras palabras, no hay cómo saber cuán cierto fue aquello, lo que también se aplica a la información contenida en otro documento, el último de esta serie, fechado el 16 de diciembre de 1987, y que cuenta que un informante (que se entiende tenía alguna relación con el Ejército) dijo a los hombres de la CIA en Santiago que «los interrogatorios al teniente coronel Carlos Carreño Barrera han entregado asombrosa información. Dijo, bajo interrogatorio, que él cooperó en pleno con el Frente Patriótico Manuel Rodríguez»[347] y confirmó también que había cooperado con ellos en su «exfiltración» desde Chile.

Todo ello, agrega el documento, implicó que «los más altos niveles del Gobierno de Chile, incluyendo al presidente Augusto Pinochet Ugarte, están extremadamente molestos con la cooperación de Carreño con el FPMR mientras estaba en cautiverio»… y que alguien, cuyos datos están borrados, «estaba intentando involucrar a Carreño en una investigación en curso sobre tráfico de drogas en el norte de Chile».

Como comentario, el redactor del informe decía que «esta sería la primera vez que el Gobierno de Chile considera calumniar a un oficial de Ejército alegando que estaba involucrado en actividades ilegales».

La Agencia Central de Inteligencia de EE.UU. reanudó sus informaciones sobre el grupo subversivo con un informe relacionado al inicio de «La Guerra Patriótica Nacional», la estrategia con la cual el FPMR-A pretendía establecer guerrillas rurales y que se quería implementar luego del plebiscito del 5 de octubre de 1988.

De acuerdo al texto, el Frente Autónomo inauguró su nuevo plan el 21 de octubre, con ataques a los retenes de Carabineros de Los Queñes, Pichipellahuén, La Mora y Contulmo en las regiones Séptima y Novena. El informe precisaba que además estaban planeando «otros ataques en el sur de Chile y en las zonas de los indios mapuches en la Novena Región»[348].

El mismo paper afirmaba que la intención era «establecer focos de guerrilla en las montañas de la Octava y Novena regiones», agregando que del ataque a Los Queñes, la única víctima fatal había sido el cabo Juvenal Vargas, a quien erróneamente identifican como teniente segundo (grado que no existe en Carabineros). Cabe mencionar que allí también fue ejecutado el líder máximo del FPMR, Raúl Pellegrín, junto a su pareja de ese momento, Cecilia Magni.

Para los analistas de la CIA, «no hay explicación hasta el momento de por qué el FPMR/A decidió perseguir la táctica de establecer focos de guerrilla en el sur de Chile, pero hay varias explicaciones plausibles: El FPMR/A puede ser abastecido más fácilmente en el sur, debido a las rutas de infiltración en la frontera montañosa con Argentina; el FPMR/A quizá crea que puede atacar más fácilmente a unidades militares aisladas en el sur de Chile en vez de hacerlo contra grandes instalaciones en las ciudades importantes; el FPMR/A quizá quiere expandir su membresía y bases de apoyo, especialmente entre los mapuches; ellos quizá se sientan más capaces de emprender una estrategia de «guerra popular prolongada» desde el campo, donde los intentos de las fuerzas de seguridad chilenas por infiltrarlos serán más difíciles; el FPMR/A quizá desee trabajar junto a la facción del FPMR que aún permanece aliada al Partido Comunista de Chile (PCCH) y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR). Ambos, el FPMR y el MIR, poseen una fuerte presencia en Concepción».

 

«CAPA Y ESPADA»

 

A mediados de 1989, el FPMR Autónomo inició su campaña «Capa y Espada», un serie de ejecuciones selectivas que cobraría varias vidas y que se inició con el homicidio de Roberto Fuentes Morrison, más conocido como «El Wally», uno de los más feroces integrantes del Comando Conjunto.

El 9 de junio de 1989, según especifica un cable de la CIA, Fuentes Morrison «fue ejecutado por su rol en las torturas y asesinato de civiles en los años posteriores al golpe de 1973 y por otras violaciones a los derechos humanos»[349].

El FPMR-A, decía el documento, estaba planificando otras ejecuciones semejantes contra ex integrantes de la CNI o la DINA y la información era correcta. A la lista de los frentistas, al año siguiente, se integrarían Luis Fontaine, el ex director de la Dicomcar, la unidad de Carabineros responsable del degollamiento de tres profesionales comunistas en 1985 y, luego, en 1990, intentarían asesinar al ex integrante de la Junta Militar Gustavo Leigh, secuencia que culminaría en 1991 con los homicidios del médico de la CNI Carlos Pérez Castro y su esposa, Anita Schlager, y posteriormente con el crimen del senador Jaime Guzmán.

El documento agregaba un dato intrigante: «Los únicos civiles que serán objetivo son aquellos con lazos con la CNI y otras organizaciones represivas, e informantes. (Borrado) un contador que fue recientemente asesinado por el FPMR/A había sido informante en el grupo. Comentario: (borrado) no identificó al informante». Existen al menos dos casos de integrantes del FPMR que habrían sido ejecutados por sus compañeros, acusados de presuntas traiciones, pero la mención que se hace del contador, de quien se indica que habría sido muerto en Santiago, no coincide en fecha ni lugar con ninguno de los casos conocidos.

Bien informados, los hombres de la CIA culminaban indicando que si bien existían especulaciones en orden a que el crimen de Fuentes Morrison podía ser responsabilidad de la derecha, en este caso no había dudas al respecto, pues incluso así lo creían fuentes de la Vicaría de la Solidaridad.

Patricio Aylwin llevaba ya 11 días gobernando, el 21 de marzo de 1990, cuando se produjo un nuevo encuentro entre la CIA y un integrante del FPMR que, se entiende, pertenecía a la facción leal al PC, pues el documento parte indicando que miembros de este estaban buscando contactos con los autónomos, con el fin de crear un nuevo grupo, debido a varias expulsiones que se habían producido en el Partido Comunista, por lo cual también estaban considerando una fusión con la facción Aguiló del MIR y con el Movimiento Juvenil Lautaro (MJL), lo que efectivamente sucedió cuando se creó la Coordinadora Subversiva Popular, de efímera vida, en 1991 (aunque en dicho grupo no participó finalmente el FPMR).

Además, «el miembro del FPMR dijo que su grupo estaba intentando recuperar armas localizadas en un arsenal en la ciudad de Temuco, en la Novena Región. Este contiene lanzadores de cohetes RPG-7 y cohetes, subametralladoras checoslovacas y fusiles de asalto M-16. El integrante del FPMR también hizo referencia a otro arsenal que dijo está intacto»[350]. El informe agregaba que el grupo esperaba reclutar unos 30 miembros, enfrentando como primera tarea, «luego de obtener las armas, conseguir fondos por medio de robos armados».

El último documento que da cuenta de la infiltración de la CIA hacia el grupo es del 27 de marzo de 1990, y relata —como pasó— que los autónomos estaban «determinados a continuar sus acciones militares tanto como Augusto Pinochet permanezca como comandante en jefe del Ejército»[351].

El informe indicaba también que los subversivos «creen que nada sustantivo cambiará bajo el gobierno de Patricio Aylwin Azócar en varios males sociales, políticos y económicos, que el FPMR/D cree deben ser rectificados en el futuro inmediato. El FPMR/D cree que Pinochet ha establecido un gobierno paralelo que prohibirá a Aylwin actuar efectivamente. Por dicha razón, (borrado) el FPMR/D mantiene su intención de asesinar a Pinochet».








 

Los documentos de la CIA
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El telegrama del KGB interceptado por EE.UU. en plena Segunda Guerra Mundial, con la mención de Pablo Neruda.
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El memo del encuentro entre William Brae y un emisario de la Democracia Cristiana que viajó a Washington a pedir dinero, en noviembre de 1971.
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El documento de la CIA, de diciembre de 1971, en que desde Washington regañan al jefe de la Estación en Santiago y le señalan que no tienen aprobación para un golpe.
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Segunda página del informe sobre Chile confeccionado por la CIA en 1972, en la cual los expertos en inteligencia económica de la agencia argumentaban que se vivía una «borrachera de consumo» en el país.
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En septiembre de 1972 Pinochet ya habría tenido claro, según este cable de la CIA originado en un viaje del militar a México, que Allende tenía solo dos opciones: ser forzado a renunciar, «o ser eliminado».
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Primera página del reporte de la CIA enviado desde Santiago a Washington el 10 de septiembre de 1973, informando que al día siguiente se produciría el golpe de Estado.
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Continuación del mismo reporte, en que señala que el golpe se había pospuesto para mejorar la coordinación táctica del mismo.
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Este es el reporte de la CIA, de 1978, en el cual se habla ya de la guerrilla del MIR en Neltume, dos años antes que esta comenzara.

[image: Image]

Segunda página del informe de la CIA sobre el atentado contra Augusto Pinochet, en 1986, cuando «según los estadounidenses» una de sus primeras reacciones fue culpar a dicha agencia.
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Una de las páginas del perfil sicológico de Augusto Pinochet, según un documento del Departamento de Estado de Estados Unidos.
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